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Prólogo 

El Estado mexicano se comprometió ante sus ciudadanos y ante la comunidad in-
ternacional a garantizar universalmente el pleno ejercicio del derecho a una edu-
cación de calidad. Para hacer efectivo ese compromiso, todos los días se toman 
decisiones de política pública y se promueven acciones que, por una parte, man-
tienen en funcionamiento el sistema educativo del país y, por otra, lo van trans-
formando. 

Así, el Estado mexicano ha transitado un largo camino, a través del cual se 
pueden reconocer hitos muy importantes, tales como la creación de la Secretaría 
de Educación Pública (sep) en 1921; las sucesivas ampliaciones de la escolaridad 
obligatoria; el rediseño de su estructura de gobierno, y sus sucesivas reformas 
educativas, inclusive la decretada en 2013, que constituye el último paso de esta 
larga historia. Todos esos hitos son la expresión de la voluntad social y política del 
momento histórico en que se inscriben, y buscan dotar a la política educativa de 
un nuevo horizonte. 

En cada uno de esos momentos históricos surgieron aciertos y desaciertos, 
de modo que, junto a decisiones que fueron realmente transformadoras, coexis-
tieron otras que no llegaron a incidir en el devenir de la historia educativa del país. 
Pero esos hitos mantienen vivo un debate social sobre la educación que México 
quiere para sus nuevas generaciones, un debate que en todos los casos produce 
importantes aprendizajes y que permite gestar las ideas que darán pie a los próxi-
mos cambios. Son procesos irreversibles en la medida en que cada uno de esos 
eslabones posicionan a la política educativa en un nuevo escalón, y en que se va 
precisando el rol que el Estado tiene ante la sociedad. 

Hoy, México está viviendo un momento de grandes cambios que, nuevamen-
te, dan contexto a un enriquecedor debate sobre el futuro de la educación del 
país. En este marco, el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee) y 
el Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación (iipe) de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco) decidie-
ron construir una alianza que permitiera producir un estudio sobre la política edu-
cativa mexicana. El objetivo de este trabajo es hacer un aporte al debate actual 
sobre la política educativa, proponiendo dos perspectivas diferentes. Por un lado, 
una mirada que busca mostrar al sistema educativo actual como el resultado de 
esa historia antes mencionada e invita a pensar el presente de la política educa-
tiva como un escalón más en la vida de un sistema que no ha parado de crecer y 
consolidarse en todo el territorio del país. 

Por el otro, una perspectiva regional que pone en diálogo los aspectos más 
destacados de la política educativa mexicana con la de otros países de América 
Latina, un ejercicio que nos muestra el lugar de México en la dinámica de los sis-
temas educativos de la región. 



Mediante este estudio, ambas instituciones invitan a una reflexión que bus-
que valorizar los aciertos y los avances de cada uno de los pasos que conforman la 
historia del sistema educativo del país, así como a continuar en la implementación 
de estrategias innovadoras que permitirán seguir avanzando en la consolidación 
del Estado mexicano como pleno garante del derecho a la educación. Desde 
ambas instituciones, somos conscientes del valor que tiene la educación para la 
sociedad mexicana, como derecho estratégico y fundamental que constituye una 
puerta de entrada para la comprensión y apropiación de otros derechos clave 
cuyo fin es construir ciudadanía, promover la movilidad social, facilitar las interac-
ciones humanas y eliminar las desigualdades de oportunidades en la sociedad. 
En ese sentido, esperamos que esta publicación contribuya a generar discusiones 
profundas sobre la situación de la educación mexicana y que fomente su com-
prensión como una obligación inexcusable del Estado. 

Dra. Teresa Bracho González
Consejera Presidenta de la Junta  

de Gobierno del inee

Dr. Pablo Cevallos Estarellas
Director 

iipe-unesco Buenos Aires 
Oficina Regional para América Latina
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PARTE 1. 
LA POLÍTICA EDUCATIVA  
DE MÉXICO

Introducción

En 2017, más de 30 millones de niñas, niños y adolescentes (nna) fueron recibidos 
por cerca de 1.5 millones de docentes en casi 250 mil escuelas que conforman el 
tramo obligatorio del sistema educativo mexicano, el segundo más grande de la 
región latinoamericana por su dimensión. 

Para que este sistema educativo cumpla, día a día, su función de garantizar el 
derecho a una educación de calidad a las nuevas generaciones, hay un conjunto 
de acciones de sostenimiento que proveen a esas escuelas, a sus docentes y a sus 
estudiantes los recursos necesarios para que los aprendizajes se hagan efectivos. 
Estas acciones que mantienen vivo al sistema educativo —y que garantizan su 
continuidad— coexisten con otras que buscan redireccionarlo, promoviendo in-
novaciones y mejoras que fortalezcan la calidad de los aprendizajes y la equidad 
del sistema.

Las escuelas, con sus estudiantes, docentes y directivos, y toda la actividad 
de Estado que tiene como propósito sostenerlas y mejorar sus prácticas, consti-
tuyen la política educativa de México. Esta investigación tiene un doble objetivo: 
por un lado, describir, caracterizar y analizar la política educativa que impulsa el 
Estado mexicano en educación obligatoria; y, por el otro, situar dicha política en 
el contexto latinoamericano. 

En el marco de esta investigación, se define a la política educativa en dos sen-
tidos. En primer lugar, como el flujo articulado, regulado y direccionado de bienes, 
servicios y transferencias que se moviliza desde el Estado para garantizar el dere-
cho a la educación de niñas, niños y adolescentes desde el nivel preescolar hasta 
su graduación de la educación media superior, según lo establece el artículo 3° de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) y la Ley General 
de Educación (lge). Este flujo de acción es, aun analizado desde el presente,  
el resultado de impulsos dados en diferentes momentos de la historia por diversos 
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actores con peso político. Se utiliza la expresión “flujo de acción”1 para destacar, 
en este punto, la dimensión material de la política educativa y, en particular, para 
dar cuenta de que la densidad y la modulación específica que manifiestan en el 
presente están signadas por los procesos de acumulación y desacumulación de 
recursos de Estado que tuvieron lugar a lo largo de su historia. 

En segundo lugar, la política educativa alude también a la capacidad de los 
gobiernos para sostener, elaborar estrategias y direccionar la actividad de Estado 
hacia el logro de los objetivos propuestos. Se hace referencia aquí a la capacidad 
de definir y dotar de legitimidad un horizonte para la política, así como de liderar 
los procesos necesarios para transformar la realidad educativa en función de ese 
horizonte. Se enfatiza en esta segunda aproximación la idea de la política educa-
tiva en sus dimensiones simbólica y discursiva. 

Quien asume en cada momento la responsabilidad de gobernar la política 
educativa se enfrenta con un sistema en pleno funcionamiento, con su dinámica  
y su historia, al cual se pretende mantener vivo y mejorar. Avanzar hacia la con-
solidación de un sistema educativo capaz de universalizar el derecho a la educa-
ción implica operar sobre un espectro muy variado de elementos que lo confi-
guran, pero que pueden ser estructurados en torno a grandes dimensiones: a) el  
currículo y los modelos de gestión curricular; b) la infraestructura, el equipamiento y  
la tecnología; c) los docentes, y d) el estudiantado. En última instancia, el derecho a  
la educación se realiza cuando el Estado logra generar y sostener las condiciones 
necesarias para que docentes y estudiantes interactúen provechosamente en el 
entorno escolar, en ese encuentro en que se da el proceso de aprendizaje. 

En perspectiva, la política educativa cumple su objetivo si una cohorte  
de jóvenes egresa del sistema educativo con la certificación de haberlo  
transitado durante los 15 años que conforman la educación obligatoria, con el 
acervo de saberes objetivados y con las habilidades que contempla el currículo.  
El Estado cumple su rol de garante del derecho a la educación cuando logra  
gobernar —direccionar y recrear— las interacciones en las que éste se realiza. 

1	 La expresión “flujo de acción” alude a la materialidad y a la modulación del conjunto de recursos que los Estados 
movilizan para abordar un problema público. Esta expresión se utiliza para dar cuenta de que la política pública es 
el resultado de la interacción entre decisiones deliberadas, que diversos actores con peso político toman e impul-
san en diferentes puntos en el tiempo, aspectos contingentes y la resistencia de naturaleza diversa que ofrece un 
terreno ya marcado. Los procesos históricos de movilización, acumulación y desacumulación de recursos de Estado 
configuran los “flujos de acción” que el investigador, en un momento dado y en un campo de observación previa-
mente delimitado, busca reconstruir durante un análisis de política pública. Dentro de la bibliografía especializada 
en análisis de política pública se encuentran ideas similares en Kingdom (2014), Minztberg (1995), y Elder y Cobb 
(1992), quienes utilizan el concepto “flujo de asuntos” (issues stream) para dar cuenta de los procesos de interac-
ción deliberados y no deliberados, a través de los cuales se abordan los diferentes problemas que configuran la 
agenda pública. En América Latina, el concepto “flujo de acción” es parte central del modelo para el análisis de la 
política efectiva “Cadena de valor público” (Hernández, 2015). 
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El sistema educativo mexicano: estructura y tamaño

La estructura y el tamaño del sistema educativo de México son las expresiones 
más claras de su historia. Allí puede apreciarse el resultado de un proceso de acu-
mulación y desacumulación permanente. La imagen actual es de un sistema que, 
desde su inicio, se fue transformando y expandiendo. En cada una de esas trans-
formaciones y momentos de expansión subyacen debates públicos, decisiones  
de política, asignaciones de recursos y un espectro amplio de actores y prácticas 
que operan sobre él. Una descripción del sistema educativo, su compleja estruc-
tura y su dimensión es un modo muy claro de dar cuenta de la política educativa 
de México. Como ya se señaló, la política educativa engloba al conjunto de ac-
ciones orientadas a mantener al sistema operando día a día, y a dotarlo de los 
recursos para su sostenimiento, ampliación y mejora. 

En México, el tramo de escolarización obligatoria se extiende por 15 años.  
El artículo 3° de la cpeum y la lge —sancionada en el año 1993 y con múltiples modifi- 
caciones hasta 2018— establecen la gratuidad de la educación obligatoria, la cual 
idealmente se inicia a los 3 y finaliza a los 17 años de edad. 

La educación básica constituye el primer tramo del ciclo obligatorio y está 
segmentada en tres niveles: preescolar, primaria y secundaria. Existen tres tipos 
de servicio en la oferta de educación preescolar y primaria: general, comunitaria e 
indígena. Y hay cinco para la secundaria: general, técnica, telesecundaria, comu-
nitaria y para los trabajadores. 

El nivel preescolar es el primer nivel de la educación básica. Se extiende por 
tres años, y está orientado a niñas y niños de 3 a 5 años. Este servicio educativo, 
en su modalidad general, lo ofrece la Secretaría de Educación Pública (sep), los go-
biernos de los estados y los organismos particulares en los medios rural, urbano y 
urbano marginal. La modalidad indígena es ofrecida por las entidades federativas, 
teniendo la sep facultades normativas sobre ella. Dicho servicio se proporciona a 
niñas y niños de diversas etnias y, en su diseño, la sep (s.f.) contempla que sea aten-
dido por profesores que conozcan las lenguas respectivas. 

El nivel primaria es el segundo nivel de la educación básica y es de carácter 
obligatorio, según la sep (s.f.). El tramo teórico de edad para cursar este nivel com-
prende desde los 6 hasta los 11 años.

En primaria, la modalidad indígena está concebida como una instancia que 
debe brindar contenidos adecuados a la cultura de los estudiantes e idealmen-
te con docentes que hablen su misma lengua, como se establece en preescolar.  
El servicio comunitario, que contempla una oferta educativa en los niveles inicial, 
preescolar y primaria, se ofrece en localidades con población dispersa y, en gene-
ral, en condiciones de marginación. Según el Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación (inee, 2016) “es responsabilidad del Consejo Nacional de Fomento 
Educativo (Conafe), cuyo objetivo es que los niños y jóvenes de estas comunida-
des accedan a la educación inclusiva, intercultural, equitativa y de calidad, y de-
sarrollen capacidades y aprendizajes mediante un modelo educativo multigrado”.
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El nivel secundaria es el tercer nivel de la educación básica, y la edad teó-
rica en que debería ser cursado se extiende desde los 12 hasta los 14 años.  
Su objetivo es ofrecer conocimientos y habilidades avanzados que consoliden  
los procesos iniciados en los niveles anteriores y que sienten bases para las áreas  
especializadas que se estudian en la educación media superior (inee, 2016). Como 
ya se dijo, existen cinco modalidades de escuela secundaria: general, técnica, te-
lesecundaria, comunitaria y para los trabajadores. La telesecundaria se inició hace 
casi medio siglo, impartiendo la educación secundaria por medio de la televisión. 
Con el tiempo, su estrategia se ha ido ajustando y se ha fortalecido la provisión de 
bibliotecas escolares y materiales didácticos para alumnos y docentes, así como 
la incorporación de medios digitales para su desarrollo. Funciona con los mismos 
programas de estudio de la secundaria general y atiende, fundamentalmente, a la 
población adolescente que vive en comunidades dispersas, las cuales carecen de 
escuela secundaria general o técnica (sep, s.f.). Las personas mayores de 16 años 
pueden estudiar en la secundaria para trabajadores o en la modalidad para adul-
tos (sep, s.f.), o terminar sus estudios en el marco de la oferta educativa del Instituto 
Nacional de Educación para Adultos (inea).

El nivel medio superior es el último componente de la educación obligato-
ria, desde 2012. Casi todas sus modalidades tienen una duración de tres años, 
dirigidas a adolescentes de entre 15 y 17 años de edad. El bachillerato compren-
de opciones que tienen por objeto garantizar la formación para el ingreso a la 
educación superior y la adquisición de habilidades propias del mercado laboral. 
Dichas opciones educativas son ampliamente diversas, y están reguladas por el 
Sistema Nacional de Bachillerato (snb) y, recientemente, por el Sistema Nacional 
de Educación Media Superior, sujetas en términos curriculares al Marco Curricular 
Común (sep, 2017). La oferta actual de educación media superior se organiza en 
tres grandes modelos o subsistemas: bachillerato general, bachillerato tecnológi-
co y profesional técnico (inee, 2011). 

Cada uno de esos subsistemas cuenta con sus propios planes de estudios, es-
tándares de calidad, criterios de ingreso y egreso, objetivos y metas.2 Se ofrecen 
en una multiplicidad considerable de formatos y en su impartición participa una 
cantidad muy importante de instancias normativas e instituciones. La estructura  
organizativa de la educación media superior tiene seis distintos tipos de control ad-
ministrativo y presupuestal: centralizado del gobierno federal, descentralizado del 
gobierno federal, centralizado de las entidades federativas, descentralizado de las 
entidades federativas, autónomo y privado (inee, 2011).

El bachillerato general corresponde al tipo educativo propedéutico orienta-
do a preparar a los alumnos para el estudio de diferentes disciplinas científicas, 
tecnológicas y humanísticas. Además proporciona una cultura general a fin de 
que sus egresados se incorporen a las instituciones de educación superior o al 

2	 Hasta hoy se cuentan más de 30 subsistemas, y pueden categorizarse de acuerdo con el tipo de institución que  
los administra: los centralizados del gobierno federal, los descentralizados del gobierno federal, los descentraliza-
dos de las entidades federativas, los estatales, los del gobierno de la Ciudad de México, y los de las universidades 
autónomas (sep, 2017). 
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sector productivo (inee, 2011) Tiene tres componentes —básico, propedéutico y 
formación para el trabajo— y una estructura basada en un tronco común seguido 
por una especialidad. 

Los servicios educativos que corresponden a dicho bachillerato se dan en tres 
modalidades:

1.	 Modalidad escolarizada: centros de estudios de bachillerato, general del ba-
chillerato (dependen en su totalidad de los recursos federales), Preparatorias  
federales “Lázaro Cárdenas”, Preparatorias Federales por Cooperación  
(Prefeco), Escuelas Preparatorias Particulares Incorporadas (eppis), telebachi-
llerato comunitario.

2.	 Modalidad no escolarizada: preparatoria abierta, Centros de Atención para 
Estudiantes con Discapacidad (caed) (dgb, 2018).

3.	 Modalidad mixta: educación media superior a distancia. 

El bachillerato tecnológico, además de contar con los fundamentos propios del ba-
chillerato general, forma a los jóvenes en actividades productivas agropecuarias, 
pesqueras, forestales, industriales, marítimas y de servicios, pero con un carácter 
bivalente, el cual les permite emplearse o continuar con sus estudios superiores. 
Lo mismo sucede en el profesional técnico bachiller, que en lo sucesivo se incluye 
dentro del tecnológico por sus semejanzas, con la salvedad de que la preparación 
técnica está acotada, generalmente, a la industria y los servicios (inee, 2016).

La educación profesional técnica se imparte como una carrera para ofrecer 
la formación de personal técnico calificado en diversas especialidades. Tiene co-
mo propósito preparar recursos humanos que ocupen mandos intermedios y se 
desempeñen laboralmente en funciones como la supervisión, el control y la eva-
luación de los procesos de producción. Los alumnos egresados obtienen el grado 
de profesional técnico, técnico profesional o técnico básico, según la institución 
y tipo de programa que hayan estudiado. Los servicios se prestan en todas las 
entidades federativas del país y la oferta se planea con base en estudios de de-
manda escolar y laboral, en los ámbitos regional y nacional (sep s.f.). Este tipo de 
educación surgió a finales de la década de los setenta y desde entonces ha sido 
primordialmente impulsada por el Colegio Nacional de Educación Profesional 
Técnica (Conalep, s.f.). Se distingue de los otros dos modelos por proponerse for-
mar a sus estudiantes para incorporarlos al mercado de trabajo y por establecer 
vínculos formales con el sector productivo. Hasta 1997, el Conalep era una opción 
educativa terminal, pero a partir de entonces tiene carácter bivalente (inee, 2011). 
Los centros del Colegio de Bachilleres (ColBach) y del Conalep no forman parte 
de la estructura de la Subsecretaría de Educación Media Superior (sems). El grupo 
de órganos desconcentrados que se encuentran bajo la coordinación del sems se 
conforma por el Conalep; el ColBach, el Centro de Enseñanza Técnica Industrial 
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(ceti), y el Fideicomiso de los Sistemas Normalizados de Competencia Laboral y de 
Certificación de Competencia Laboral (conocer).3

La tabla 1 permite apreciar el tamaño del sistema educativo de México res-
pecto al número de alumnos, docentes y centros escolares. Un dato significativo 
es la forma en que el sistema se ha ido expandiendo en los últimos 16 años. Se 
observa que el nivel preescolar creció 44% en términos de alumnos, 50% en do-
centes y 25% en escuelas. El nivel primaria muestra un incremento mucho menor, 
dado que ya está muy cerca del 100% de escolarización. En el mismo período se  
verifica una reducción de la matrícula de 4% (efecto de la transformación demo-
gráfica) y un aumento de docentes de 5%. El nivel secundaria tuvo un incremen-
to de alumnos de 25%; 32% en docentes y 39% en centros escolares. El mayor 
cambio se dio en la educación media superior, donde el crecimiento medio  
de estudiantes fue de 66%, lo cual significó 96% más de docentes y más del  
doble de centros educativos. 

3	 Así lo establece la página web de la Subsecretaría de Educación Media Superior, al señalar: “De conformidad 
con lo dispuesto en el Acuerdo Núm. 646 por el que las entidades paraestatales coordinadas por la Secretaría de 
Educación Pública se agrupan en subsectores, se adscriben los órganos desconcentrados a estos subsectores y  
se designa a los suplentes para presidir los órganos de gobierno o comités técnicos de las citadas entidades, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de agosto de 2012” (sems, s.f.).



Parte 1  |  17

Ta
b

la
 1

	
N

úm
er

o 
ab

so
lu

to
 y

 e
vo

lu
ci

ó
n 

d
el

 n
úm

er
o 

d
e 

al
um

no
s,

 d
o

ce
nt

es
 y

 c
en

tr
o

s 
es

co
la

re
s 

d
e 

la
 e

d
uc

ac
ió

n 
o

b
lig

at
o

ri
a,

 s
eg

ún
 n

iv
el

, t
ip

o 
y 

d
ep

en
d

en
ci

a.
 M

éx
ic

o,
 2

00
0

-2
01

6 

N
iv

e
l

 
T

ip
o

D
e

p
e

n
d

e
n

ci
a

A
lu

m
n

o
s

D
o

ce
n

te
s

C
e

n
tr

o
s 

e
sc

o
la

re
s

A
b

so
lu

to
E

vo
lu

ci
ó

n
A

b
so

lu
to

E
vo

lu
ci

ó
n

A
b

so
lu

to
E

vo
lu

ci
ó

n
P

re
es

co
la

r
 

G
en

er
al

G
F 

/ 
E

F 
/ 

P
3 

63
8 

84
7

44
%

19
6 

12
1

50
%

60
 8

64
24

%
(E

V:
 4

4%
)

D
: 3

 a
ño

s
C

o
m

un
it

ar
ia

C
o

na
fe

16
4 

74
3

19
 4

83
18

 2
37

O
b

lig
at

o
ri

o
a 

d
es

d
e 

20
02

E
T:

 3
 a

 5
 a

ño
s

In
d

íg
en

a
G

F
42

3 
34

4
19

 0
31

9 
83

8
T

N
: 7

5.
5%

G
en

er
al

G
P

70
5 

05
2

43
 9

55
14

 6
07

P
ri

m
ar

ia
 

G
en

er
al

G
F 

/ 
E

F 
/ 

P
11

 9
07

 5
99

-4
%

52
4 

48
3

5%
77

 0
90

-2
%

(E
V:

 -
4%

)
D

: 6
 a

ño
s

C
o

m
un

it
ar

ia
C

o
na

fe
10

9 
12

1
11

 7
71

10
 2

68
 

E
T:

 6
 a

 1
1 

añ
o

s
In

d
íg

en
a

G
F

80
8 

04
6

37
 0

30
10

 1
95

 
T

N
: 9

8.
4%

G
en

er
al

G
P

1 
31

3 
09

6
s/

d
s/

d
Se

cu
nd

ar
ia

 
G

en
er

al
G

F 
/ 

E
F 

/ 
P

2 
86

7 
48

6
25

%
23

5 
24

2
32

%
15

 8
49

39
%

(E
V:

 2
5%

)
D

: 3
 a

ño
s

Té
cn

ic
a

G
F 

/ 
E

F 
/ 

P
1 

82
0 

79
4

10
1 

03
5

4 
71

1
E

T:
 1

2 
a 

14
 a

ño
s

Te
le

se
cu

nd
ar

ia
G

F 
/ 

E
F 

/ 
P

1 
43

2 
42

2
72

 9
95

18
 7

05
 

T
N

: 8
4.

5%
C

o
m

un
it

ar
ia

C
o

na
fe

41
 2

42
s/

d
3 

34
7

 
 

Tr
ab

aj
ad

o
re

s
s/

d
s/

d
s/

d
 

 
G

en
er

al
G

P
59

0 
14

3
 

 
Fe

d
er

al
13

0 
86

0
11

.9
%

20
5 

37
6

96
%

Pl
an

te
le

s
M

ed
ia

 s
up

er
io

r
 

B
ac

hi
lle

ra
to

 g
en

er
al

14
 5

13
11

2%
(E

V:
 7

3%
)

D
: 3

 a
ño

s
(E

V:
 7

1.
6%

)
E

st
at

al
1 

71
2 

37
9

14
1.

1%
E

T:
 1

5 
a 

17
 a

ño
s

 
A

ut
ó

no
m

o
57

8 
83

7
37

.8
%

O
b

lig
at

o
ri

o
 d

es
d

e 
20

12
T

N
: 6

4.
4%

 
P

ri
va

d
o

78
0 

43
8

26
.1

%
 

B
ac

hi
lle

ra
to

 t
ec

no
ló

g
ic

o
Fe

d
er

al
96

2 
75

4
50

.2
%

92
 2

58
2 

83
8

 
 

(E
V:

10
7%

)
E

st
at

al
72

4 
80

5
39

6.
5%

 
 

 
A

ut
ó

no
m

o
33

 7
35

63
.4

%
 

 
 

P
ri

va
d

o
13

8 
32

0
53

%
 

 
B

ac
hi

lle
ra

to
 p

ro
fe

si
o

na
l t

éc
ni

co
Fe

d
er

al
2 

22
3

-9
6.

7%
8 

30
7

59
7

 
 

(E
V:

 -
81

.4
%

)
E

st
at

al
5 

49
3

-9
7%

 
 

A
ut

ó
no

m
o

15
 6

64
-4

3.
8%

 
 

 
P

ri
va

d
o

43
 0

10
-4

4%

T
N

: T
as

a 
ne

ta
 d

e 
es

co
la

ri
za

ci
ó

n.
E

T:
 E

d
ad

 t
eó

ri
ca

.
E

V:
 E

vo
lu

ci
ó

n,
 v

ar
ia

ci
ó

n 
en

 e
l p

er
ío

d
o

 2
00

0-
20

16
.

Fu
en

te
: i

ip
e
-u

n
e

sc
o

 c
o

n 
d

at
o

s 
d

el
 in

e
e
.



La política educativa de México desde una perspectiva regional

18

La forma en que se presenta la información permite ver no sólo el crecimiento del 
sistema educativo mexicano en el período señalado, sino también una transfor-
mación en el caso del nivel media superior. Los datos muestran una fuerte reduc-
ción de la matrícula en la educación profesional técnica (de 350 mil alumnos en el 
año 2000 a 65 mil en 2016) y un incremento muy importante en el bachillerato ge-
neral y, especialmente, en el bachillerato tecnológico, donde llegó a duplicarse. 

En síntesis, el sistema educativo de México es de gran magnitud —en com-
paración con el resto de la región y a nivel global— y además está en un proceso 
de clara expansión y transformación. La tabla 1 permite construir una imagen de la 
intensidad y la complejidad de la actividad de Estado que subyace en el funciona-
miento cotidiano del sistema, no sólo para sostenerlo en el día a día, sino también 
para ampliarlo y adecuarlo a la dinámica histórica y social del país. Un sistema con 
estas características, en términos de magnitud, complejidad en su estructura y 
capacidad de transformación, no se construye en el corto plazo. Por el contrario, 
es el resultado de un proceso histórico que remite a su fundación, y al que se llega 
tras un proceso de acumulación de décadas de inversión pública y de una política 
educativa que lo fue moldeando hasta la actualidad. 

Los focos de intervención de la política educativa

En su dimensión material, la política educativa está conformada por un conjunto 
articulado de recursos (inversiones, bienes, servicios y transferencias) movilizados 
por los actores que gobiernan el sistema para garantizar que, cotidianamente, se 
produzca el encuentro entre docentes y estudiantes en el entorno escolar (físico 
o virtual). Estos recursos se direccionan hacia ciertas áreas que, en la compleja 
trama de la actividad de Estado, configuran nodos o focos de intervención. 

Se propone aquí un esquema de análisis que estructura el conjunto de accio-
nes que conforman la política educativa de México en torno a cuatro focos especí-
ficos de intervención. La actividad pública de Estado que se inscribe en cada uno 
de estos focos de intervención es la que permite el funcionamiento cotidiano de 
cada una de las escuelas en el territorio. El primero de ellos hace referencia a la di-
mensión curricular del sistema educativo. Allí es donde se definen los contenidos 
de la educación, los materiales didácticos, los modelos de gestión institucional y 
la dinámica en que se inscriben los procesos de enseñanza y aprendizaje. El se-
gundo foco de intervención tiene que ver con la infraestructura, el equipamiento 
y la dotación de tecnología en las escuelas. El tercer foco que se analizará será el 
relativo a los docentes: su formación inicial, la entrada al servicio profesional, la 
formación continua y la carrera docente.

Estos tres núcleos, que pueden organizar la actividad de Estado para garan-
tizar el derecho a la educación, son los que permiten delinear la oferta educativa: 
una propuesta curricular, materiales didácticos y reglas de juego para las insti-
tuciones y las aulas, escuelas con su infraestructura edilicia y su equipamiento, y 
docentes que día a día asisten a dar sus clases. De igual modo, hay un conjunto de 
acciones que se suma a las mencionadas, y que tiene que ver con fortalecer la de-
manda educativa, acompañar a los estudiantes en sus necesidades más básicas, 
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y eliminar las barreras al acceso, la permanencia y la graduación en el sistema 
educativo. Estas acciones configuran un cuarto foco de intervención, orientado 
a dotar de equidad al sistema educativo. El conjunto de la actividad de Estado 
orientada a garantizar el derecho a la educación es analizado a continuación en 
torno a estos cuatro aspectos.

a)	 Currículo y modelos de gestión 

En este primer foco de intervención se dimensiona y caracteriza a la actividad de 
Estado orientada a definir los contenidos de la educación y los modelos para su 
gestión en los centros educativos. El currículo se concibe en un doble sentido: 
uno, como instrumento de política pública que expresa y propone como norma 
las aspiraciones del país respecto al conjunto de saberes que considera relevantes 
e irrenunciables para la formación plena de la ciudadanía; y dos, como un recurso 
pedagógico que configura la práctica educativa. En el currículo se explicita el 
contenido de la educación y las estrategias para lograr que los estudiantes los 
incorporen. En perspectiva histórica, el currículo incorporado en los sujetos es la 
instancia en la que se materializa la política educativa. 

La política regular asociada a este foco es la que posibilita que el currículo se 
realice en los dos sentidos mencionados: como horizonte y como práctica. Por su 
parte, las brechas de aprendizaje, entre otros desafíos pendientes, impulsaron el 
redireccionamiento de la política curricular y los modelos de gestión del currículo 
en el entorno escolar, decisión política que se materializa en la implementación de 
un nuevo modelo para la educación obligatoria. 

El currículo y la gestión escolar ocupan un lugar destacado en la agenda 
educativa mexicana. El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 reafirma la Reforma 
Educativa y en su objetivo número 3 impulsa el desarrollo de acciones orientadas 
a este foco, entre las que se destaca la autonomía de las escuelas. Por su parte, 
en la Ley General de Educación (lge), alineada con los objetivos de la Reforma 
Educativa, se promueve la revisión del modelo educativo en su conjunto. 

El Modelo Educativo para la educación obligatoria, publicado en junio de 
2017 —en cumplimiento del artículo 12 transitorio de la lge—, presenta la reorga-
nización del sistema educativo en torno a cinco grandes ejes: 

1.	 El planteamiento curricular
2.	 La escuela al centro del sistema educativo
3.	 La formación y el desarrollo profesional de los docentes
4.	 Inclusión y equidad
5.	 La gobernanza del sistema educativo

En el campo específico del currículo y el modelo de gestión curricular en las  
escuelas, al momento de presentar el Nuevo Modelo Educativo se señala que el 
currículo vigente para el ciclo escolar 2017-2018 para la educación básica (eb) es  
el que se estableció con el acuerdo número 592 de la sep. El currículo vigente para 
la educación media superior (ems) es el que se plasmó en el acuerdo número 442 y 
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las orientaciones de los acuerdos 444, 486, 488, 653 y 656, que se emitieron en el 
marco de la Reforma Integral de la Educación Media Superior (riems) de 2008. Los 
programas elaborados en cada subsistema de la ems derivaron en el Marco Cu-
rricular Común (mcc). El organismo rector del currículo en el caso de la eb es la sep. 
En el caso de la ems es la sep, junto con los organismos de las entidades federativas 
y los organismos autónomos. El currículo de la ems está basado en el enfoque por 
competencias. 

A modo de diagnóstico, se destaca que las evaluaciones de los diseños cu-
rriculares de la educación obligatoria identifican dos grandes problemas: por un 
lado, una estructura curricular saturada que dificulta la focalización de esfuerzos 
en intenciones educativas y, por el otro, una estructura vertical y prospectiva que 
impidió que las escuelas transformaran sus prácticas educativas. Otro elemento 
sustantivo por destacar es el hecho de que el currículo desconoce las particulari-
dades. A modo de ejemplo, cabe señalar que el currículo está diseñado sobre la 
base de escuelas completas y estructuras unigrados, sin embargo, gran parte de 
la oferta educativa no se corresponde con este formato. 

En junio de 2017, la sep presentó un nuevo currículo para la educación obliga-
toria (aprendizajes clave para eb, y planes de estudio de referencia del componen-
te común de ems). En este contexto, los puntos destacados de la nueva propuesta 
curricular son, en relación con el primero de los problemas antes mencionados, 
la focalización en aprendizajes clave y la incorporación de estrategias específicas 
para el desarrollo de habilidades socioemocionales en los estudiantes. Para la 
educación media superior se actualizó un mcc con atención en aprendizajes clave, 
reforzando el enfoque humanista y la apropiación adecuada de las Tecnologías 
de la Información y la Comunicación (tic). En relación con el segundo problema, 
se busca fortalecer a las comunidades educativas para que adquieran autonomía 
curricular. Esto implica que cada escuela puede elegir los contenidos de una parte 
del currículo. Se entiende que de este modo las escuelas logran incluir a los gru-
pos sociales históricamente excluidos del sistema educativo, porque se diseña un 
currículo sensible a sus intereses y particularidades. 

Un aspecto innovador del modelo curricular propuesto, en 2017, por la sep 
es la incorporación de la lengua indígena como lengua materna y como segunda 
lengua, y del español como segunda lengua, en todos los niveles educativos. Esto 
fue así desde 1978 en los niveles preescolar y primaria. 

La autonomía curricular de las escuelas, basada en el modelo educativo que 
pone a la escuela en el centro (sep, 2017), implica fortalecer la estructura y el fun-
cionamiento de su gobierno interno, fortalecer a los Consejos Técnicos Escolares 
(cte), aliviar la carga administrativa de las escuelas, y fortalecer la supervisión y la 
participación social. Se busca, además, extender su influencia a través de la cons-
trucción de redes de aprendizaje por medio de Consejos Técnicos de Zona (ctz), 
reuniones entre escuelas, academias y redes virtuales. El modelo “escuela en el 
centro” se plasma en la Ruta de Mejora Escolar. Cada escuela, en su cte (consi-
derando la opinión de sus estudiantes y los Consejos Escolares de Participación 
Social), consensúa los contenidos programáticos con base en las horas lectivas 
disponibles y lineamientos de la sep. 
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En términos de recursos estatales, este foco es intensivo en recursos cogniti-
vos, políticos y logísticos. Los recursos financieros que se movilizan son los propios 
de cada organismo (sep y autoridades educativas de las entidades federativas). 
En cuanto a los recursos financieros, se registran dos programas presupuestarios 
orientados a que las escuelas incorporen el nuevo modelo educativo “escuelas en 
el centro”: Programa de Escuelas de Tiempo Completo y Programa de la Reforma 
Educativa. 

Una herramienta fundamental en la estrategia de monitoreo de la efectivi-
dad de las políticas destinadas a garantizar aprendizajes a los estudiantes son 
precisamente las pruebas de evaluación de los aprendizajes escolares. El Instituto 
Nacional para la Evaluación de la Educación —organismo autónomo desde 2013—,  
en coordinación con la sep, han desarrollado el Plan Nacional para la Evaluación de 
los Aprendizajes (Planea).

Planea tiene dos propósitos generales: uno, evaluar el desempeño del Sistema 
Educativo Nacional (sen) respecto a los aprendizajes en la educación obligatoria, 
con distintos grados de desagregación —este propósito le corresponde al inee—; 
dos, retroalimentar a todas las comunidades escolares del país de primaria, secun-
daria y educación media superior con relación a los aprendizajes que logran sus 
estudiantes —este propósito le corresponde a la sep— (inee, 2018). 

Para el logro de estos dos objetivos diferentes, Planea se organiza a través de 
dos arreglos metodológicos que se distinguen en sus propósitos fundamentales 
y, por consiguiente, en el diseño de sus instrumentos, así como en la manera de 
administrarlos en el estudiantado. Al tener distintos objetivos, cada modalidad 
tiene un diseño propio, que resulta más adecuado para obtener cierto tipo de 
información. Estas modalidades son: 

1.	 Planea sen. Bajo la responsabilidad del inee, implementa una evaluación de 
los aprendizajes en la educación obligatoria (educación básica y media su-
perior) al nivel del sistema. 

2.	 Planea Escuelas. Dirigido a las comunidades escolares. La administración de 
pruebas y la emisión de reportes de esta modalidad son responsabilidad 
de la sep. A través de ellos, ofrece información sobre los aprendizajes de los 
estudiantes en cada centro escolar de educación básica o plantel de educa-
ción media superior. 

Por último, y dentro del foco de intervención centrado en el currículo y el modelo 
de gestión, un programa emblemático en México es el de los libros de texto gra-
tuitos. Desde hace 50 años el Estado mexicano, a través de la Comisión Nacional 
de Libros de Texto Gratuitos (Conaliteg), ha editado y distribuido de manera gra-
tuita a lo largo del país series de manuales escolares llamadas Libros de Texto 
Gratuitos, para todos los niños de las escuelas primarias, rurales y urbanas, públi-
cas y privadas (Conaliteg, 2009).

El Programa B003 Edición, Producción y Distribución de Libros y otros Materiales 
Educativos es un trabajo conjunto de la Subsecretaría de Educación Básica de 
la sep, a través de la Dirección General de Materiales e Informática Educativa y  
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la conaliteg. Su operación comenzó en 2014, a partir de la fusión de dos programas 
presupuestarios de la modalidad Provisión de Bienes Públicos que operaban hasta 
el año 2013: B001 Producción y distribución de Libros de Texto Gratuitos, y B002 
Producción y edición de libros, materiales educativos y culturales. El objetivo del 
programa es impulsar la educación de calidad a través de la edición, producción 
y distribución suficiente, oportuna y eficiente de libros de texto gratuitos y de ma-
teriales educativos a estudiantes y maestros de educación inicial y básica a nivel  
nacional, contribuyendo así a la tercera meta del Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018, México con educación de calidad, y al objetivo 1 del Programa Sectorial  
de Educación 2013-2018: “Asegurar la calidad de los aprendizajes en la educa-
ción básica y la formación integral de todos los grupos de la población” (coneval- 
sep, 2015). 

El catálogo de libros de texto gratuitos incluye materiales para docentes y pa-
dres de familia, así como los libros para cada nivel educativo. Está dividido en seis 
categorías: preescolar —un esfuerzo reciente que materializa la posibilidad de 
acercar la lectura a la primera infancia de manera formal—, primaria, secundaria, 
telesecundaria, telebachillerato y la sección de educación indígena que incluye 
una biblioteca digital (sep, 2018).

b)	 Infraestructura, equipamiento y tecnología

En este foco de intervención se dimensiona y caracteriza a la actividad de Esta-
do orientada a la infraestructura, el equipamiento y a dotar de tecnología a los 
centros educativos. Una gran parte de la política educativa regular se destina a 
mantener, equipar, ampliar y rehabilitar la red de centros educativos existente. 
Los déficits acumulados, la decisión de universalizar el derecho a la educación y 
los nuevos objetivos de política llevan a orientar recursos hacia la construcción de 
nuevas escuelas, su equipamiento en tic y su conectividad a internet. 

La atención a la infraestructura, equipamiento, ampliación, rehabilitación y 
conectividad de los planteles educativos está presente en la agenda educativa 
actual. Un aspecto determinante para la inversión y el planeamiento de estas 
acciones en infraestructura fue el Censo de Escuelas, Maestros y Alumnos de 
Educación Básica (cemabe) 2013, el cual ofreció —entre muchos aspectos— una 
fotografía de las condiciones de infraestructura educativa. En el Plan Nacional de 
Desarrollo 2013-2018 se hace énfasis en la modernización de la infraestructura, la 
creación y el equipamiento de los centros educativos, así como en la creación de 
nuevos establecimientos, la ampliación de los existentes y el mejor aprovecha-
miento de la capacidad instalada de los planteles, en particular las escuelas que 
ofrecen educación media superior. El Programa Sectorial de Educación 2013-2018, 
en sus objetivos 1 y 2, pone acento en la ampliación, mejoramiento y equipamien-
to de las escuelas que ofrecen educación media superior, y en dotarlas de tic para 
favorecer los aprendizajes. 

En su tramo obligatorio, el sistema educativo mexicano está conformado por 
246 400 escuelas. En 92% se imparte educación básica y en 8%, educación media 
superior. Alrededor de 11% de los centros de educación preescolar y primaria es 
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indígena. En el nivel preescolar, 20% de la oferta es comunitaria; en el nivel prima-
ria, el peso de la oferta comunitaria se reduce a la mitad. En nivel secundaria, 48% 
de la oferta del servicio educativo es a través de telesecundaria; 8.5% es comuni-
taria y menos de 1% es para trabajadores. Entre los desafíos más importantes que 
enfrenta la política educativa mexicana se encuentran las carencias persistentes 
de espacios educativos básicos y su concentración en los servicios destinados a 
las poblaciones socialmente rezagadas. A modo de ejemplo, se puede mencionar 
que 11% de los centros escolares de nivel preescolar; 9% del nivel primaria; 6% del 
nivel secundaria y 3% de educación media superior no tienen sanitarios. En las 
escuelas indígenas y comunitarias las brechas oscilan entre 11 y 15 puntos porcen-
tuales en perjuicio de la oferta indígena y comunitaria; en el caso de la educación 
media superior, los telebachilleratos son los más rezagados. Una tendencia similar 
—con algunas pocas excepciones— se observa respecto a las carencias de otros 
espacios educativos básicos como canchas deportivas, áreas de juego infantil y 
laboratorios de ciencias. 

En relación con la incorporación de las tic a los procesos de enseñanza y 
aprendizaje se observa que sólo una tercera parte de las primarias públicas cuen-
ta con al menos una computadora para uso educativo, mientras que en las prima-
rias privadas esta proporción incrementa a 85%. Por su parte 48% de las escuelas 
primarias, 56% de las secundarias públicas y 70% de las escuelas de educación 
media superior cuentan con conexión a internet. 

La mayor parte del presupuesto destinado a infraestructura, equipamiento y  
tecnología educativa está compuesta por los recursos financieros que la federa-
ción entrega a los estados. La proporción de recursos que aportan los estados  
y municipios es variable y difícil de cuantificar, pero hay certeza de que es conside-
rablemente menor que la que aporta la federación. La ejecución de estos fondos 
la llevan a cabo, en casi su totalidad, las autoridades de los estados. 

El Instituto Nacional de la Infraestructura Física Educativa (Inifed) es un or-
ganismo federal con fuerte incidencia en el proceso de ejecución de los fondos 
destinados a infraestructura educativa. En 2008 se sancionó la Ley General de la 
Infraestructura Física Educativa (lgife). En su artículo 15 se establece la creación 
del Inifed como un organismo público descentralizado de la administración públi-
ca federal. Es un organismo con facultad normativa que brinda asistencia técnica 
y certifica la calidad de la infraestructura física educativa del país. Participa en el 
proceso de elaboración de normas y especificaciones técnicas, elabora guías ope-
rativas y supervisa las obras que ejecutan las entidades federativas con recursos 
federales.

Tras la promulgación de la lgife, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
(dof) en 2008, las entidades federativas hicieron las adecuaciones correspondien-
tes a su legislación local, con el fin de normar y crear un organismo local responsa-
ble de coordinar la política de infraestructura educativa a nivel estatal. 

El Fondo de Aportaciones Múltiples (fam), en su componente de infraestruc-
tura educativa es, desde su creación en 1998, la fuente de financiamiento más 
importante con la que cuentan las entidades federativas para la operación de 
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proyectos de construcción, rehabilitación, mantenimiento y equipamiento de los 
centros educativos. 

En 2015, el gobierno federal diseñó el Programa Escuelas al cien, una estra-
tegia financieramente innovadora que genera un esquema de potenciación de 
los recursos de este fondo hasta en 25%, mediante la colocación de Certificados 
de Infraestructura Educativa Nacional (cien) en la Bolsa Mexicana de Valores.  
El Programa Escuelas al cien forma parte de la estrategia denominada Escuela al 
Centro del Nuevo Modelo Educativo, y su propósito es el siguiente: 

[…] construir y rehabilitar espacios de calidad en 33 000 escuelas de educa-
ción obligatoria en el periodo 2015-2018. Para lograrlo, dispone en su dise-
ño de mecanismos para la selección de escuelas con mayores rezagos en 
materia de infraestructura, así como de la definición de ocho componentes 
prioritarios y secuenciales de atención: 1) seguridad estructural y condicio-
nes generales de funcionamiento; 2) servicios sanitarios; 3) bebederos y agua 
potable; 4) mobiliario y equipo; 5) accesibilidad; 6) áreas de servicios adminis-
trativos; 7) infraestructura para conectividad, y 8) espacios de usos múltiples 
(inifed, 2016b). 
De acuerdo con los lineamientos de esta estrategia, las operaciones de los 
proyectos de infe están a cargo de las autoridades estatales en materia de 
infraestructura, en tanto que la supervisión normativa y administrativa de los 
recursos es responsabilidad del inifed. (inee 2018a)

Por otra parte, están las acciones de infraestructura que se financian a partir de 
los fondos federalizados, recursos públicos que son transferidos a los estados y 
municipios, destinados al fortalecimiento de sus capacidades y a la atención de 
demandas sociales. Entre ellas, se integran las acciones de construcción, reha-
bilitación y equipamiento de los centros educativos. El uso de estos recursos es 
sumamente heterogéneo en las diferentes entidades federativas. 

Algunos programas presupuestarios se orientan en su totalidad a la infraes-
tructura educativa; otros, en cambio, tienen a este foco como uno de sus compo-
nentes. La mayor parte de los fondos federalizados los ejecutan las autoridades 
educativas locales de las entidades federativas, aunque otros son ejecutados por 
las comunidades escolares locales y operados por el Inifed.

El Programa Escuelas de Tiempo Completo y el Programa para la Inclusión y 
la Equidad Educativa también aportan recursos para infraestructura, equipamien-
to y tecnología. Estos recursos son ejecutados por las autoridades educativas de 
las entidades federativas. El Programa de Expansión de la Oferta Educativa de 
Educación Media Superior y Superior y el Programa Reforma Educativa entregan 
recursos a las comunidades escolares para atender las carencias físicas de los cen-
tros educativos de gestión estatal de educación básica y para dotarlos de tic; la 
unidad ejecutora de estos fondos es el Inifed. Una parte de las aportaciones fe-
derales para entidades federativas y municipios (ramo 33) y provisiones salariales 
y económicas (ramo 23) proviene de recursos que las autoridades locales de las 
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entidades federativas y los municipios destinan a infraestructura, equipamiento y 
tecnología de los centros educativos.

c)	 Docentes

En este foco de intervención se dimensiona y caracteriza la actividad de Estado 
orientada a dotar al sistema educativo de docentes. Contempla las intervencio-
nes destinadas a su formación (inicial y en servicio), a la regulación de la carrera 
profesional dentro del sistema y, asociado a este punto, a los sistemas para la 
evaluación de su desempeño. 

Los docentes representan 2.5% del total de la fuerza laboral de México, y 
28% de la fuerza laboral profesional. Sin embargo, sus salarios son los más bajos 
dentro de este grupo. Los salarios de 1.6 millones de docentes que atienden a 
los 31 millones de estudiantes escolarizados en la educación común y los 600 mil 
estudiantes escolarizados en educación especial que conforman la matrícula del 
tramo de escolarización obligatorio concentran 74.3% del total de los recursos 
financieros que el Estado mexicano transfiere a las entidades federativas (89.4% 
del gasto federalizado y 30.2% de los programas federales). Estimar el volumen 
total de recursos financieros que concentra este foco implica adicionar, además, 
las transferencias relacionadas con la formación (inicial y en servicio) de docentes 
y la evaluación de su desempeño.

La definición de un conjunto sistémico de acciones orientadas a garantizar 
la calidad del personal docente y directivo, desde su ingreso al sistema educati-
vo y durante su trayectoria profesional, es uno de los ejes más destacados de la 
Reforma Educativa en curso. Los dos instrumentos de política sustantivos a través 
de los cuales se intenta introducir cambios estructurales en el ejercicio de la ca-
rrera docente son el establecimiento de un nuevo Servicio Profesional Docente 
(spd) y la autonomía del inee. Como ya se ha señalado, con este objetivo se mo-
dificó el artículo 3° de la cpeum y se promulgaron tres nuevas leyes: Ley General 
de Educación (lge), Ley General del Servicio Profesional Docente (lgspd) y Ley del 
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (linee). 

Los organismos clave en la definición de la política docente son la Coordinación 
Nacional del Servicio Profesional Docente (cnspd), la sep, las autoridades educativas 
locales e instancias estatales de formación, los Centros de Maestros, el inee y las 
instituciones formadoras.

La sep regula el sistema nacional de formación, actualización, capacitación 
y promoción de los maestros de educación básica. Tiene a su cargo la revisión 
y evaluación sistemática y continua de los currículos de la formación docente, al 
menos una vez cada cuatro años. Las entidades federativas proponen y aplican los 
instrumentos de evaluación, los cuales requieren aprobación por parte del inee. 

La lgspd reconoce como sustentantes a la carrera docente del nivel primaria a 
los egresados normalistas y a los profesionales con formación docente pedagógi-
ca o en áreas afines, y para el nivel secundaria y la educación media superior a pro-
fesionales de todas las licenciaturas. Para su ingreso establece criterios de inclu-
sión que habilita el concurso de oposición en los cuales se evalúa su desempeño. 
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Para permanecer dentro de la carrera docente y avanzar en su trayectoria profe-
sional, se instituyen evaluaciones periódicas obligatorias, estructuradas en torno 
a los siguientes momentos: 

1.	 Ingreso: una vez que el aspirante aprueba el concurso de oposición es acom-
pañado durante dos años por un tutor que asignan las autoridades edu-
cativas de las entidades federativas o de los organismos descentralizados.  
Al término del segundo año se presenta a la evaluación del desempeño. Si 
la aprueba, ingresa al Sistema Educativo Nacional.

2.	 Promoción: alude al acceso a una categoría o nivel docente superior a la que 
tiene el docente. La lgspd reemplaza los sistemas de promoción voluntaria 
centrados en el escalafón vertical, el Programa de Carrera Magisterial, el 
Programa de Estímulos a la Calidad Docente, basados en los resultados de 
las evaluaciones enlace, inicialmente, y ahora Planea. La promoción a cargos  
de dirección y supervisión se lleva a cabo por concurso de oposición.  
La promoción por función es autorizada por la sep, y se asienta en mecanismos  
de incentivos. Para avanzar, el docente debe demostrar un incremento en  
el desempeño que lo justifique. 

3.	 Permanencia: la lgspd establece que las autoridades educativas de las en-
tidades federativas y los organismos descentralizados deben evaluar el  
desempeño de los docentes cada cuatro años. Los parámetros de estas  
evaluaciones son definidos por el inee. 

4.	 Incentivos y reconocimientos: la lgspd establece incentivos económicos para 
reconocer y estimular el buen desempeño de los docentes. 

Al 2018, se evaluaron 1.1 millones de docentes en alguno de los procesos que es-
tablece el spd. Se estima que durante 2018 se estaría evaluando el desempeño de 
400 mil docentes y habría 42.5 mil evaluaciones diagnósticas. Pudo apreciarse un 
incremento de la participación de los docentes en las evaluaciones: en 2016 —año 
en que la prueba fue voluntaria— fue de 80%, y en 2017, de 95%. Paralelamente, y 
según informa el inee, hubo una mejora en los resultados de las evaluaciones para 
el período 2015-2016. 

En las evaluaciones de promoción, 72% de los directores de educación básica 
obtuvo resultados idóneos. La participación de directores y supervisores de edu-
cación media fue menor a 30%. Entre 40 y 50% obtuvo resultados favorables en su 
evaluación de desempeño.

En la evaluación de ingreso, en 2016 hubo 130 mil aspirantes a la docencia. 
De ellos, 40% obtuvo resultados favorables. Esta proporción se incrementó a 
59% en 2017. Los aspirantes que no aprueban suelen insistir, y la tendencia que 
se pudo apreciar es que, al repetir la evaluación, obtienen mejores resultados. 
Paralelamente, los aspirantes de educación común presentan mejor desempeño 
que los docentes de educación indígena, y los egresados de escuelas normales 
públicas obtienen mejores resultados que los egresados de otras instituciones. 

En todas las entidades del país ha habido una mejora entre el primero y el últi-
mo proceso de evaluación. Querétaro, Colima, Ciudad de México, Baja California, 
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Baja California Sur, Nuevo León, Aguascalientes, Jalisco e Hidalgo tienen los  
resultados más altos consistentemente en todas las evaluaciones. Tabasco, 
Chiapas, Guerrero, Campeche, Michoacán, Oaxaca y Sinaloa son los estados con 
los resultados no idóneos más altos.

En promedio, 76% de los participantes de los concursos es de los niveles  
preescolar, primaria y secundaria; 7% es de educación especial, telesecundaria y 
educación física, y 1% es de preescolar, primaria indígena y educación para adul-
tos. Preescolar obtiene los mejores resultados, seguido del nivel primaria. Los  
resultados de telesecundaria han mejorado en mayor medida con respecto a las 
secundarias generales. La modalidad indígena de preescolar y primaria —que en 
la evaluación incluye una prueba de dominio de la lengua indígena— tiene el  
menor número de idóneos, pero a lo largo del período ha mejorado su desempeño.

En la evaluación de desempeño para la permanencia, los docentes tienen 
mejores resultados que los directivos. Las educadoras de preescolar son las me-
jor evaluadas, las mujeres tienen mejores resultados que los hombres y, a menor 
edad, poseen mejores resultados. 

d)	 Equidad educativa 

En este foco de intervención se dimensiona y caracteriza a la actividad de Estado 
orientada a ampliar las oportunidades de acceder, transitar y permanecer en el 
sistema educativo durante la educación obligatoria, así como de apropiarse de 
los saberes establecidos en el marco curricular vigente. Estas medidas están diri-
gidas, según establece la lge en su artículo 32, a los grupos sociales y regiones en 
donde se registra mayor proporción de rezago educativo. En particular, a regiones 
con población dispersa que enfrentan situaciones de vulnerabilidad por carencias 
materiales persistentes, por vivir con discapacidad, por su pertenencia étnica, si-
tuación migratoria, género, preferencias sexuales, creencias religiosas o prácticas 
culturales. En virtud de ello, gran parte de la actividad que configura este foco 
forma parte de las acciones que se desarrollan en el resto de los focos que pro-
pone este modelo de análisis y de las transferencias de bienes y recursos financie-
ros tendientes a “contrarrestar las condiciones sociales que inciden en la efectiva 
igualdad de oportunidades de acceso y permanencia en los servicios educativos”, 
como dice la lge, en su artículo 33 (2018).

Dicho artículo establece las actividades que deben llevar a cabo las autori-
dades educativas desde sus respectivas competencias para garantizar la equidad 
educativa. Destaca la fracción 1, en la que establece que “Atenderán de manera 
especial las escuelas en que, por estar en localidades aisladas, zonas urbanas mar-
ginadas o comunidades indígenas, sea considerablemente mayor la posibilidad 
de atrasos o deserciones” (lge, 2018); la fracción 2 señala que “Desarrollarán pro-
gramas de apoyo a los maestros que presten sus servicios en localidades aisladas 
y zonas urbanas marginadas, a fin de fomentar el arraigo en sus comunidades y 
cumplir con el calendario escolar” (lge, 2018); la fracción 3 indica que “Promoverán 
centros de desarrollo infantil, centros de integración social, internados, albergues 
escolares e infantiles y demás planteles que apoyen en forma continua y estable 
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el aprendizaje y el aprovechamiento de los alumnos” (lge, 2018); la fracción 4 se-
ñala que “Prestarán servicios educativos para atender a quienes abandonaron el 
sistema regular y se encuentran en situación de rezago educativo para que con-
cluyan la educación básica y media superior” (lge, 2018); la fracción 5 señala que 
“Otorgarán apoyos pedagógicos a grupos con requerimientos educativos espe-
cíficos, tales como programas encaminados a recuperar retrasos en el aprovecha-
miento escolar de los alumnos” (lge, 2018). 

El artículo 33 también enuncia, en su fracción 6, que la autoridad educativa 
deberá “Desarrollar programas con perspectiva de género, para otorgar becas 
y demás apoyos económicos preferentemente a los estudiantes que enfrenten 
condiciones económicas y sociales que les impidan ejercer su derecho a la educa-
ción” (lge, 2018), y la fracción 13 establece que “Proporcionarán materiales educa-
tivos en las lenguas indígenas que correspondan en las escuelas en donde asista 
mayoritariamente población indígena” (lge, 2018).

En este abanico de estrategias, la ley esboza los elementos que constitu-
yen una política de equidad educativa, capítulo central en el conjunto de accio-
nes orientadas a garantizar el pleno ejercicio del derecho a la educación y, en 
particular, la posibilidad de cursar todo el ciclo escolar obligatorio a las nuevas 
generaciones. 

Hay dos aspectos de la estructura del sen que adquieren sentido en el desa-
fío de eliminar las barreras al ejercicio del derecho a la educación. Por un lado, la 
modalidad indígena, que —como ya se señaló— representa 11% de los centros 
de preescolar y primaria. Esta oferta es clave para ampliar las perspectivas y las 
oportunidades educativas en las comunidades indígenas en México. 

Por el otro, lo que concierne a las escuelas comunitarias del Conafe, que con-
templan todos los niveles de la educación básica. Hay evidencia acumulada que 
invita a una revisión profunda de ambas modalidades educativas, que sin duda 
constituyen aspectos estructurales del funcionamiento del sistema educativo na-
cional, y que hacen un gran aporte a la amplia cobertura territorial y social que hoy 
tiene la oferta educativa del país. 

En los tres focos de intervención antes mencionados —currículo y modelos 
de gestión, infraestructura y equipamiento y docentes— se pueden encontrar ele-
mentos que pueden ser interpretados como parte del esfuerzo por consolidar un 
sistema educativo equitativo e inclusivo. En infraestructura, por ejemplo, la crea-
ción o el mantenimiento de instituciones educativas a lo largo de todo el territorio 
mexicano es parte de dicho esfuerzo. 

En la tabla 1 pudo verse que la tasa neta de escolarización en el nivel primaria 
es de 98.4%. Este valor confirma la existencia de una oferta universal de centros 
escolares de ese nivel en todo México. La misma tabla mostraba un incremento 
de 24% en escuelas de nivel preescolar, y mayor a 100% en media superior. Estos 
procesos de expansión siempre se dan sobre la base de incorporar a quienes se 
fueron quedando fuera del sistema, los sectores más desprotegidos de la socie-
dad, de modo que esta fuerte inversión es, sin duda, una clara política de equidad 
e inclusión. Un esfuerzo similar puede apreciarse en la preparación y la incorpo-
ración de todos los docentes necesarios para garantizar la educación a las nuevas 
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generaciones de niñas, niños, adolescentes y jóvenes históricamente relegados del  
sistema educativo. Por último, y para seguir citando acciones consideradas en los 
focos de intervención anteriores pero que tienen un fuerte componente de equi-
dad e inclusión, cabe señalar una política histórica de México, que sin duda rompe 
con una barrera muy difícil de superar por las familias más pobres: la distribución 
universal y gratuita de los libros de texto. Esta política tiene un claro componente 
equitativo al librar a las familias del costo que implica acceder a esos materiales 
en el mercado, sino que además tiene un fuerte elemento de cohesión e inclusión 
al ser una acción universal, que incluye también a las escuelas del sector privado 
de educación. 

Más allá de estos aspectos que son sustantivos en el funcionamiento y la es-
tructura del sen, existe toda una actividad de Estado que está en línea con las 
definiciones del marco normativo vigente. Un primer eje de intervención pone el 
foco en fortalecer la base de bienestar de los hogares, en especial aquellos en 
situación económica más crítica, como estrategia de fortalecimiento de la deman-
da educativa. En 2013, el presidente de la nación, a través de un decreto, lanzó el 
Sistema Nacional para la Cruzada contra el Hambre. En ese marco, la Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol) instrumentó el Programa de Comedores Comunitarios 
para mejorar las condiciones de acceso a la alimentación de la población ubicada 
en las llamadas Zonas de Atención Prioritaria (zap), tanto urbanas como rurales. 
La oferta es amplia, se trata de 5 208 comedores en 23 estados del país. En esas 
entidades hay 158 629 escuelas con más de 19 millones de estudiantes. 

Paralelamente, es importante destacar que una estrategia clave para la re-
ducción de las desigualdades en las trayectorias educativas es la atención y edu-
cación en la primera infancia. Asociada a la oferta de educación preescolar del 
Conafe, que incluye a 390 mil niñas y niños y 410 mil padres de familia residentes 
de localidades rurales y urbano-marginadas en 31 entidades federativas del país, 
se encuentra la estrategia de desarrollo infantil temprano y educación inicial que 
se ofrece a través del Programa de Inclusión Social Prospera. Para atender a la 
población en condición de pobreza que es beneficiaria de este programa, se pro-
mueven además acciones de cuidado a la salud y la nutrición infantil y materna. 
A estas actividades se suman talleres que se brindan a través de las unidades de 
salud a las que acuden las responsables del cuidado de niñas y niños beneficiarios 
del programa para brindarles información y aprendizajes sobre las mejores prác-
ticas de crianza.

Las acciones de Prospera exceden a aquellas dirigidas a la primera infancia. 
El programa atiende, actualmente, a 6.8 millones de familias, cuyos integrantes 
reciben apoyos en materia de educación, salud y alimentación. En el caso del 
componente educativo, se entregan becas según el grado escolar de la población 
de entre 6 y 22 años de edad. 

Entre las acciones orientadas a garantizar el acceso a todo el ciclo de edu-
cación obligatoria destacan aquellas dirigidas a adolescentes, jóvenes y adultos 
que han interrumpido su trayectoria escolar antes de finalizarla. Estas acciones se 
refuerzan a partir del momento en que se incluye a la escuela media superior en el 
ciclo obligatorio, lo cual genera la necesidad de ofrecer estrategias que permitan 
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completar este nivel a quienes no pudieron hacerlo. En este marco se inscribe, por 
ejemplo, Prepa en Línea-sep, que se cursa en 2 años (4 meses cada año), y cuenta 
con el apoyo de facilitadores y tutores. Otras estrategias que pueden considerar-
se en este punto son la Prepa Abierta y el Programa Especial de Certificación (pec). 

El Modelo Educación para la Vida y el Trabajo (mevyt) del inea es un ejemplo 
del tipo de iniciativas dirigidas a las personas mayores de 15 años. Este modelo 
ofrece una educación vinculada con temas y opciones de aprendizaje basados en 
las necesidades e intereses del estudiante. 

Para la población adulta, el inea lanzó la Campaña Nacional de Alfabetización 
y Abatimiento del Rezago —con la participación de cientos de miles de jóvenes 
en tareas de alfabetización y asesoría para apoyar a quienes se encuentran en 
situación de rezago— y el pec, el cual reconoce y certifica los saberes y competen-
cias que los adultos adquirieron de manera autodidacta o por experiencia laboral.

Un tema que tiene presencia significativa en la agenda pública de México es 
la situación de los jóvenes que ni estudian ni trabajan, denominados ninis. A más 
de 10 años de existencia de esta categoría en el debate sobre la política social 
en la región, existen al menos dos puntos respecto a los cuales hay cierto con-
senso. El primero es lo inconveniente que resulta definir a una persona —o a un 
colectivo— por lo que no hacen, o no son. En segundo lugar —y ante la evidencia 
obtenida— se sabe ya que este grupo está integrado en su mayoría por mujeres 
que permanecen en el hogar, desempeñando tareas domésticas o, fundamen-
talmente, tareas de cuidado. En México, de las 6 395 339 personas identificadas 
como ninis en 2016, poco más de seis millones se dedicaban al trabajo doméstico. 
A este universo nini está dirigido el programa Capacita T, que tiene como objetivo 
favorecer su inclusión mediante el desarrollo de competencias que le permitan 
integrarse de manera adecuada al mercado laboral.

Todas estas acciones buscan garantizar la educación a personas que viven en 
contextos de pobreza o marginalidad. Ahora bien, las barreras de acceso no sólo 
provienen de las desigualdades económicas. Otra fuente de exclusión del siste-
ma educativo es la persistencia de pautas discriminatorias en la dinámica de las 
instituciones escolares. Avanzar hacia un modelo de educación inclusiva significa, 
precisamente, la erradicación de estos mecanismos cotidianos de discriminación 
de personas que son tildadas de “diferentes” respecto a un modelo de alumno 
tradicional de referencia. 

Un grupo poblacional específico frente al cual los sistemas educativos han ido 
modificando su relación es, sin duda, el de las personas con discapacidad. Allí se 
fue dando el paso desde un paradigma de exclusión, en el que no tenían acceso al  
sistema educativo, hacia un modelo de inclusión educativa. La lge, en su artículo 
41, señala que la educación especial deberá incorporar “los enfoques de inclusión 
e igualdad sustantiva”. Agrega además que “Esta educación abarcará la capacita-
ción y orientación a los padres o tutores; así como también a los maestros y per-
sonal de escuelas de educación básica y media superior regulares que atiendan a 
alumnos con discapacidad, con dificultades severas de aprendizaje, de comporta-
miento o de comunicación, o bien con aptitudes sobresalientes” (lge, 2018). 
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El Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad 2014-2018 aborda en su objetivo 4 la necesidad de “Fortalecer la 
participación de las personas con discapacidad en la educación inclusiva y es-
pecial”, y propone que la estrategia 4.1 busque: “Impulsar políticas educativas 
inclusivas para favorecer el acceso, permanencia y conclusión de las personas con 
discapacidad en todos los tipos, modalidades y niveles” (dof, 2014). 

Con el objeto de incluir a las personas con discapacidad en escuelas de edu-
cación regular, existen las Unidades de Servicios de Apoyo a la Educación Regular 
(usaer). Estas unidades tienen por objeto apoyar a las escuelas de educación  
—en sus diferentes niveles y modalidades— en el proceso de inclusión de estos 
alumnos. Para los casos en que los procesos de inclusión en escuelas regulares no 
son posibles, existen los llamados Centros de Atención Múltiple (cam). 

Existen, además, los Centros de Recursos de Información para la Integración 
Educativa (crie), que son servicios de orientación sobre las opciones educativas 
y estrategias de atención para niñas, niños y jóvenes con necesidades educa-
tivas especiales (nee) prioritariamente asociadas con discapacidad o aptitudes  
sobresalientes. Hay dos programas específicos que están dirigidos a personas con  
discapacidad que desean acceder al nivel medio superior o a programas de 
formación para el trabajo. Ellos son los Centros de Atención para Personas con 
Discapacidad (caed) y el Programa de Oportunidades para el Empleo a través de la  
Tecnología en las Américas. 

El gobierno de la política educativa 

El gobierno del sistema educativo está compuesto por el conjunto de disposiciones  
legales y procedimientos que establecen, distribuyen y regulan las responsa-
bilidades de los organismos y actores en distintos aspectos que inciden en el  
funcionamiento global del sistema. En los términos planteados en este informe,  
gobernar al sistema educativo alude a la capacidad de los organismos responsables  
de cada foco de intervención para movilizar los recursos de Estado (financieros, 
políticos, logísticos, administrativos, comunicacionales, cognitivos, etcétera) que  
les fueron asignados en el sentido que establece el artículo 3° de la cpeum y la lge.

Los servicios de educación pública son impartidos y regulados por la sep, para 
el caso de la federación, y por los organismos responsables de la educación, en 
las entidades federativas. De conformidad con la lge, corresponde a la federación 
la función normativa de la educación básica y normal; definir lineamientos, planes 
y programas, en coordinación con las autoridades educativas locales; determinar 
el calendario escolar, y la elaboración y producción de libros de texto gratuitos, así 
como la planeación y evaluación nacional. 

Corresponde a las autoridades educativas locales la prestación de los ser-
vicios de educación inicial, básica, especial y normal, así como la capacitación, 
actualización y superación profesional de maestros de educación básica. 

Los municipios podrán promover y prestar servicios educativos de cualquier 
tipo y modalidad. Para el caso de la Ciudad de México, los servicios de educación 
básica y normal son atendidos por la sep. De esta manera, los servicios educativos 
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son otorgados por la federación (la sep y otras secretarías del Poder Ejecutivo), 
por los gobiernos estatales y municipales, por instituciones autónomas y por 
particulares. 

Además de la federalización de la educación básica, la sep ha transferido otros 
servicios a las autoridades locales: los servicios de profesional técnico ba-
chiller, del Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica (Conalep), los 
de bachillerato del sistema del Colegio de Bachilleres y telebachilleratos co-
munitarios. Para su operación se creó una figura jurídica denominada Orga-
nismos Descentralizados de los Gobiernos Estatales (odes), que operan con 
financiamiento federal y estatal. Con esta misma figura, se transfirieron tam-
bién los servicios de formación para el trabajo y los de educación superior. La 
expansión de estos servicios se realiza a partir de un esquema de coordina-
ción entre las autoridades locales y la federación. (sep, 2017a)

En relación con los recursos financieros que sostienen al sistema educativo, se 
observa que el Gasto Nacional en Educación (gne), que es de 1.2 billones de 
pesos, representa, según datos de 2015, aproximadamente 5.15% del Produc-
to Interno Bruto (pib) mexicano. Del gne, 45% corresponde al Gasto Federal en 
Educación Obligatoria (gfo). El gfo lo conforman los recursos financieros que la  
federación transfiere a las entidades federativas para el sostenimiento del 
sistema educativo en su tramo obligatorio. Si bien existen serias limitaciones  
metodológicas y administrativas para calcular los aportes que realizan los esta-
dos y municipios al total del gasto en educación, se estima que entre 78 y 82% de 
los recursos financieros que se destinan al sostenimiento del sistema educativo lo  
aporta la federación. Destaca que 82% del gfo se orienta a la educación básica 
(la eb concentra 83.4% de la matrícula). Resulta interesante destacar que el perfil 
del gasto correspondiente a los recursos programables y a los federalizados  
difiere sustantivamente: 25% del gfo lo constituyen los recursos programables; 
67% se destina a ems, mientras que en los recursos federalizados este tipo de 
educación representa sólo 2%. 



Parte 1  |  33

Los resultados de la política educativa

Tal como se señaló, en México hay casi un cuarto de millón de escuelas que abren 
sus puertas día a día, para que ingresen 31 millones de estudiantes y sus 1.6 mi-
llones de docentes. En las páginas anteriores pudo apreciarse que detrás de ese 
hecho cotidiano hay un conjunto de políticas curriculares que tienen por objeto 
definir el horizonte de aprendizajes sobre los que se debe trabajar en las aulas 
diariamente; se producen y distribuyen materiales didácticos y libros de texto, y 
se establecen criterios orientadores de la dinámica cotidiana de esas institucio-
nes. Hay un trabajo permanente de construcción y mantenimiento de edificios 
escolares, así como una inversión importante para dotarlos de servicios básicos 
y de conectividad. Existen también esfuerzos sustantivos orientados a preparar a 
los futuros docentes y a perfeccionar a quienes ya están frente al aula. Por último, 
como pudo apreciarse, México cuenta con mecanismos que buscan eliminar las 
barreras existentes para el acceso, la permanencia y los aprendizajes, en particular 
entre aquellos sectores más vulnerables. 

Todo este flujo articulado de bienes, servicios y transferencias tiene como 
propósito garantizar el derecho a la educación a las nuevas generaciones mexica-
nas. En la presente sección se analiza una serie de indicadores que permite apre-
ciar la situación en que se encuentran hoy niñas, niños, adolescentes y jóvenes 
en términos de su ejercicio del derecho a la educación. Esto es, cuántos pueden 
asistir regularmente a la escuela, cuántos logran graduarse, y en qué medida en su 
paso por las instituciones escolares logran apropiarse de los saberes propuestos 
en el marco curricular vigente. 

Si el conjunto de la política educativa analizada en este texto tiene como 
objeto garantizar el derecho a la educación en el ciclo obligatorio a niñas, ni-
ños y adolescentes en México, el sentido de analizar estos indicadores es lograr 
una aproximación a la efectividad de la política educativa. ¿En qué medida logra 
el sistema nacional de educación el cometido de incorporar plenamente a las 
nuevas generaciones? ¿Cuántos de los que ingresan llegan a completar el ciclo 
obligatorio? ¿Logran, en ese recorrido, apropiarse de los saberes que el currículo 
les propone? ¿Hay grupos que se ven más desfavorecidos que otros? ¿Logran las 
diferentes políticas implementadas reducir las brechas históricas en el acceso al 
conocimiento? Preguntas como estas son necesarias para identificar los aspectos 
de la política educativa de México que merecen ser consolidados, y aquellos que 
deben ser reorientados. 

Son muchos los informes y documentos que México produce para ofrecer 
respuesta a estas preguntas. En el ámbito del Estado, puede mencionarse la 
producción del inee —desde sus informes anuales hasta los estudios específicos 
que publica regularmente—, los informes y las estadísticas de la sep y el propio 
Informe de Gobierno de la Presidencia de la República. Es por ello que aquí sólo se  
seleccionan algunos indicadores que permitan una aproximación a primeras res-
puestas a la preguntas planteadas. 

Así, la tabla 2 muestra, en principio, qué porcentaje de niñas, niños y adoles-
centes asiste regularmente a la escuela. Puede verse que entre quienes tienen 
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edad de cursar el nivel primario (6 a 11 años), el acceso es casi universal. Este valor 
se reduce en poco más de cuatro puntos porcentuales entre quienes están en 
edad de cursar el nivel secundaria, y cae a poco menos de tres cada cuatro entre 
los que tienen entre 15 y 17 años. 

Tabla 2	 Tasas de asistencia escolar por grupos de edad, en México

Edad 1990 2000 2010 2015

3 a 5 años 71 77.7

6 a 11 años 89.4 94.2 95.9 97.7

12 a 14 años 78.6 85.3 91.2 93.3

15 a 17 años 49.6 55.2 67 73.2

Fuente: iipe-unesco con base en datos del inee (2018a). 

A partir de los datos de la tabla 2 se puede construir la tabla 3, que permite ver 
a qué velocidad se han ido modificando las tasas de asistencia escolar. Los datos 
representan las tasas anuales de variación de los niveles de escolarización. Como 
puede apreciarse, los incrementos más significativos en términos de escolarización  
se realizaron en los grupos de edad que corresponden al nivel preescolar y a la 
educación media superior (ems). Este incremento más alto puede ser interpretado 
como efecto de la decisión política de ampliar el ciclo de enseñanza obligatoria, 
incluyendo precisamente al nivel preescolar para 3 y 4 años, y a la educación 
media superior. Aun así, con las tasas de incremento más altas, siguen siendo 
los grupos de edad que en la actualidad tienen la asistencia escolar más baja; 
en tanto para las edades correspondientes al nivel primaria, la escolarización es 
casi universal (97.7%), y la del nivel secundaria es cercana (93.3%). En estos grupos 
de edad que corresponden al inicio y al final del ciclo obligatorio, cerca de 1 de 
cada 4 están desescolarizados. Esto es, habiendo existido un esfuerzo por redu-
cir las brechas de acceso entre los diferentes grupos de edad, persisten desafíos  
importantes.

Tabla 3	 Tasa de crecimiento anual acumulado de las tasas específicas de 
escolarización por grupos de edad, en México

Edad 1990-2000 2000-2010 2010-2015 1990-2015 2015

3 a 5 años 1.8% 77.7

6 a 11 años 0.5% 0.2% 0.4% 0.4% 97.7

12 a 14 años 0.8% 0.7% 0.5% 0.7% 93.3

15 a 17 años 1.1% 2.0% 1.8% 1.6% 73.2

Fuente: iipe-unesco con base en datos del inee (2018a). 
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La información difundida por el inee permite apreciar que estas tasas de asistencia 
no sólo son diferentes entre los distintos grupos de edad, sino que también se 
dan al interior de ellos. En primer lugar, es importante destacar las diferencias en 
el acceso a la escuela, según el tamaño de las localidades en que habitan. En el 
caso de niñas y niños de 3 a 5 años, y de 6 a 11 años, no se aprecian diferencias 
significativas. Luego, al aumentar las edades el acceso comienza a ser menor en 
la medida en que se reduce el tamaño de las localidades. Es importante señalar,  
tal como se desprende de la tabla 4, que estas desigualdades persisten aún cuando  
las tasas de crecimiento de los niveles de escolarización han sido más elevadas  
en las localidades más pequeñas. 
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Tabla 4	 Incremento anual de las tasas de escolarización y tasas de escolarización  
por grupos de edad, según variables sociodemográficas y socioeconómicas 
y seleccionadas. México, 2015

Grupos poblacionales

 3-5 años  6-11 años  12-14 años  15-17 años

2010-
2015

Tasa 
2015

1990-
2015

2010-
2015

Tasa 
2015

1990-
2015

2010-
2015

Tasa 
2015

1990-
2015

2010-
2015

Tasa 
2015

Población total

Nacional 1.8%  77.7 0.4% 0.4%  97.7 0.7% 0.5%  93.3 1.6% 1.8%  73.2 

Sexo

Hombres 1.7%  77.4 0.4% 0.4%  97.6 0.6% 0.4%  93.0 1.5% 1.9%  72.7 

Mujeres 1.9%  78.0 0.4% 0.4%  97.8 0.8% 0.5%  93.6 1.7% 1.7%  73.7 

Tamaño de localidad

Menos de 2 500 habitantes 2.2% 77.3 0.7% 0.4%  97.2 1.4% 0.7%  90.4 3.5% 2.7%  63.2 

2 500 a 14 999 habitantes 3.1%  79.2 0.4% 0.3%  97.7 0.8% 0.5%  92.8 1.8% 1.9%  71.4 

15 000 y más habitantes 1.3%  77.5 0.2% 0.4%  98.0 0.3% 0.3%  94.8 0.9% 1.4%  78.0 

Marginación

Baja  n.d.  n.d.  n.d. 0.4%  98.0  n.d. 0.4%  94.6  n.d. 1.5%  76.4 

Media  n.d.  n.d.  n.d. 0.3%  97.6  n.d. 0.5%  91.9  n.d. 2.4%  69.0 

Alta  n.d.  n.d.  n.d. 0.5%  96.6  n.d. 0.5%  88.8  n.d. 2.1%  62.0 

Condición de habla indígena

HLI 3.4%  75.5 1.1% 0.7%  95.9 1.4% 0.4%  86.8 2.8% 1.8%  56.7 

No HLI 1.8%  77.8 0.3% 0.4%  98.1 0.6% 0.5%  93.9 1.5% 1.8%  74.4 

Condición de discapacidad*

Con discapacidad 8.6%  70.8  n.d. 6.4%  88.7  n.d. 1.7%  72.1  n.d. 4.0%  55.8 

Sin discapacidad 1.8%  77.8  n.d. 0.2%  99.4  n.d. 0.4%  94.4  n.d. 2.3%  75.6 

Nivel de escolaridad del jefe del hogar

Sin instrucción 2.5%  70.9 0.7% 0.7%  94.3 1.0% 0.5%    84 2.2% 2.3%    53 

Básica incompleta 1.7%  73.1 0.3% 0.4%  97.3 0.5% 0.5%    90 1.1% 1.9%    63 

Básica completa 1.7%  77.3 0.1% 0.3%  98.5 0.1% 0.2%    96 0.3% 1.2%    77 

Media superior 1.8%  82.3 0.1% 0.3%  98.8 0.1% 0.2%    98 0.4% 0.7%    89 

Superior 1.3%  90.6 0.0% 0.3%  98.9 0.2% 0.2%    99 0.6% 0.5%    95 

Quintil de ingreso*

I 2.6%  74.9  n.d. 0.4%  98.5  n.d. 0.9%  89.8  n.d. 3.5%  63.9 

II 1.6%  74.8  n.d. 0.1%  99.1  n.d. 0.4%  94.1  n.d. 2.9%  72.9 

III 1.3%  76.6  n.d. 0.0%  99.3  n.d. 0.1%  94.0  n.d. 2.7%  75.7 

IV 1.7%  79.9  n.d. 0.6%  99.3  n.d. 0.3%  95.7  n.d. 1.5%  78.0 

V 2.1%  88.0  n.d. 0.0%  99.7  n.d. -0.1%  97.9  n.d. 1.1%  88.7 

Condición de pobreza*

Pobreza 2.1%  71.6  n.d. 0.2%  98.6  n.d. 0.5%  91.2  n.d. 3.0%  67.8 

Pobreza extrema 1.2%  57.9  n.d. 0.7%  97.0  n.d. -0.1%  77.5  n.d. 2.8%  48.4 

Pobreza moderada 1.8%  74.9  n.d. 0.0%  99.0  n.d. 0.2%  93.6  n.d. 2.3%  71.6 

Vulnerable por carencias 
sociales

2.5%  68.4  n.d. 0.5%  99.0  n.d. 0.3%  92.1  n.d. 2.3%  70.3 

n.d. No disponible.
*Datos a partir de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares 2010 y 2016.
Fuentes: inee. Cálculos con base en Censo de Población y Vivienda (1990, 2000 y 2010). Inegi; Encuesta Intercensal 
2015. Inegi; Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares. 2010 y 2016. Módulo de Condiciones 
Socioeconómicas. Inegi.
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Si se toma en consideración el nivel de marginación de las localidades, la 
conclusión es similar: las diferencias comienzan a hacerse visibles en las edades 
correspondientes al nivel secundaria, y se profundizan para quienes deberían es-
tar cursando la educación media superior, aunque en este caso las diferencias en 
el ritmo de crecimiento entre los diferentes niveles de marginalidad son menores. 

Las tendencias en la asistencia escolar entre los grupos indígenas y no indí-
genas son muy diferentes. Puede apreciarse que los ritmos de crecimiento de las 
tasas de asistencia son mucho más altas entre los primeros, en particular si se po-
ne la mirada en el largo plazo. Nuevamente, estos incrementos diferenciados pue-
den ser interpretados como el efecto de políticas que plantearon como meta la 
escolarización al ciclo obligatorio en las comunidades indígenas, y puede decirse 
que los resultados son positivos. Si bien persisten brechas en el acceso, éstas son 
relativamente bajas, aunque adquieren un valor que merece especial atención en 
la edad que comprende la educación media superior. Para quienes tienen entre 15 
y 17 años de edad hay una diferencia de escolarización de casi 18 puntos porcen-
tuales en detrimento de las comunidades indígenas, y allí se aprecia, además, una 
reducción del ritmo de crecimiento de la tasa de escolarización.

El caso de la escolarización de personas con discapacidad merece también 
ser destacado. La información disponible sólo permite apreciar los incrementos 
en su asistencia a la escuela en los últimos cinco años. En ese período, para cada 
uno de los grupos de edad, el ritmo de crecimiento de la escolarización es signi-
ficativamente superior al que corresponde a personas sin discapacidad. De todos 
modos, la meta de igualdad en el acceso todavía no se cumple: las desigualdades 
en edades correspondientes a la educación secundaria, y en especial a la educa-
ción media superior, son aún importantes. Cabe pensar que, si se mantiene este 
esfuerzo especialmente orientado a la escolarización de personas con discapaci-
dad, estas brechas se irían reduciendo en el corto plazo. 

Las desigualdades socioeconómicas entre las familias de las que provienen 
los estudiantes son un factor fundamental al momento de comprender las diferen-
cias en sus trayectorias educativas. El nivel de instrucción del jefe de familia es un 
modo muy adecuado de aproximarse a la situación de cada familia. Un adulto con 
baja escolaridad tendrá serias dificultades de acceder a un empleo que le permita 
generar ingresos aceptables. Pero, además, su baja escolaridad nos habla de su 
origen social, seguramente en los estratos más pobres de la sociedad. Por el con-
trario, una persona con un alto nivel educativo no sólo tiene más probabilidades 
de acceder a un buen ingreso monetario para su hogar, sino que además es muy  
probable que provenga de los sectores más acomodados de la escala social.  
En todos los grupos de edad, las tasas de escolarización disminuyen en la me-
dida en que baja la instrucción del jefe de hogar. Estas brechas, lógicamente, se 
amplían en los grupos de edad con más baja escolarización, es decir, al inicio y al 
final del ciclo escolar. Otros indicadores que reflejan el lugar de las familias en la 
estructura social, como el nivel de ingresos familiares o la situación de pobreza, 
reafirman estas tendencias. En todos los casos se aprecia que, al menos entre 
quienes tienen edad de cursar la educación media superior, tienen un incremento 
mayor de escolarización en la medida en que se desciende en la escala social. 
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Finalmente, es importante destacar que no se aprecian diferencias significativas 
en la asistencia escolar entre varones y mujeres. 

Tabla 5	 Tasas de abandono y eficiencia terminal por nivel o tipo educativo, México 
(2001-2002, 2007-2008, 2013-2014 y 2015-2016)

Indicador Nivel educativo 2001-2002 2007-2008 2013-2014 2015-2016

Tasas de abandono

Primaria 1.7 1.1 0.8 0.7

Secundaria 7.3 7.1 4.1 4.4

Media superior 16.9 16.3 15.3 15.5

Eficiencia terminal

Primaria n.d. 92.4 96.8 98.3

Secundaria 77.7 78.6 87.7 87.7

Media superior 57.2 58.9 63.2 65.5

n.d. No disponible.
Fuente: iipe-unesco con base en datos del inee (2018a). 

La tabla 5 muestra el incremento de las tasas de abandono en la medida en que se 
avanza en los niveles educativos, pero al mismo tiempo permite ver una reducción 
general de esas tasas en el tiempo, aunque de modo muy gradual. Asimismo, la 
eficiencia terminal, que señala la proporción de estudiantes que termina cada nivel 
en la edad teórica esperada, se va incrementando, aunque también lentamente.

La lentitud de los cambios es una alerta que deja la información hasta ahora 
analizada e invita a pensar que el proceso de expansión y mejora del funciona-
miento del sistema educativo se enfrenta cada vez más a dificultades estructurales 
que son parte de la dinámica económica y social del país. 

En La educación obligatoria en México. Informe 2018, el inee presenta dos 
tablas que sintetizan muy bien el panorama nacional en términos de aprendizajes 
de los alumnos del sistema educativo mexicano. La tabla 6 sintetiza la puntua-
ción promedio y el porcentaje de alumnos en cada nivel de logro en Lenguaje 
y Comunicación, en tercero de preescolar, tercero y sexto grado de la escuela 
primaria, tercero de la secundaria, y en el último grado de la educación media 
superior. 

Si se toma en cuenta el puntaje promedio nacional, se aprecia un valor de 513 
puntos en el nivel preescolar, que luego desciende y se estabiliza cerca de 500 
en el resto de los niveles hasta el final del ciclo. Esta caída en el promedio tiene  
su correlato en la proporción de estudiantes que queda en el nivel I de aprendiza-
jes, el menos favorable, que representa aprendizajes insuficientes. Sólo 6% queda 
en el nivel inicial, subiendo luego a valores cercanos al 30%. En sexto de primaria, 
la mitad de los estudiantes queda en dicha categoría. 
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Tabla 6	 Resultados de aprendizaje en Lenguaje y Comunicación en diferentes 
grados de la educación obligatoria en México

Grado Año de 
aplicación

Media 
nacional NI NII NIII NIV Grupos desfavorecidos

Tercero de preescolar 2011 513 6 42 34 17
Cursos comunitarios (56), 
preescolares generales 
públicos rurales (29)

Tercero de primaria 2014 504 29 48 21 3
Escuelas indígenas (56), 
escuelas generales públicas 
rurales (14)

Sexto de primaria 2015 500 50 33 15 3 Escuelas indígenas (76), 
cursos comunitarios (41)

Tercero de secundaria 2017 495 34 40 18 8 Secundaria comunitaria (85), 
Telesecundaria (50)

Último grado de ems 2017 500 34 28 29 9
Telebachillerato comunitario 
(59), Telebachillerato (49), 
dgeta* (32), Conalep (28)

*Dirección General de Educación Tecnológica Agropecuaria.
Fuente: iipe-unesco, con base en datos del inee (2018a). 

La misma tabla identifica los grupos que salen más desfavorecidos en estas eva-
luaciones. Ellos son la secundaria comunitaria (con un puntaje medio 85 puntos 
por debajo del promedio nacional), las escuelas indígenas de primaria (76 puntos), 
los cursos comunitarios del nivel escolar (56 puntos), la telesecundaria (50 puntos) 
y el telebachillerato (49 puntos). 

Por su parte, la tabla 7 repite la misma estructura en el modo de presentar la 
información, pero teniendo en cuenta en este caso los resultados de aprendizaje 
en las pruebas de Matemáticas. Aquí los resultados son más preocupantes, en 
particular si se tiene en cuenta el porcentaje de estudiantes que queda en el nivel I 
de aprendizajes. Desde sexto de primaria hasta el último grado de educación me-
dia superior más de 60% de los estudiantes queda en esta situación. Nuevamente, 
los grupos con más dificultades para aprobar esta prueba son quienes asisten a la 
secundaria comunitaria (81 puntos por debajo del promedio) y las escuelas indí-
genas primarias (62 puntos).
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Tabla 7	 Resultados nacionales de aprendizaje en Matemáticas en diferentes grados 
de la educación obligatoria en México

Grado
Año de 

aplicación
Media 

nacional NI NII NIII NIV Grupos desfavorecidos

Tercero de preescolar 2011 497 9 50 27 14 Cursos comunitarios (45), 
preescolares generales rurales (26)

Tercero de primaria 2014 519 19 37 31 13 Escuelas indígenas (33)

Sexto de primaria 2015 500 61 19 14 7 Escuelas indígenas (62), cursos 
comunitarios (22)

Tercero de secundaria 2017 497 65 22 9 5 Secundaria comunitaria (81), 
Telesecundaria (22)

Último grado de ems 2017 500 66 23 8 3

Telebachillerato comunitario (37), 
Conalep (26), Telebachillerato (24), 
dgeta (19), Bachillerato estatal  
dge-cge* (18)

*dge: Descentralizado del Gobierno del Estado; cge: Centralizado del Gobierno del Estado.
Fuente: iipe-unesco con base en datos del inee (2018a). 
Consideraciones finales.

Consideraciones finales

La información presentada en esta primera parte del estudio ofrece la posibilidad 
de llegar a primeras conclusiones, que se verán reforzadas o ampliadas en la si-
guiente sección, al analizar la situación educativa de México en el contexto regional. 

Un primer punto a destacar es la solidez del sistema educativo mexicano en 
funcionamiento. Los datos que dan cuenta de la estructura y el tamaño del siste-
ma educativo, en diálogo con los niveles de cobertura alcanzados —en particular 
en el nivel primaria—, ponen en evidencia el proceso de acumulación que se fue 
dando a lo largo de la historia, y que permite suponer la presencia de una ofer-
ta educativa en casi la totalidad del territorio. Como se apreciará en la próxima 
sección, México tiene un escenario adverso frente al cual universalizar su oferta: 
en principio, una demanda muy grande, debida el tamaño de la población y al 
peso que la niñez y adolescencia tienen en la estructura demográfica del país; en 
segundo lugar, una distribución de esa población a lo largo de un territorio muy 
heterogéneo, donde coexisten metrópolis gigantes con poblaciones muy disper-
sas en zonas rurales de muy difícil acceso. Sólo un proceso histórico continuo de 
acumulación y expansión de la oferta logra presencia universal en un escenario  
de esas características. Cabe suponer, a partir de la información analizada, que 
los problemas que tiene el sistema educativo nacional son más de calidad de la 
oferta (en su infraestructura o en sus dinámicas pedagógicas e institucionales) que 
de escasa presencia en territorio. Este es un dato importante, pues establece un 
piso más elevado desde el cual encarar las acciones necesarias para la mejora de 
los logros educativos en la población. 

En segundo lugar, el análisis de la información estructurada en torno a los 
diferentes focos de intervención —tal como se presentó— permite apreciar el 
esfuerzo que se realiza permanentemente para mantener vivo ese sistema edu-
cativo, tanto al garantizar su sostenimiento y reproducción como al promover 
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mejoras. Una parte importante de las acciones de política que se fueron descri-
biendo son parte de las actividades permanentes del sostenimiento del sistema. 
La ampliación, la mejora y el mantenimiento de la infraestructura o la formación 
de los docentes son expresiones de un devenir de las políticas educativas que fue 
madurando y se fue consolidando con el tiempo. 

Otra parte importante de las acciones que se contemplan en la agenda de 
educación se inscribe en lo que aquí se presentan como acciones de redireccio-
namiento de la política educativa. Son aquellas que buscan incidir en el funciona-
miento del sistema educativo, fortaleciendo su capacidad para dar respuesta a las 
nuevas demandas que emergen de la dinámica propia del país, así como dotando 
al sistema de mayor calidad y equidad en la prestación del servicio educativo. 
Parte de estas acciones de redireccionamiento están estructuradas en torno a la 
Reforma Educativa que entró en vigencia en 2013. 

Desde esta perspectiva, la Reforma Educativa no es la agenda de política 
educativa de México. La Reforma es un conjunto de acciones que se suman a una 
agenda ya vigente, que dialoga con el conjunto de la política educativa y con su 
historia, con el fin de reorientarla hacia un horizonte definido —plasmado en el 
artículo 3° constitucional— por la garantía del derecho a una educación de cali-
dad. Los sistemas educativos están en un permanente proceso de reorientación y 
ajustes. La particularidad de las reformas, como se señalará más adelante, radica 
en que a fin de avanzar en esos cambios se necesita modificar aspectos estructu-
rales del funcionamiento del sistema educativo. No es posible analizar en sí a la 
Reforma Educativa, sino en su capacidad de incidir sobre el flujo permanente de 
acción que define a la política educativa de México. 

Un tercer elemento es que la información analizada permite ver un sistema 
educativo que se transforma. La expansión de la cobertura, la reducción de bre-
chas en el acceso o la mejora en los indicadores de graduación son el resultado  
de decisiones de política educativa que se han ido tomando en el transcurso de  
las últimas décadas, y que han podido mejorar su funcionamiento. Si bien la  
inercia de los sistemas educativos tiende a ser grande, y más aún cuando son 
sistemas consolidados con una larga historia, lo que se puede apreciar es que los 
espacios de maleabilidad existen. Queda ver los efectos que tendrá en el futuro 
la última reforma. Los cambios estructurales de tal magnitud son procesos cuya 
efectividad nunca es inmediata y cuyo impacto se ve en el tiempo.

Por último, es importante tener presente que cada avance en el funciona-
miento del sistema educativo representa la conformación de un nuevo escenario 
cuyos próximos pasos son más difíciles. En la medida en que se van resolviendo 
problemas específicos, los que quedan son siempre de mayor complejidad. Ello 
se refleja, por ejemplo, en la creciente lentitud de los avances en los logros edu-
cativos. De allí se desprende una alerta respecto a la agenda futura de la política 
educativa, la cual debe abordar desafíos cada vez más complejos. Muchos de 
esos desafíos superan el ámbito de la política educativa, por lo que cada vez es 
más necesario incrementar los espacios de articulación con otras áreas de gobier-
no, para así poder franquear un eventual techo que podría encontrar la agenda 
educativa actual. 
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PARTE 2.
LA POLÍTICA EDUCATIVA  
DE MÉXICO EN EL CONTEXTO  
DE AMÉRICA LATINA

Introducción 

América Latina es una región sumamente heterogénea. Coexisten países gran-
des —en territorio y población— como México y Brasil, con otros mucho más 
pequeños, como Costa Rica o Uruguay. En términos de desarrollo económico y 
social, México forma parte, junto a Brasil, de las grandes economías del planeta, 
al mismo tiempo que se encuentra geográficamente muy cerca de países con un 
nivel de desarrollo mucho más bajo. Desde el punto de vista institucional, en la re-
gión coexisten países unitarios con un alto grado de centralización, otros que van 
avanzando en procesos graduales de descentralización, y tres países federales en 
los que habita más de la mitad de la población de la región, entre ellos México.

Es una zona con mucha riqueza y mucha pobreza. La desigualdad es un ras-
go común, por lo que la mayoría de los países que no son pobres posee pautas 
distributivas muy regresivas que llevan a la pobreza a un alto porcentaje de la po-
blación. Es además una zona de una gran riqueza cultural, en la que convergen las 
culturas de los pueblos originarios con las que se fueron integrando a lo largo de 
la historia: los afrodescendientes traídos durante el esclavismo, los migrantes que 
arribaron hace un siglo en el proceso de expansión de los proyectos nacionales y 
los migrantes recientes, efecto de los desplazamientos y la globalización. Son to-
dos países con una historia compartida, desde los orígenes en el período colonial, 
que convergen en la declaración de sus independencias, ocurridas todas en un 
lapso que se extiende en no más de tres lustros a inicios del siglo xix. 

Aun así, hay varios factores que unifican a la región, en particular a la hora 
de hacer un análisis del panorama educativo. En primer lugar, una mirada sobre  
las grandes definiciones de la política educativa permite afirmar que las decisiones  
que cada uno de los países toman se inscriben —de modo explícito o implíci-
to— en un debate regional. Se puede apreciar ello en al menos dos aspectos: 
los marcos normativos vigentes —sobre todo, la decisión de avanzar en la idea 
de la educación como un derecho humano fundamental— y las estructuras de 
los sistemas educativos. Estos dos elementos, estructurantes de los sistemas, 
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generan condiciones más que adecuadas para un diálogo regional, el cual  
se acentúa desde que todos los países han ido ratificando compromisos como lo 
fue en su momento el de Dakar, Jomtien o Incheon, y agendas como los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (odm), ahora los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) 
y la Agenda Educativa 2030 de la Organización de las Naciones Unidas (onu). 

Estos compromisos son globales, y cada país debe hacer una adecuación a 
su agenda particular. En el caso de América Latina, estos ajustes de los marcos 
globales a sus agendas educativas se dieron —y se siguen dando— en un ámbito 
de debate y diálogo permanente entre los equipos de los ministerios de la región, 
promovido por organismos y agencias internacionales, por las alianzas regionales 
entre países, e incluso por iniciativas de aquellos países con mayor liderazgo en 
la región. 

De este modo, es posible sostener que la política educativa de cada uno de 
los países se inscribe en un diálogo permanente con la de los otros países, con 
notables puntos de convergencia, aun en contextos tan diversos. 

El objeto de esta segunda sección es posicionar la situación educativa de 
México en dicho contexto regional. En la primera parte del estudio se hizo un 
mapeo de la política educativa de México, que permitió ver que hay una serie de 
aspectos del debate nacional que se inscriben en lo que son los grandes desafíos 
de la política educativa en América Latina. En esta segunda parte se busca poner 
a las políticas educativas mexicanas en diálogo con la situación regional y con sus 
agendas de políticas. 

En primer lugar, se presenta una serie de indicadores para el conjunto de los 
países de América Latina, los cuales permiten posicionar a México en términos de 
los desafíos que representa su contexto demográfico y socioeconómico, así como 
en sus principales logros educativos. 

Seguidamente, se toman seis aspectos que son nodales en el debate de la 
política educativa de México, y que también lo son en la gran mayoría de los paí-
ses de América Latina. Tres de ellos remiten a aspectos estructurales del sistema 
educativo y fundamentalmente a su gobierno: los marcos normativos, en particular  
las leyes generales de educación; el desafío del gobierno de la política educativa 
en países federales, y las principales reformas educativas de los últimos años. 

Otros tres temas se centran en aspectos parciales del conjunto de la actividad 
de Estado, que ocupan hoy un lugar central en las agendas: en primer lugar, la 
educación inicial, que se instala en el centro de la agenda tanto por ser declarada 
obligatoria desde los 3 años de edad, como por la relevancia que tiene hoy la pri-
mera infancia en las políticas sociales y educativas de la región; en segundo lugar, 
la educación secundaria; todos los países —incluyendo México— están abordan-
do profundos cambios en este nivel, al incorporarlo en el ciclo obligatorio, y en 
el marco de una agenda de inclusión educativa; por último, las evaluaciones de 
desempeño de los docentes, tema que cada vez más ocupa un lugar protagónico 
en el debate, enmarcado en el conjunto de acciones de Estado orientadas a incre-
mentar la calidad de los aprendizajes de los estudiantes. 
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La educación mexicana desde una mirada regional

Con el propósito de ofrecer un panorama sintético de la diversidad de situaciones 
que coexisten en la región y el lugar que ocupa México dentro de ella, se presenta 
a continuación un breve ejercicio que sistematiza información social y educativa 
sobre los países latinoamericanos. 

La estrategia adoptada es la presentación de una serie de gráficos de dis-
persión sobre un esquema bivariado, con algunas notas de interpretación. Esta 
estrategia visual se consideró la más adecuada para comunicar en pocas páginas 
los hallazgos de un análisis mucho más complejo, que se centra en modelos esta-
dísticos clasificatorios. Cabe señalar que los eventuales agrupamientos de países 
que se presentan en los gráficos cotejan y convalidan con análisis de cluster elabo-
rados previamente, en el proceso de interpretación de la información estadística 
disponible. 

La presentación de la información está organizada en dos grandes bloques. 
Por un lado, se presentan cinco gráficos que permiten ofrecer un panorama del 
contexto económico, demográfico y social en el cual se inscriben las políticas  
educativas. La idea que subyace a este primer bloque es que hay contextos más 
favorables que otros a la hora de desplegar y mantener en funcionamiento siste-
mas educativos que permitan garantizar a las nuevas generaciones el derecho a 
la educación. 

El segundo bloque está conformado por nueve gráficos en los que se mues-
tra información que permite visualizar el panorama regional en términos de acce-
so, permanencia y graduación en el sistema educativo, y desde el punto de vista 
de los aprendizajes obtenidos por el estudiantado en su paso por las aulas. 

a)	 Los contextos de la política educativa 

Hay diversos factores que definen lo que pueden ser contextos más adversos o 
más favorables frente al desafío de cada país de garantizar el derecho a la educa-
ción a su población. A continuación se presentan algunos indicadores demográfi-
cos y socioeconómicos que permiten visualizar la diversidad de situaciones en las 
que se inscriben las políticas educativas en los países de la región. 

El gráfico 1 permite apreciar que un rasgo propio de México es su tamaño.  
En el territorio mexicano habitan casi 125 millones de personas, número sólo supera- 
do en América Latina por Brasil, con una población algo superior a 200 millones  
de habitantes. El resto de los países de la región se diferencian claramente de 
estos dos gigantes, con poblaciones algo superiores a 40 millones (Colombia o 
Argentina) y los tres millones (Panamá y Uruguay). 

Paralelamente, México es un país que está en un nivel intermedio en el contex-
to regional en términos de transición demográfica, teniendo aún una proporción 
relativamente alta de niñas, niños y adolescentes respecto al total de la población. 
Una tendencia global en la transformación de la estructura de la población de 
cada país es la reducción relativa del número de niñas y niños, y el incremento del 
peso de los adultos mayores. México tiene 42 niñas y niños de hasta 14 años de 
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edad por cada cien personas de entre 15 y 65 años. Si bien no está entre los más 
altos de la región, existen países en América Latina, como Uruguay, Chile o Costa 
Rica, donde dicho valor es más cercano a 30. 

Gráfico 1	 Dependencia demográfica infantil, según la población total

Fuente: iipe-unesco con base en datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal, s.f.).

México ocupa, además, una situación intermedia en la región en términos de por-
centaje de población rural (gráfico 2). En cuanto a la presencia de población indí-
gena, se encuentra en la región en una situación intermedia. Lejos de casos como 
Guatemala y Bolivia, donde más de 40% de los habitantes son descendientes de 
pueblos originarios, comparte con Perú un porcentaje significativo. 

Así, de estos dos primeros gráficos ya se obtiene una primera imagen de 
México como un país con importantes desafíos a la hora de planificar una política 
de inclusión educativa y garantía de derechos: un número significativo de pobla-
ción, con una proporción alta de personas en la niñez o la adolescencia, geográfi-
camente dispersa, y con una gran diversidad cultural y lingüística. 



Parte 2  |  47

Gráfico 2	 Porcentaje de población indígena, según el porcentaje de población rural

Fuentes: iipe-unesco con base en datos de la cepal (s.f.) para porcentaje de población rural (2015) y el Centro 
Latinoamericano de Desarrollo (celade, s.f.) para porcentaje de población indígena (2010: Brasil, Costa Rica, 
Ecuador, México, Panamá, Uruguay y Venezuela; 2000: Bolivia, Guatemala, Perú, Nicaragua, Honduras, Paraguay, 
El Salvador, Colombia, Chile y Argentina).

En términos socioeconómicos, como se aprecia en el gráfico 3, México está entre 
los países que comparten el cuadrante de un pib per cápita alto —en términos re-
lativos para la región— y una distribución del ingreso no tan regresiva (partiendo 
de que, salvo Uruguay y El Salvador, son todos países con alto nivel de concentra-
ción de la riqueza).
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Gráfico 3	 Índice de Gini, según el PIB total anual por habitante a precios constantes 
(en dólares)

Fuentes: iipe-unesco con base en datos de la cepal (s.f.) para el pib total anual por habitante a precios constantes 
en dólares (2016) y Banco Mundial en el índice de Gini (2016: Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, República 
Dominicana, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay; 2015: Brasil y Chile; 2014: 
Guatemala y Nicaragua; 2006: Venezuela).

Ahora bien, el panorama se modifica si se toma en cuenta la proporción de po-
blación que vive en condiciones de pobreza. Según puede verse en el gráfico 
4, hay una correlación entre el nivel de ingreso de los países y la proporción de 
población pobre que vive en cada uno de ellos. Es lógico que en aquellos países 
con el más bajo nivel de producto per cápita los niveles de pobreza sean más 
elevados, y que en los más ricos la pobreza sea más baja. Sin embargo, México 
destaca en el cuadrante superior derecho del gráfico. Las líneas que atraviesan 
el gráfico representan la mediana de cada una de las variables allí representadas. 
Es decir, lo que el gráfico señala es que entre la mitad de los países con el ingreso  
per cápita más alto, México sobresale por ser el de mayor nivel de pobreza.  
Al mismo tiempo, se distingue porque, de entre la mitad de países con más po-
breza de la región, es el que tiene más altos ingresos.
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Gráfico 4	 Porcentaje de población en situación de pobreza, según el Producto Interno 
Bruto total anual por habitante a precios constantes (en dólares)

Fuentes: iipe-unesco con base en datos de la cepal (s.f.) para el pib total anual por habitante a precios constantes 
en dólares (2016) y para el porcentaje de población en situación de pobreza (2014: Brasil, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay; 2013: Chile, 
Honduras y Venezuela). En el caso de Nicaragua: Instituto Nacional de Información y Desarrollo (2016) y en el caso 
de Argentina: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos – Encuesta Permanente de Hogares (2017).

La imagen que se desprende del gráfico 3 pareciera incompatible con la del grá-
fico 4. En el primer caso, México se ubica entre los países con los productos per 
cápita más altos de la región y con un índice de desigualdad bajo en el mismo 
contexto y en el otro caso destaca por quedar posicionado en el cuadrante de 
las naciones con más alta pobreza entre las mejor posicionadas en términos de pib 
por persona. 

Hay países que con los índices de Gini más elevados tienen menos pobreza, 
lo cual permite deducir que, a pesar de tener una alta concentración de la riqueza, 
los sectores que se encuentran en la zona más baja de la escala social reciben un 
flujo de ingresos que permite que el tamaño de la pobreza sea menor. Éste es, por 
ejemplo, el caso de Chile.

En cambio a pesar de que México tiene un índice de Gini más bajo —lo cual 
hablaría de una pauta distributiva más equitativa—, posee una mayor proporción 
de personas en condiciones de pobreza, dato que alerta sobre un menor flujo de 
ingresos hacia los sectores más pobres. Se está ante una sociedad con una clase 
media y media baja de mayor presencia —que se expresa en un índice Gini más 
bajo—, y con una mitad inferior de la escala social con muy poca participación en 
la distribución del ingreso.
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En síntesis, México es un país que, dentro del contexto regional, enfrenta un 
escenario sumamente complejo para sostener en funcionamiento un sistema edu-
cativo universal y de calidad. Por un lado, el hecho de ser un país muy poblado, y 
con una proporción relativamente alta de niñas, niños y adolescentes dentro de su 
población, lo posiciona desde el punto de vista cuantitativo como un desafío de 
tremenda magnitud, sólo superado por Brasil. En segundo lugar, a mayor presen-
cia de población en zonas rurales, las dificultades para garantizar la oferta educati-
va incrementan, asimismo la existencia de comunidades indígenas significa siem-
pre un gran desafío para las políticas de inclusión y equidad. México, como pudo 
verse, queda en un lugar intermedio en ambos casos, por lo que se identifica un 
desafío importante. El panorama se torna más complejo cuando, además, el país 
destaca por su alto nivel de pobreza y por su pib per cápita. El sostenimiento y la 
mejora de una política educativa universal y de calidad es para México una tarea 
con un alto grado de dificultad en el contexto de la región. 

Esta complejidad del contexto en que se plantea la política educativa de 
México requiere seguramente de un mayor esfuerzo en términos financieros para 
ser afrontada. En ese sentido, como se muestra en el gráfico 5, México aparece en 
una situación más débil respecto al conjunto de los países de ingresos más altos. 
Incluso varios países de ingresos bajos dedican una porción mayor de su pib para 
financiar la educación. 

Gráfico 5	 Gasto público en educación como porcentaje del PIB, según el PIB total 
anual por habitante a precios constantes en dólares por país

Fuentes: iipe-unesco con base en datos de la cepal (s.f.) para el pib total anual por habitante a precios constantes en 
dólares (2016 excepto Venezuela 2014) y del Centro de Información para la Mejora de los Aprendizajes (cima-bid, 
s.f.) para el gasto público en educación como porcentaje del pib (2014: Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, Paraguay y Perú; 2012: Brasil; 2011: El Salvador, México; Panamá y Uruguay; 
2010: Nicaragua; 2009: Venezuela; 2007: República Dominicana).
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b)	 Los resultados de la política educativa en América Latina 

A continuación, se presenta información que permite posicionar a México en el 
contexto regional, a la luz de sus logros educativos. Para ello se tomarán algunos 
indicadores de acceso, permanencia y graduación, así como datos que permitan 
dar cuenta de los aprendizajes. 

En primer lugar, como se ve en el gráfico 6, México se posiciona en el cua-
drante de los países que logran mayor asistencia entre quienes tienen 4 o 5 años 
de edad y están en el nivel primaria. Para este último nivel, se tomó la tasa neta de 
escolarización, que representa la proporción de estudiantes entre quienes asisten 
al nivel en la edad adecuada y entre quienes pertenecen a ese mismo grupo de 
edad. Lo que se aprecia en el gráfico 6 es que son varios los países —y de muy 
diverso nivel de ingresos— que tienen una tasa neta superior a la de México. Al 
observar la alta tasa de escolarización en edades del nivel preescolar, se detecta 
un ingreso masivo a la escuela primaria y problemas de sobreedad o egreso tardío 
del nivel que afectan la tasa neta de escolarización. 

Gráfico 6	 Tasa neta de asistencia primaria, según la tasa de asistencia  
en 4 y 5 años de edad

Fuente: iipe-unesco con datos del cima-bid (s.f.). Datos de 2015 para todos los países, salvo Argentina, Honduras  
y México (2014) y Nicaragua (2012).
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El gráfico 7 muestra una correlación esperada entre las tasas netas de escolariza-
ción en el nivel secundaria y el de educación media superior, y permite ver que —
como tendencia general promedio— en la educación media superior el nivel cae 
cerca de 10 puntos porcentuales. En ese contexto, México muestra una tasa relati-
vamente alta en el nivel secundaria, y una caída más significativa que el promedio 
al pasar a la educación media superior, lo cual coloca al país en el sector inferior 
del gráfico. Aun así, del conjunto de indicadores se desprende que, desde una 
perspectiva regional, la situación de México es adecuada en términos de acceso y 
permanencia a lo largo de la educación obligatoria. Con una alta tasa de ingreso 
de niñas y niños al nivel preescolar, las tasas netas en primaria, secundaria baja y 
alta quedan siempre en el grupo de los países más altos. 

Gráfico 7	 Tasa neta de asistencia en secundaria alta, según la tasa neta de asistencia 
en secundaria baja*

*Coeficiente de correlación R de Pearso n= 0.865.
Fuente: iipe-unesco con base en datos del cima-bid (s.f.). Datos de 2015 para todos los países, salvo Argentina, 
Honduras y México (2014) y Nicaragua (2012). 

En conformidad con lo señalado, México queda bien posicionado en términos de 
graduación en ambos niveles. Es importante tener en cuenta que este país fue  
de los últimos en ampliar la obligatoriedad hasta finalizar el nivel medio superior, 
lo cual explica y justifica que la graduación respecto a la educación media supe-
rior no sea de las más altas de la región. 
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Gráfico 8	 Tasa de graduación de secundaria entre jóvenes de 18 a 20 años, según la 
tasa de graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años

Fuente: iipe-unesco con base en datos del cima-bid (s.f.). Datos de 2015 para todos los países salvo Argentina  
y México (2014) y Nicaragua (2012).

Los dos gráficos siguientes permiten ver los logros de los países en términos de 
graduación en los dos niveles, vis a vis su desarrollo económico. La tendencia se-
ñala que, en la medida en que las naciones tienen un producto per cápita mayor 
logran mejores niveles de graduación. En el nivel primaria, la proximidad de los 
países con la recta que marca la tendencia promedio es mayor, y México, muy cer-
ca de Argentina y Venezuela, queda por encima de la línea. Ello señala que la tasa 
de graduación de México es superior a la esperada según la tendencia regional. 
En el caso de la educación secundaria, que incluye la media superior, la situación 
es diferente, y coherente con lo señalado en el gráfico anterior: aproximadamente 
la mitad de los jóvenes de 18 a 20 años de edad no logró completar el nivel. 
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Gráfico 9	 Tasas de graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años, según 
el PIB total anual por habitante a precios constantes (en dólares)

Fuentes: iipe-unesco con base en datos de la cepal (s.f.) para el pib total anual por habitante a precios constantes  
en dólares (2016) y del cima-bid (s.f.) para la tasa de graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años. 
Datos de 2015 para todos los países, salvo para Argentina y México (2014) y Nicaragua (2012).
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Gráfico 10	Tasas de graduación de secundaria alta entre jóvenes de 18 a 20 años, según 
el pib total anual por habitante a precios constantes (en dólares)

Fuentes: iipe-unesco con base en datos de la cepal (s.f.) para el pib total anual por habitante a precios constantes en 
dólares (2016) y del cima-bid (s.f.) para la tasa de graduación de secundaria entre jóvenes de 18 a 20 años. Datos de 
2015 para todos los países, salvo para Argentina y México (2014) y Nicaragua (2012).

Por último, se presentan cuatro gráficos que permiten analizar la situación rela-
tiva de los países de la región cuando se incluye información que da cuenta de  
los logros de aprendizaje. Los dos primeros muestran la relación existente entre los 
niveles de graduación en el nivel primaria, y los resultados de las pruebas tomadas en  
sexto grado en Lectura (gráfico 11) y Matemáticas (gráfico 12). En ambos casos, los 
resultados son muy similares y México queda posicionado en el cuadrante superior 
derecho, donde —junto con Chile, Uruguay, Argentina, Colombia, Perú y Brasil— 
se ubican las naciones con altos niveles de graduación y desempeño en las pruebas 
de aprendizaje. 
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Gráfico 11	Puntaje promedio de Lectura en sexto grado (terce), según la tasa de 
graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años

Fuente: iipe-unesco con base en datos del cima-bid (s.f.) para resultados de terce en Lectura en sexto grado (2013) y 
para la tasa de graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años. Datos de 2015 para todos los países, 
salvo para Argentina y México (2014) y Nicaragua (2012).
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Gráfico 12	Puntaje promedio de Matemáticas en sexto grado (terce), según la tasa de 
graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años

Fuente: iipe-unesco con base en datos del cima-bid (s.f.) para los resultados de terce en Matemáticas en sexto grado 
(2013) y para la tasa de graduación de primaria entre niñas y niños de 12 a 14 años. Datos de 2015 para todos los 
países, salvo para Argentina y México (2014) y Nicaragua (2012).

Cuando se analiza la situación en el nivel secundaria, México se ubica en el cua-
drante que corresponde a los países con niveles más bajos de graduación de 
educación media superior —lo cual ya se señaló anteriormente— y con un alto 
promedio en los logros de aprendizaje en el contexto latinoamericano. Comparte 
este espacio con Costa Rica, Uruguay y Brasil cuando se toman en cuenta los lo-
gros en Lectura, y con Costa Rica, Uruguay y Perú en Matemáticas. 
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Gráfico 13	Puntaje promedio de Lectura (PISA), según la tasa graduación en secundaria 
entre jóvenes de 18 a 20 años

Fuente: iipe-unesco con base en datos del cima-bid (s.f.) para los resultados de pisa en Lectura. Datos de 2015 para 
todos los países, salvo Argentina (2012) y Panamá (2009). También para la tasa de graduación de secundaria entre 
jóvenes de 18 a 20 años. Datos de 2015, para todos los países, salvo para Argentina y México (2014) y Nicaragua 
(2012).
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Gráfico 14	Puntaje promedio de Matemática (pisa), según la tasa graduación  
de secundaria entre jóvenes de 18 a 20 años

Fuente: iipe-unesco con base en datos del cima-bid (s.f.) para los resultados de pisa en Matemáticas. Datos de 2015 
para todos los países, salvo Argentina (2012) y Panamá (2009). También para la tasa de graduación de secundaria 
entre jóvenes de 18 a 20 años. Datos de 2015 para todos los países, salvo para Argentina y México (2014) y 
Nicaragua (2012).

Como se ha dicho, el panorama educativo que se observa en México —en el 
contexto de América Latina— es complejo. Por un lado, es un país que enfrenta 
un escenario difícil, debido a aspectos demográficos tales como el tamaño de la 
población, el peso de habitantes en edad escolar, su dispersión en el territorio y 
la diversidad cultural mexicana. 

Se suma a ello el hecho de que, si bien es un país con un pib per cápita que 
—desde un punto de vista regional— no es bajo, una alta proporción de su po-
blación vive en condiciones de pobreza. Por último, la complejidad del escenario 
exige el máximo esfuerzo para garantizar una educación universal y de calidad; sin 
embargo, la inversión educativa —expresada como porcentaje del pib— no es de 
las más altas de la región. 

Los indicadores educativos posicionan a México entre los países con mejores 
logros en términos de acceso, permanencia, graduación y aprendizajes. Si bien 
la graduación del nivel medio superior es aún relativamente baja comparada con 
otros países latinoamericanos, es importante tener en mente —como ya se ade-
lantó— que México fue uno de los últimos que lo incorporó al ciclo obligatorio. 

Ahora bien, quedan aquí algunas interrogantes que, de contarse con mejor 
información en la región, merecerían ser analizadas: por un lado, el lugar que ocu-
pa México en términos de desigualdades educativas; por el otro, la velocidad con 
la que los indicadores avanzan hacia un horizonte de universalización en el acceso 
y los aprendizajes.
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Las leyes generales de educación en América Latina4

Todos los países de la región cuentan con leyes generales de educación que esta-
blecen el marco de las políticas educativas, sus principios y sus grandes lineamien-
tos. En muchos casos, estas leyes van acompañadas por otras complementarias 
orientadas a regular aspectos específicos del funcionamiento de los sistemas edu-
cativos —como su financiamiento, la formación de sus docentes o la dinámica de  
la educación superior— o decretos que agregan precisiones en temas tales  
como la duración del calendario escolar o de los ciclos de obligatoriedad. Aun así, 
las leyes generales son rectoras de la dinámica que tienen las prácticas educativas 
en cada país, y definen las obligaciones de los Estados en torno a la educación de 
sus ciudadanos. 

Coexisten leyes nuevas, de reciente entrada en vigor, con otras que tienen 
más de 50 años de vigencia. Durante la década de los años noventa se sancionaron 
12 leyes de educación. Las reformas educativas que tuvieron lugar en ese entonces 
se enmarcaron, en gran medida, en los lineamientos presentes en ese momento 
del debate político, fuertemente orientados a la conformación de una sociedad 
cuya dinámica se centró en el mercado, y donde la formación de recursos humanos 
para la producción era un objetivo fundamental de los sistemas educativos. 

La crisis de las políticas económicas y sociales aplicadas en la década de los 
años noventa instaló, ya en este siglo, un nuevo debate en el cual se reabre un es-
pacio de reflexión sobre el rol del Estado en relación con la dinámica económica y 
social de un país, y en el cual se rescata una concepción de la educación como un 
derecho humano fundamental. En este contexto, los diferentes organismos inter-
nacionales y las organizaciones de la sociedad civil que se apropiaron de las ban-
deras de los derechos pudieron incidir de modo más contundente en el debate 
educativo regional, influencia que se percibe en los textos normativos elaborados 
desde entonces. 

En este nuevo marco se sancionan nueve leyes nuevas. Cuatro de ellas —las 
de Argentina, Bolivia, Chile y Venezuela— reemplazaron las dictadas en la década 
de los noventa. Las más recientes son la de Bolivia, Honduras y Ecuador, que fue-
ron sancionadas en esta última década. Hubo además modificaciones recientes a 
las normas vigentes: algunas de menor alcance —como fue el caso de Argentina, 
que mediante una ley complementaria incluye la Sala de cuatro años en el ciclo de 
educación obligatoria—; y otras, en cambio, con grandes implicaciones políticas 
y sociales —como en Chile, que también con una ley complementaria modifica 
aquellos aspectos de la Ley General de Educación que, ante la existencia del lu-
cro por parte de los sostenedores de establecimientos educativos, permiten a 
las escuelas seleccionar a sus alumnos y establecen la vigencia del copago co-
mo fuente de financiamiento de los establecimientos escolares—. La Ley General 

4	 Esta sección se nutre de los hallazgos del estudio Las leyes generales de educación en América Latina. El derecho 
como proyecto político, realizado por el iipe-unesco, en Buenos Aires, y la Campaña Latinoamericana por el Derecho 
a la Educación (clade) en 2015.
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de Educación de México, publicada en 1993, ha tenido sucesivas modificaciones 
anuales, siendo la última en 2017 (tabla 8). 

El hecho de que casi la mitad de los países de la región tenga leyes nacidas 
en los últimos 15 años pone la luz sobre dos cuestiones que son de suma relevan-
cia. Por un lado, evidencia la permanencia de un debate intenso y rico sobre los 
alcances y contenidos del derecho a la educación en la región, así como sobre la 
capacidad que tienen los actores que son protagonistas de ese debate de incidir 
en el campo de las políticas públicas a través de los textos normativos. Por el otro, 
nos señala que una parte importante de la ciudadanía latinoamericana está en 
contextos educativos que se rigen por principios que expresan, de modo integral, 
los diferentes compromisos que implica asumir a la educación como un derecho 
humano fundamental.

Tabla 8	 Leyes generales de educación, actualmente vigentes, en los países  
de América Latina, y sus respectivas fechas de publicación y de última 
modificación 

País Nombre de la ley de educación

Año

Publicación Última 
modificación

Panamá Ley 47/1946 Ley Orgánica de Educación 1946 1995

Costa Rica Ley 2160 Ley Fundamental de Educación 1957 2001

Guatemala Decreto Legislativo 12/1991 Ley de Educación 
Nacional 1991 n/c

México Ley General de Educación/1993 1993 2017

Colombia Ley 115/1994 Ley General de Educación 1994 2013

Brasil Ley 9394 Directrices base de la Educación 
Nacional 1996 2015

El Salvador Decreto 917/1996 Ley General de Educación 1996 2011

República Dominicana Ley 66/1997 Ley General de Educación 1997 n/c

Paraguay Ley 1264/1998 Ley General de Educación 1998 n/c

Perú Ley 28044/2003 Ley General de Educación 2003 2012

Argentina Ley 26206/2006 Ley de Educación Nacional 2006 2015

Nicaragua Ley 582/2006 Ley General de Educación 2006 2014

Chile Ley 20370/2009 Ley General de Educación 2009 2010

Uruguay Ley 18437/2009 Ley General de Educación 2009 2012

Venezuela G.O. 5929/2009 Ley Orgánica de Educación 2009 n/c

Bolivia Ley 70/2010 Ley de Educación 2010 n/c

Honduras Decreto 262/2011 Ley Fundamental de Edu-
cación 2011 n/c

Ecuador Registro Oficial 417/2011 Ley Orgánica de 
Educación Intercultural 2011 2016

Fuente: iipe-unesco, a partir de su base de políticas y normativas (siteal-iipe-unesco, s.f.).
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a)	 La educación como un derecho, el Estado como garante

Un primer hallazgo al que se llega tras la lectura de las leyes de educación actual-
mente vigentes en la región es que, de un modo u otro, todas hacen referencia a la 
educación como un derecho. Sin embargo, hasta avanzada la década de los años 
noventa, dichas referencias suelen ser más acotadas e imprecisas. La Ley Funda-
mental de Educación de Costa Rica, por ejemplo, señala que “Todo habitante de 
la república tiene derecho a la educación” (1957); la Ley de Educación Nacional 
de Guatemala señala que “Es un derecho inherente a la persona humana” (1991).

Las leyes que se fueron sancionando desde inicios del nuevo siglo aportan 
mayores precisiones a los alcances de la educación como derecho humano. Así, 
Perú señala en su ley que “La educación es un derecho fundamental de la perso-
na y de la sociedad. El Estado garantiza el ejercicio del derecho a una educación  
integral y de calidad para todos y la universalización de la Educación Básica.  
La sociedad tiene la responsabilidad de contribuir a la educación y el derecho  
a participar en su desarrollo” (Ley General de Educación, 2003). 

Argentina indica que “La educación y el conocimiento son un bien público 
y un derecho personal y social” (Ley de Educación Nacional, 2006), y la ley de 
Nicaragua amplía esta definición al señalar que “La educación es un derecho hu-
mano inherente a todas las personas sin distingos de edad, raza, creencia política 
o religiosa, condición social, sexo e idioma” (Ley General de Educación, 2006).

La ley de Venezuela destaca que “La educación es un derecho humano y un 
deber social fundamental concebida como un proceso de formación integral, gra-
tuita, laica, inclusiva y de calidad, permanente, continua e interactiva, promueve  
la construcción social del conocimiento, la valoración ética y social del trabajo,  
y la integralidad y preeminencia de los derechos humanos, la formación de nuevos 
republicanos y republicanas para la participación activa, consciente y solidaria en 
los procesos de transformación individual y social, consustanciada con los valo-
res de la identidad nacional, con una visión latinoamericana, caribeña, indígena,  
afrodescendiente y universal” (Ley Orgánica de Educación, 2009). 

Por último, Ecuador en su ley establece que “La educación es un derecho 
humano fundamental garantizado en la Constitución de la República y condición 
necesaria para la realización de los otros derechos humanos. Son titulares del de-
recho a la educación de calidad, laica, libre y gratuita en los niveles inicial, básico 
y bachillerato, así como a una educación permanente a lo largo de la vida, formal 
y no formal, todos los y las habitantes del Ecuador” (Ley Orgánica de Educación 
Intercultural, 2011).

Cada vez que los Estados ratifican los instrumentos internacionales relativos 
a los derechos humanos, se comprometen, sea cual fuere el gobierno que ejerza 
el poder, a garantizar el pleno ejercicio de los derechos consignados en esos ins-
trumentos. La lectura de las leyes generales de educación permite concluir que 
en la región la función de garante del derecho a la educación del Estado está 
expresada de tres modos diferentes, que se corresponden con momentos que se 
sucedieron en el tiempo. 
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En una primera etapa no se hace referencia explícita a la idea de que el 
Estado debe ser garante del derecho a la educación. Corresponde a las leyes 
más antiguas, donde se encuentran expresiones más imprecisas, como el caso de  
la ley de Costa Rica, donde se enuncia que “El Estado [tiene] la obligación  
de procurar ofrecerla en la forma más amplia y adecuada” (Ley Fundamental de 
Educación, 1957). De todos modos, la mayoría de los textos pronuncia enunciados 
que establecen un compromiso más explícito por parte del Estado, apelando, por 
ejemplo, al adjetivo “indeclinable”. Así, la ley de Nicaragua señala que “El Estado 
tiene frente a este derecho la función y el deber indeclinable de planificar, finan-
ciar, administrar, dirigir, organizar, promover, velar y lograr el acceso de todos los 
nicaragüenses en igualdad de oportunidades” (Ley de Educación Nacional, 1991).

Recién en la década de los años noventa aparece de forma explícita la noción 
de garantía del derecho a la educación. La ley de Paraguay establece que “El 
Estado garantizará el derecho de aprender y la igualdad de oportunidades de ac-
ceder a los conocimientos y a los beneficios de la cultura humanística, de la ciencia 
y de la tecnología, sin discriminación alguna” (Ley General de Educación, 1998). 
Lo hacen también Argentina, al decir que “La educación y el conocimiento son un 
bien público y un derecho personal y social, garantizados por el Estado” (Ley de 
Educación Nacional, 2006); República Dominicana “Son también obligaciones del 
Estado, en lo relacionado con la tarea educativa: a) Otorgar especial protección 
al ejercicio del derecho a la educación y a la libertad de enseñanza; b) Garantizar 
y fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades” (Ley 
General de Educación, 1997) y Uruguay, “El Estado garantizará y promoverá una 
educación de calidad para todos sus habitantes, a lo largo de toda la vida, facili-
tando la continuidad educativa” (Ley General de Educación, 2009).

Los textos de Ecuador y de Brasil ponen en evidencia que desde el punto de 
vista regional se cuenta con dos parámetros muy claros que enriquecen el debate 
en torno a qué implica entender la educación como un derecho humano. Ecuador 
operacionaliza la noción de garantía, proponiendo a detalle los alcances de dicha 
función, y Brasil suma a esa clara descripción de obligaciones estatales la idea de 
que ellas son exigibles. Si bien la exigibilidad es un recurso que atraviesa al con-
junto de los países de la región —un derecho es derecho si es exigible—, Brasil es 
el único país que lo expresa de forma explícita en su ley. 

b)	 El sentido de la educación

A la hora de definir el sentido de la educación, hay un conjunto de enunciados 
que está presente en la mayoría de las leyes de los países de la región: ofrecer una 
educación que promueva la protección del medio ambiente, los valores democrá-
ticos, el estímulo de una conciencia crítica, los derechos humanos, la consolidación 
de una identidad nacional, la difusión de la herencia cultural y la propia historia, 
el apego a la ley, el sentido de justicia, o la paz. Se suman a ellos otros fines que 
ponen el énfasis en el sujeto y proponen su pleno desarrollo como persona, o la 
promoción de su salud física y mental. De un modo u otro, estos principios y valo-
res están presentes en la mayoría de las leyes y proveen en cada caso, una noción 
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de educación que implica un desafío sustantivo, en particular a la hora de avan-
zar en el diseño curricular o en las prácticas institucionales. También atraviesan al 
conjunto de la región otros enunciados que aparecen con menos énfasis, o más 
desdibujados. Entre ellos pueden mencionarse la promoción del sentido estético, 
el trabajo como un valor, la conformación del sujeto como un ser productivo y la 
promoción de la convivencia. 

Desde mediados de la década pasada pueden encontrarse, entre los fines de  
la educación, la promoción de la no discriminación, la protección y el cuidado  
de las personas, el desarrollo de la nación y la libertad. En esta segunda década del  
siglo actual se incluyen, además, consolidar como valores la autodeterminación  
de los pueblos, la promoción de los derechos sexuales y reproductivos, y el fomento  
de la cosmovisión de los pueblos originarios, a través del concepto del buen vivir. 

c)	 La estructura de los sistemas educativos

El análisis de la normativa vigente permite señalar, en principio, que todos los 
países presentan una caracterización de la oferta a partir de una estructura de ni-
veles, muy similar en todos los casos. Todas las leyes se refieren al nivel preescolar 
o parvulario, así como en los niveles primaria y de secundaria. Si bien en algunos  
casos su mencion hace referencia a que la educación superior se rige a partir de los  
lineamientos definidos en normas complementarias (como por ejemplo Argentina),  
suelen aparecer las referencias a un nivel superior universitario o no universitario, 
e incluso, como ocurre en la ley mexicana, se mencionan alude a los niveles de 
maestría o doctorado. 

Ahora bien, esta arquitectura institucional basada en una sucesión de niveles, 
desde el inicial hasta la finalización del nivel medio superior —e incluso el nivel 
superior— nos habla de lo que las diferentes leyes definen como educación for-
mal. Pero, además, casi la totalidad de los textos normativos promueve sistemas 
paralelos o alternativos, que son presentados como no formales e informales. 

La presencia de una educación no formal se inscribe, en la mayoría de los 
casos, entre las estrategias para garantizar una educación para toda la vida, como 
lo señala claramente la ley de Uruguay. Otros países, como Colombia, incorporan 
en este esquema, además de la educación no formal, la informal: por un lado, y de 
modo similar a Uruguay, encuadra dentro de la educación no formal instituciones 
en las que se podrán ofrecer “Programas de formación laboral en artes y oficios, 
de formación académica y en materias conducentes a la validación de niveles y 
grados propios de la educación formal, definidos en la presente Ley” (Ley General 
de Educación, 2009). La educación informal, en cambio, abarca otros ámbitos, co-
mo los medios de comunicación. En la misma línea, República Dominicana y Chile 
también proponen un esquema que diferencia la educación formal, la no formal 
y la informal. 

En el caso de Bolivia se apela a una estructura en la cual se acude a criterios 
que, en los demás países, se cubren con la definición de las modalidades. En 
general, éstas apuntan a abordar, mediante formatos de oferta específica, la in-
clusión de personas que se encuentran en situaciones que implican una limitación 
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para cursar en el esquema conformado por la oferta general o regular. Así, apare-
cen modalidades como las “escuelas de alternancia, enseñanza libre y educación 
a distancia”, orientadas a resolver situaciones en las que no es posible la asistencia 
regular a un establecimiento educativo (Guatemala), educación campesina y rural 
(Paraguay), Fronteras (Venezuela), o la educación intercultural bilingüe, más exten-
dida en la región. 

En síntesis, a través de diferentes recursos, cada uno de los países propone, 
en sus normas, estrategias orientadas a garantizar la disponibilidad de una oferta 
universal. En principio, esto se lleva a cabo a través de un sistema definido como 
formal en la mayoría de los países, estructurado en una serie de niveles cuyo reco-
rrido configura el ciclo obligatorio de escolarización. Paralelamente, se desarrolla 
mediante la promoción de una oferta no formal, e incluso asumiendo como parte  
de la estrategia educativa la incorporación de aquellas prácticas educativas  
que se describen como informales. Por último, se aborda al generar estrate- 
gias diversas, expresadas en las distintas modalidades, que buscan lograr que  
dicha oferta disponible sea, además, accesible. 

d)	 Erradicación de barreras al acceso, permanencia y graduación

La disponibilidad de una institucionalidad constituye una condición necesaria pa-
ra asegurar que todas y todos puedan ejercer el derecho a la educación, pero no 
es suficiente. La segunda condición es que nadie tenga algún tipo de limitación 
para acceder a esa oferta educativa, y para ello las instituciones y los programas 
de enseñanza han de ser accesibles, sin discriminación. 

Salvo Colombia, todos los países plantean en sus leyes generales de educa-
ción —y de diferente modo— la gratuidad de la oferta como una obligación de 
los Estados. De cualquier modo —como ya se advirtió anteriormente—, las leyes 
generales de educación no son las únicas que regulan las prácticas educativas: la 
constitución nacional consagra la gratuidad de la educación, y la normativa com-
plementaria a la ley general de educación explicita claramente la eliminación de 
todo tipo de cobro complementario en escuelas estatales.

Más allá del no pago de matrícula, la ley de Costa Rica indica que corres-
ponde al Estado otorgar “Bolsas de estudio, becas, créditos educativos y otros 
beneficios que la ley determine” (Ley Fundamental de Educación, 1957); la de Perú 
señala que “En la Educación Inicial y Primaria se complementa obligatoriamente 
con programas de alimentación, salud y entrega de materiales educativos” (Ley 
General de Educación, 2003). Finalmente cabe agregar que Costa Rica y Chile 
contemplan el subsidio a escuelas privadas como estrategia para ofrecer una edu-
cación gratuita. 

La mayoría de las leyes promueve un sistema educativo que parte del recono-
cimiento de su inscripción en sociedades multiculturales y diversas, y del énfasis en 
la plena vigencia del principio de no discriminación, el respeto a las individualida-
des y la diversidad. En algunos casos, como la ley de Argentina, se hace referencia 
explícita a la no discriminación. La de Uruguay, por su parte, propone transformar 
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“los estereotipos discriminatorios por motivos de edad, género, raza, etnia u orien-
tación sexual” (Ley General de Educación, 2009).

Otros países destacan que los sistemas educativos se inscriben en socie-
dades pluriculturales. En Guatemala, por ejemplo, se sostiene que la educación  
“Se define y se realiza en un entorno multilingüe, multiétnico y pluricultural  
en función de las comunidades que la conforman” (Ley de Educación Nacional, 
1991), mientras que en Bolivia se indica que “Es intracultural, intercultural y pluri-
lingüe en todo el sistema educativo” (Ley de Educación, 2010). 

Una de las estrategias desde las cuales se pretende afrontar el desafío de edu-
car en sociedades pluriculturales es la habilitación de otras lenguas como soporte 
de las actividades escolares. La ley de Guatemala dicta que “La educación en  
las lenguas vernáculas de las zonas de población indígena, será preeminente  
en cualesquiera de los niveles y áreas de estudio” (Ley de Educación Nacional, 
1991), en tanto la de Brasil destaca que la enseñanza fundamental puede ser im-
partida en lengua no portuguesa, es decir, en la lengua propia de las comunida-
des étnicas.

Al analizar en párrafos anteriores las modalidades en torno a las cuales se 
estructuran los sistemas educativos, se señaló que una de ellas es la educación 
intercultural bilingüe. Esta modalidad implica, en la mayoría de los casos, un  
desafío más ambicioso: no sólo se recurre a la educación bilingüe como modo de 
erradicar las barreras idiomáticas, sino que se promueve, además, una integración 
de cosmovisiones.

e)	 Los derechos en la educación

El derecho humano a la educación se hace efectivo si los Estados son capaces 
de garantizar no sólo el acceso a una educación de calidad, sino también que el 
proceso de enseñanza y aprendizaje se lleve a cabo en un ámbito en el cual estén 
garantizados y tengan plena vigencia todos los derechos de los diferentes actores 
de la comunidad educativa. Entre ellos cabe destacar el derecho a la libertad de 
expresión, pensamiento, conciencia y religión; a reunirse con amigos; al respeto 
de su vida privada, y al acceso a la información de diversas fuentes. Se suman  
el derecho a estar protegido contra toda forma de violencia, perjuicio, abuso, 
descuido o trato negligente; el derecho a conocer y apreciar su propia cultura, 
lengua o religión; el derecho al descanso, al juego, al esparcimiento y a desarrollar 
actividades recreativas, así como a participar en la vida cultural y en las artes. 

Además, niñas y niños tienen —a partir de la Convención Internacional sobre 
los Derechos del Niño (cdn)— derecho a expresar su opinión sobre todos los as-
pectos relativos a su educación, teniéndose debidamente en cuenta dicho juicio 
en función de su edad y su madurez. Este derecho aplica a todos los aspectos 
de su educación y tiene profundas consecuencias en su situación dentro del sis-
tema educativo. Los derechos de participación no son válidos únicamente en las  
relaciones pedagógicas en el aula, sino también en toda la escuela, así como en  
la elaboración y aplicación de las leyes y políticas pertinentes. 
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La normativa vigente promueve, a través de sus artículos, el ejercicio del 
derecho de los estudiantes a asociarse y participar en las decisiones en el esta-
blecimiento educativo al que asisten. Así, en su artículo 39 la ley de Guatemala 
destaca el derecho a “Organizarse en asociaciones estudiantiles sin ser objeto de 
represalias” (Ley de Educación Nacional, 1991). En el mismo artículo se especifica 
que tienen derecho a participar en todas las decisiones que tome la comunidad 
educativa. 

En Venezuela, la ley señala que “En las instituciones y centros educativos en  
los diferentes niveles y modalidades del Sistema Educativo se organizarán consejos 
estudiantiles, sin menoscabo de otras formas organizativas, destinadas a promover  
la formación de ciudadanos y ciudadanas mediante la participación protagónica y 
corresponsable del estudiantado, tomando en cuenta las especificidades de cada 
nivel y modalidad” (Ley Orgánica de Educación, 2009). Los alcances de este de-
recho a organizarse y participar son más explícitos en la ley de Ecuador, donde se  
enfatiza que los estudiantes tienen derecho a “Ejercer activamente su libertad  
de organización y expresión garantizada en la Constitución de la República, a parti-
cipar activamente en el proceso educativo, a ser escuchados y escuchadas, a que su 
opinión sea considerada como parte de las decisiones que se adopten; a expresar  
libre y respetuosamente su opinión y a hacer uso de la objeción de conciencia de-
bidamente fundamentada” (Ley Orgánica de Educación Intercultural, 2011). 

En las disposiciones generales de la ley de educación de Bolivia se pro-
mueven estos derechos, pero se restringe su alcance cuando se establece que  
“El Estado reconoce la participación de las organizaciones estudiantiles en la  
defensa de sus derechos, según reglamento específico. Se exceptúa de este derecho  
a los estudiantes de los institutos militares y policiales por encontrarse sujetos a 
régimen especial y normativa específica” (Ley de Educación, 2010).

Algunas leyes, aparte de proclamar estos derechos, avanzan en definir con 
mayor nivel de detalle las formas de regulación de su ejercicio. En Colombia y en 
República Dominicana, por ejemplo, la ley no sólo promueve el derecho a organi-
zarse y a participar, sino que también ayuda en precisiones cuando señala la forma 
de representación de los estudiantes en los consejos directivos de las escuelas. 

Pocas leyes explicitan derechos de los estudiantes que vayan más allá de los 
de asociación y participación. La ley de Perú lo hace al mencionar —además de 
los derechos referidos— “los demás derechos y deberes que le otorgan la ley y los 
tratados internacionales” (Ley General de Educación, 2003). Esto es, a través de 
este enunciado explicita la plena vigencia del conjunto de los derechos humanos 
entre los estudiantes. En el mismo sentido se enmarca la ley de Nicaragua, cuando 
dicta que cada estudiante tiene derecho a: “a) Ser tratado con justicia y respeto, 
y no ser sujeto de castigos corporales, humillaciones ni discriminaciones. Ser eva-
luado con objetividad y solicitar revisión, según sea el caso. d) Integrar libremente 
los gobiernos estudiantiles y asociaciones tendientes a mejorar la vida escolar y 
elegir o ser electo democráticamente dentro de las mismas. e) Reclamar ante la 
Dirección del Centro Educativo, y de ser necesario a instancias educativas supe-
riores, sobre las situaciones que vulneren los derechos, prescritos en esta ley” (Ley 
General de Educación, 2006).
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Pero, además, el marco normativo que se configura en el derecho interna-
cional garantiza los derechos de los demás actores del sistema educativo, como, 
por un lado, los de los docentes. Ciertos ejes atraviesan la producción normati-
va que busca proteger y garantizar, desde las leyes generales de educación, a 
dichos actores Uno de ellos hace referencia al derecho a recibir una formación 
adecuada y acreditación de sus saberes. La más antigua de las leyes, la de Costa 
Rica, señala que “El Estado debe garantizar la formación docente en servicio” 
(Ley Fundamental de Educación, 1957). La ley de México destaca que “El sistema 
nacional de formación docente tendrá las finalidades siguientes: I.- La formación, 
con nivel de licenciatura, de maestros de educación inicial, básica –incluyendo la 
de aquéllos para la atención de la educación indígena- especial y de educación 
física; II.- La formación continua, la actualización de conocimientos y superación 
docente de los maestros en servicio, citados en la fracción anterior. […] III.- La 
realización de programas de especialización, maestría y doctorado, adecuados 
a las necesidades y recursos educativos de la entidad, y IV.- El desarrollo de la 
investigación pedagógica y la difusión de la cultura educativa” (Ley General de 
Educación, 2017). 

Un segundo elemento presente en la normativa hace referencia a la liber-
tad de cátedra, que es mencionada como un derecho del docente. La ley de 
Honduras, por ejemplo, destaca que “Es un derecho de los docentes a enseñar 
conforme al desarrollo curricular, empleando métodos, técnicas y enfoques no-
vedosos en búsqueda de mayor calidad de la educación. La libertad de cátedra 
debe promover una cultura democrática a favor de la paz y la no violencia” (Ley 
Fundamental de Educación, 2011). En un registro similar, lo propone la ley urugua-
ya: “El docente, en su condición de profesional, es libre de planificar sus cursos 
realizando una selección responsable, crítica y fundamentada de los temas y las 
actividades educativas, respetando los objetivos y contenidos de los planes y pro-
gramas de estudio” (Ley General de Educación, 2009). 

En tercer lugar, son recurrentes las referencias a los estímulos y premios como 
modo de premiar el desempeño de los docentes, acciones que van de la mano 
de la evaluación de su desempeño. La ley de México establece que “Las autorida-
des educativas otorgarán reconocimientos, distinciones, estímulos y recompensas 
a los educadores que se destaquen en el ejercicio de su profesión y, en general, 
realizarán actividades que propicien mayor aprecio social por la labor desempe-
ñada por los maestros. Además, establecerán mecanismos de estímulo a la labor  
docente con base en la evaluación” (Ley General de Educación, 2018). La ley  
colombiana establece también estímulos a los docentes en sus artículos 133 a 137. 
Entre ellos, el derecho a un año sabático para su formación, beneficios y reconoci-
mientos económicos para aquellos que se desempeñen en zonas de difícil acceso 
o de riesgo, créditos educativos para la mejora de la formación y facilidades para la 
adquisición de tierra si se desempeñan en áreas rurales. En República Dominicana se  
señala que “La política salarial, de valorización del trabajo docente se vinculará 
al Escalafón Magisterial, con el esquema de incentivos como sigue: a) Incentivos 
personales y la profesionalización; b) Incentivos institucionales; c) Incentivos de se-
guridad social; d) Incentivos laborales” (Ley General de Educación, 1997).
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Hay dos ejes en torno a los cuales se estructuran los derechos de los docen-
tes, que suelen ser regulados con normas ajenas a las leyes generales de educa-
ción: por un lado, aquellos aspectos que aluden a la asociación o agremiación de 
los trabajadores de la educación; por el otro, los que remiten a las condiciones 
de trabajo, estabilidad o remuneraciones. En ambos casos, hay referencias a los 
correspondientes estatutos del docente, a la regulación del empleo público o a la 
normativa laboral, en general. 

Por último, están las menciones al derecho de los padres de familia. Además 
de la propia ley de México, que se extiende en este punto, sus enunciados son 
recurrentes en el resto de la normativa vigente. En primer lugar, son numerosas las 
referencias al derecho de los padres de elegir la educación que recibirán sus hijos. 
La ley de Colombia refiere al derecho de “Matricular a sus hijos en instituciones 
educativas que respondan a sus expectativas, para que reciban una educación 
conforme a los fines y objetivos establecidos en la Constitución, la ley y el proyec-
to educativo institucional” (Ley General de Educación, 1994). La ley de República 
Dominicana da mayores precisiones respecto a este derecho, incorporando a las 
instituciones privadas dentro de la oferta en la que pueden elegir los padres. Por 
su parte, la ley de Ecuador avanza en condicionar los criterios que los padres uti-
lizan para elegir el centro educativo de acuerdo con el interés superior del niño 
al señalar que deben “Escoger, con observancia al Interés Superior del Niño, el 
tipo de institución educativa que consideren conveniente para sus representados, 
acorde a sus creencias, principios y su realidad cultural y lingüística” (Ley Orgánica 
de Educación Intercultural, 2011). 

En segundo lugar, se prescribe el derecho de los padres a participar en las 
decisiones institucionales que afectan a sus hijos, a través de diferentes mecanis-
mos de representación. Por ejemplo, según la ley de Colombia, dichos actores  
“Según su competencia, participarán en el diseño, ejecución y evaluación  
del Proyecto Educativo Institucional y en la buena marcha del respectivo esta-
blecimiento educativo” (Ley General de Educación, 1994). Esta participación, en  
algunos casos, debe darse a través de diferentes organismos de representación. 
Así, en Paraguay se regula el derecho a “Asociarse y organizarse como cuerpo 
colegiado de padres y tutores con el objeto de colaborar con el Estado y con 
el resto de la comunidad educativa en la mejor formación de los alumnos” (Ley 
General de Educación, 1998).

Por último, son recurrentes las referencias al derecho a ser informados sobre  
los avances de sus hijos en su experiencia educativa. Así, por ejemplo, la ley  
de Colombia establece el derecho a “Informarse sobre el rendimiento académico 
y el comportamiento de sus hijos, y sobre la marcha de la institución educativa, y 
en ambos casos, participar en las acciones de mejoramiento”, así como a “buscar 
y recibir orientación sobre la educación de los hijos” (Ley General de Educación, 
1994). Guatemala profundiza en este aspecto al definir el derecho a “exigir y velar 
por una eficiente educación para sus hijos” (Ley de Educación Nacional, 1991).

 



La política educativa de México desde una perspectiva regional

70

f)	 Consideraciones finales

Una lectura cronológica de las leyes generales de educación actualmente vigen-
tes en los países de la región hace visible que los distintos textos normativos ex-
presan una temporalidad en el debate educativo; cada una de ella nace en un 
clima de debate propio de cada momento, y cuyas principales marcas aportan a 
su identidad. Puede sostenerse, desde esta lectura, que cada ley se enriquece,  
en su redacción, con las leyes vigentes en ese momento en la región, con las reco-
mendaciones y compromisos que van surgiendo de los nuevos acuerdos interna-
cionales, y con los temas que en su coyuntura nuclean a los múltiples actores de 
la comunidad educativa. 

La última de las leyes sancionadas, la de Ecuador, es una de las que más ex-
presa en su articulado las definiciones y recomendaciones que se desprenden de 
los lineamientos relativos al derecho a la educación. Pero en ese texto se identi-
fica, además, un esfuerzo por capitalizar la experiencia y los avances que han ido 
aportando cada una de las leyes que la precedieron en la región. Esto es, cada 
texto refleja un debate regional que trasciende al ámbito legislativo en que se 
gesta, y que da cuenta del grado de apropiación de la noción de la educación 
como un derecho humano fundamental por parte de los diferentes actores de los 
Estados y de la sociedad civil de la región. Se percibe un efecto de “contagio” en-
tre los textos que permite imaginar una progresión gradual del conjunto de leyes 
hacia esquemas normativos fuertemente comprometidos con la educación como 
un derecho fundamental. 

La Ley General de Educación (lge) de México fue publicada en el Diario Oficial 
de la Federación (dof) el 13 de julio de 1993, hace 25 años. Desde el año 2000 has-
ta 2018, todos los años hubo algún decreto por el cual se reformara o adicionara 
algún párrafo. Esto es, se trata de un texto normativo que, si bien fue incorporan-
do permanentemente cambios que pueden llevar implícitos una actualización de 
sus contenidos, conserva la estructura de un texto elaborado en el siglo pasado, 
y sus sucesivos cambios pueden haber ido desdibujando su identidad. A la luz del 
contexto latinoamericano, cabe dejar instalada la pregunta respecto a si México 
no se debe una nueva ley de educación. 

¿Qué aportaría redactar y sancionar una nueva ley de educación? En primer 
lugar, la incorporación en el debate educativo de una serie de temas que, si bien 
ya están tratados en el texto actual, se nutrirían con el desarrollo que se ha te-
nido en estos 25 años. Entre dichos temas, cabe señalar el modo en que se fue 
enriqueciendo la conceptualización y la operacionalización de la noción de la 
educación como derecho humano, especialmente con los diferentes acuerdos y 
tratados internacionales ratificados por el país en los últimos 25 años, así como la 
función de garantía de derechos y los instrumentos de exigibilidad del derecho  
a la educación. 

En segundo lugar, podría significar la apropiación de las referencias que re-
miten al sentido de la educación, las que fueron ampliadas al incluir todo un con-
junto de valores relacionados con la no discriminación, los derechos sexuales y 
reproductivos, la prevalencia de lo colectivo sobre lo individual, la autonomía de 
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los pueblos, la incorporación de diferentes aspectos de las cosmovisiones preco-
lombinas, la relación de la vida social con el medio ambiente, etcétera. Por último, 
podría significar la posibilidad de instalar un debate sobre los derechos de los 
diferentes actores de la comunidad educativa, en particular aquellos de los estu-
diantes y sus docentes. 

En los países de América Latina gran parte del aparato normativo, y en  
particular las leyes de educación, tiene un rol fuertemente performativo sobre 
la dinámica de la sociedad. Esto es, en su implementación van transformando 
el devenir de los procesos sociales. A través de sus legisladores, cada sociedad 
busca establecer nuevos horizontes y proponer dinámicas aún inexistentes con 
el fin de consolidar prácticas que se consideran valiosas para el conjunto de la 
nación. El desafío de elaborar una nueva ley en la materia representa siempre  
la oportunidad de generar un debate público sobre la educación que cada so-
ciedad elige tener como horizonte, los mecanismos más adecuados para abordar 
dicho desafío, y el lugar de cada uno de los actores de la comunidad educativa, y 
de la sociedad en general, en el proyecto de construcción de una educación de 
calidad para todos, en el marco de un sistema garante de derechos. 

Federalismo y el gobierno de la educación

Los sistemas educativos de América Latina fueron, desde su origen, altamente 
centralizados. En sus diseños originales los países optaron por una oferta edu-
cativa que —pese a tener el objetivo de llegar a todo el territorio nacional— de-
pendía directamente del gobierno central. Esta definición no fue exclusiva del 
sector educativo; casi la totalidad de la oferta de servicios públicos, y en particular 
aquella que hace a los sectores sociales, se caracterizó históricamente por esta 
fuerte matriz centralizada. 

Las reformas estructurales llevadas a cabo en América Latina a fines de la  
década de los ochenta y comienzos de los noventa se organizaron en torno  
a tres grandes tensiones: la focalización como alternativa a las políticas universales 
vigentes en la región, la privatización como opción frente a la oferta pública de 
servicios, y la descentralización, como respuesta a esta tradición centralizadora. 
Focalización, privatización y descentralización fueron —junto con la desregula-
ción— las banderas que dieron identidad a esa ola de reformas en los países de 
la región.

El debate sobre la descentralización tomó, desde entonces, una dinámi-
ca basada en torno a dos posiciones opuestas. Por un lado, quienes promovían  
la defensa de la descentralización de la oferta de servicios públicos —y entre ellos 
los educativos— presentaban una serie de argumentos en favor de la mayor partici-
pación de las instancias locales de gobierno, poniendo el énfasis en la proximidad  
con los beneficiarios de la política, un mayor conocimiento de sus necesidades y  
capacidades, así como una gran disponibilidad de recursos institucionales  
para promover su participación. Los modelos centralizados, desde esta perspec-
tiva, pecan de una gran insensibilidad en torno a lo local, en el sostenimiento de 
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una burocracia central muy costosa e ineficaz, y en la invisibilización de los benefi-
ciarios de las acciones que se promueven. 

Frente a estos argumentos se posicionaban quienes sostienen la defensa de 
los sistemas centralizados. Los elementos nodales de esta visión son la mayor ca-
pacidad de redistribución de recursos que se tiene desde esta instancia, neutra-
lizando las desigualdades territoriales, y la posibilidad de garantizar una política 
con identidad nacional. Desde este enfoque, los modelos descentralizados son 
inviables por la desigualdad de capacidades y recursos desde la cual operan las 
instancias locales, y por la dificultad de sostener un proyecto social de alcance 
nacional e inclusivo. Durante mucho tiempo ese debate se estructuró en una lógi-
ca de “los unos contra los otros”, una tensión que mostraba a ambas posiciones 
como opuestas e incompatibles. 

En el devenir de la dinámica de la gestión de Estado de los servicios sociales 
y educativos se fue demostrando que, en el fondo, ambos argumentos tienen su 
consistencia; los dos esquemas, el centralizado y el descentralizado, tienen sus 
puntos fuertes que merecen ser considerados, así como debilidades que deben 
ser abordadas con el fin de fortalecer la capacidad de Estado de garantizar una 
oferta de servicios de calidad. 

La experiencia que han ido acumulando los países en estas décadas ha per-
mitido que el debate haya ido cambiando paulatinamente su pregunta estructu-
rante. Ya no se busca responder qué es mejor, si recurrir a servicios centralizados 
o a descentralizados. El eje del debate en este momento se está consolidando en 
torno a la pregunta de cómo lograr la mejor articulación de las instancias centrales 
y las locales con el fin de garantizar una oferta de servicios universales y de cali-
dad, que soporte a los Estados en su condición de garantes de derechos. 

¿Cómo articular la capacidad redistributiva e igualadora de oportunidades 
que poseen las instancias centrales de gobierno con la sensibilidad y la capacidad 
de adecuación y participación que ofrecen los gobiernos locales? La búsqueda de 
respuestas a esta nueva interrogante se refleja en la aparición de nuevas institucio-
nalidades que buscan generar espacios de encuentro entre los diferentes niveles 
de gobierno con el fin de avanzar hacia modelos concertados en los cuales cada 
uno de los niveles (nacional, los estados o provincias, los municipios y los referentes 
territoriales) participen en la definición y la gestión de la política nacional. 

Esta articulación adquiere especial complejidad en el caso de los países fe-
derales, en los cuales la soberanía de los gobiernos estaduales y la definición de 
competencias diferenciadas, definida desde los textos constitucionales, pueden 
representar un ámbito de potencialidad en la consolidación de estos espacios de 
encuentro o, por el contrario, un verdadero obstáculo. En América Latina, además 
de México sólo dos países son federales: Argentina y Brasil. Aun así, más de la 
mitad del alumnado de la región habita en países cuya política educativa se inscri-
be en dicho marco normativo. Se trata de casi 60 sistemas educativos estaduales 
(sumando los casos de Argentina y México) más un alto número de sistemas edu-
cativos municipales en el caso de Brasil. 
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a)	 El federalismo en las principales leyes educativas 

Las leyes generales de educación son las que claramente delimitan las atribucio-
nes y funciones de cada uno de los diferentes niveles de gestión de Estado en el 
marco de una política nacional de educación. 

Respecto al gobierno federal, la Ley Nacional de Educación de Argentina se-
ñala, en su artículo 115, que es su atribución fijar las políticas y estrategias educa-
tivas, con foco en la planificación, ejecución, supervisión y evaluación de políticas, 
programas y resultados educativos; fortalecer las capacidades de planificación y 
gestión educativa de los gobiernos provinciales; contribuir con asistencia técnica 
y financiera a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para asegurar 
el funcionamiento del sistema educativo, y declarar la emergencia educativa para 
brindar asistencia de carácter extraordinario en aquella jurisdicción en la que esté 
en riesgo el derecho a la educación de los estudiantes que cursan los niveles y 
ciclos de carácter obligatorio.

En Brasil, las atribuciones del nivel central son, según los artículos 8, 9 y 16 de 
la Ley 9394, coordinar la política nacional de educación, articulando los diferentes 
niveles y sistemas y ejerciendo una función normativa, redistributiva y comple-
mentaria en relación con las otras instancias educativas; elaborar el Plan Nacional 
de Educación, en colaboración con los estados, el Distrito Federal y los munici-
pios; asistir técnica y financieramente a los distintos niveles jurisdiccionales para el 
desarrollo de sus sistemas de enseñanza y la atención prioritaria a la escolaridad 
obligatoria; establecer, en colaboración con los distintos niveles jurisdiccionales, 
competencias y directrices para la educación infantil, la enseñanza fundamental y 
la enseñanza media, con el fin de asegurar una formación básica y común; y asegu-
rar el proceso nacional de evaluación del rendimiento escolar en la enseñanza fun-
damental, media y superior, en conjunto con los sistemas educativos, objetivando 
la definición de prioridades y la mejora de la calidad de la educación.

En México, según el artículo 12 de la Ley General de Educación, el gobierno 
federal, a través de la Secretaría de Educación Pública (sep) debe determinar los 
planes y programas de estudio para la educación primaria, secundaria y normal 
y demás para la formación de maestros de educación básica; establecer el ca-
lendario escolar para cada ciclo lectivo de dichos niveles educativos; elaborar y 
mantener actualizados los libros de texto gratuitos; regular un sistema nacional 
de formación, actualización, capacitación y superación profesional para maestros  
de educación básica; crear, regular, coordinar y mantener actualizado el Sistema de  
Información y Gestión Educativa, que permite a la sep una comunicación directa 
entre los directores de escuelas y las autoridades educativas; llevar a cabo la pla-
neación y la programación globales del Sistema Educativo Nacional (sen) y partici-
par en las tareas de evaluación según las directrices establecidas por el Instituto 
Nacional para la Evaluación de la Educación (inee). 

En cuanto al nivel intermedio de gobierno, en Argentina es responsabilidad 
de las provincias argentinas, según el artículo 121 de la Ley Nacional de Educación: 
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Asegurar el derecho a la educación en su ámbito territorial, adecuando la 
legislación jurisdiccional y disponiendo las medidas necesarias para su imple-
mentación; planificar, organizar, administrar y financiar el sistema educativo en  
su jurisdicción; aprobar el currículo de los diversos niveles y modalidades  
en el marco de lo acordado en el Consejo Federal de Educación; organizar 
y conducir las instituciones educativas de gestión estatal; y expedir títulos y 
certificaciones de estudios.

En Brasil, a los estados les corresponde organizar, según los artículos 10 y 17 de 
la Ley 9394, mantener y desarrollar los órganos e instituciones oficiales de sus 
sistemas de la educación; definir, con los municipios, formas de colaboración en 
la oferta de la enseñanza fundamental; elaborar y ejecutar políticas y planes edu-
cativos, en consonancia con las directrices y planes nacionales de educación, inte-
grando y coordinando sus acciones y las de sus municipios; asegurar la enseñanza 
fundamental y ofrecer, con prioridad, la enseñanza media, y asumir el transporte 
escolar de los estudiantes de la red estadual.

En el caso de México, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley General de 
Educación, es responsabilidad de las entidades federativas y de la Ciudad  
 de México prestar los servicios de educación inicial, básica —incluyendo la indí-
gena—, y especial, así como la normal y demás para la formación de maestros. 
Asimismo, a la sep le corresponde proponer los contenidos regionales que hayan 
de incluirse en los planes y programas de estudio para la educación preescolar, 
primaria, secundaria, normal y demás para la formación de maestros de educación 
básica; ajustar el calendario escolar para cada ciclo lectivo; prestar los servicios de 
formación, actualización, capacitación y superación profesional para los maestros 
de educación básica; otorgar, negar y revocar autorización a los particulares para 
impartir educación preescolar, primaria, secundaria, normal y demás para la for-
mación de maestros de educación básica; participar en la integración y operación 
de un sistema nacional de educación media superior que establezca un marco cu-
rricular común para este tipo educativo, con respeto a la autonomía universitaria 
y la diversidad educativa; coordinar y operar un padrón estatal de alumnos, do-
centes, instituciones y centros escolares, y establecer un sistema estatal de infor-
mación educativa. Para estos efectos, las autoridades educativas locales deberán 
coordinarse en el marco del Sistema de Información y Gestión Educativa, el cual 
deberán mantener actualizado. Para el caso de la Ciudad de México, los servicios 
de educación básica y normal son atendidos por la sep (lge, 2018). 

Por último, a nivel de municipios, en el caso de Argentina no hay atribuciones 
específicas asignadas. En Brasil, según los artículos 11 y 18 de la Ley 9394, a las 
autoridades federativas les corresponde organizar, mantener y desarrollar los ór-
ganos e instituciones oficiales de sus sistemas de enseñanza, integrándolos a las 
políticas y planes educativos de la Unión y de los Estados; ejercer acciones redis-
tributivas en relación a sus escuelas; autorizar, acreditar y supervisar los estable-
cimientos de su sistema de enseñanza; ofrecer la educación infantil en guarderías 
y preescolares, y, con prioridad, la enseñanza fundamental, permitida la actuación 
en otros niveles de enseñanza solamente cuando estén atendidas plenamente las 
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necesidades de su área de competencia; asumir el transporte escolar de los alumnos  
de la red municipal. Los municipios podrán optar, además, por integrarse al siste-
ma estadual de enseñanza o formar con él un sistema único de educación básica. 

Para el caso de México, el artículo 15 de la lge habilita a los municipios a pro-
mover y prestar servicios educativos de cualquier tipo o modalidad. 

b)	 Las instituciones de gestión del federalismo 

La gestión de la política pública en los países federales es más compleja, pues 
requiere la articulación de actores de diferentes niveles de gobierno, cada uno 
de ellos dotados de la soberanía que el federalismo les garantiza. Patruchi señala 
que “la acción de cada gobierno enfrenta límites establecidos por la constitución, 
genera diversas arenas para la organización y la movilización política, distribuye 
poder entre regiones y entre actores regionales y afecta los flujos de recursos  
fiscales y económicos entre la población” (Morduchowicz y Arango, 2010). 

Ahora bien, ¿cómo resuelven los tres países federales de la región las com-
petencias superpuestas o compartidas en el gobierno de la política educativa y la 
distribución de responsabilidades? 

En Argentina, el Consejo Federal de Educación, integrado por los ministros 
provinciales y encabezado por el ministro nacional de educación, asegura el ca-
rácter federal del sistema educativo y, a través de los acuerdos que logra de forma 
concertada, implementa acciones destinadas a aumentar los niveles de inclusión; 
mejorar la formación inicial y la actualización docente; impulsar mecanismos com-
pensatorios y evaluar la calidad educativa.

Brasil cuenta con el Consejo Nacional de Educación. Las atribuciones del 
Consejo son normativas, deliberativas y de asesoramiento al ministro de estado 
de educación, además de la formulación y evaluación de la política nacional de 
educación, velar por la calidad de la enseñanza y el cumplimiento de la legisla-
ción educativa, así como asegurar la participación de la sociedad en el perfeccio-
namiento de la educación brasileña (Ministerio de Educación de Brasil, s.f.). Está 
compuesto por dos cámaras, la de Educación Básica y la de Educación Superior, 
conformadas cada una por doce consejeros elegidos por el presidente de la re-
pública (Ministerio de Educación de Brasil, s.f.). En el ámbito del Ministerio de 
Educación existe, además, la Comisión Intergubernamental de Financiamiento 
para la Educación Básica de Calidad, entidad en la que participan representan-
tes de los estados y los municipios y que posee injerencia en las ponderaciones 
para la distribución de recursos del Fondo de Mantenimiento y Desarrollo de la 
Educación Básica y de Valorización de los Profesionales de la Educación (Fundeb). 
La integran un representante del Ministerio de Educación, cinco de las Secretarías 
de Educación estaduales (uno por cada una de las regiones administrativas), y 
cinco de las Secretarías municipales (también uno por región).

En México el Consejo Nacional de Autoridades Educativas tiene la función, 
según el artículo 17 de la lge, de servir de ámbito de análisis e intercambio de 
opiniones sobre el desarrollo del sistema educativo nacional, formulación de reco-
mendaciones y acuerdos sobre acciones para apoyar la función social educativa.
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c)	 Federalismo y política nacional de educación 

Un debate central en el diseño de una política educativa nacional en países fede-
rales se estructura en torno a qué es, precisamente, lo que convierte a esa política 
en nacional. Esto es, cuáles son las atribuciones que la federación o el Estado 
nacional deben reservarse para garantizar una política nacional de educación. 

Algunos autores apuntan que aspectos centrales como las propuestas cu-
rriculares, el control de la calidad y el reconocimiento de los certificados suelen 
ser responsabilidad del gobierno central en tanto que otras funciones, como la 
administración de recursos humanos, pueden ser de competencia local. Ornelas 
señala que “mantener calificaciones y exámenes razonablemente semejantes, que 
permitan la movilidad nacional, el reconocimiento recíproco de los certificados, 
cambios de personal y una porción del currículum con estándares nacionales” 
(Morduchowicz y Arango, 2010) son cuestiones críticas para establecer el carácter 
nacional del sistema educativo. Por último, las estrategias de financiamiento, y en 
particular la capacidad de contar con herramientas de redistribución o compensa-
ción presupuestaria, constituyen una herramienta clave del gobierno federal para 
garantizar una política nacional de educación. 

Poniendo el foco en la dimensión curricular, y siguiendo a Morduchowicz y 
Arango (2010), cabe señalar que, antes de 1997, Brasil contaba con un currículo 
mínimo nacional, que los estados adaptaban con cierta autonomía. En ese año 
se acordó construir una matriz de referencia con 60% de contenidos comunes a 
todos los currículos estaduales. Posteriormente, la matriz fue actualizándose para 
incorporar los contenidos de los Parámetros Curriculares Nacionales, aprobados 
en 1997 (Morduchowicz y Arango, 2010). Actualmente, la Base Nacional Común 
Curricular pretende unificar contenidos básicos, que deben ser enseñados en to-
do el país y que corresponden al currículo mínimo obligatorio de todas las escue-
las. Al mismo tiempo, busca que las enseñanzas tradicionales y regionales conti-
núen siendo ofrecidas a los estudiantes, correspondiendo a la parte diversificada 
del currículo escolar.

Argentina inició, en 2004, un proceso semejante de formulación y aprobación 
de núcleos de aprendizaje prioritarios, los cuales —según la Ley de Educación 
Nacional 26206 (2006)— deben ser establecidos por el Ministerio Nacional en 
acuerdo con el Consejo Federal de Educación. Los núcleos de aprendizaje priori-
tarios deben ser para todos los niveles y años de la escolaridad obligatoria: 

[…] Con el propósito de asegurar la calidad de la educación, la cohesión y la 
integración nacional y garantizar la validez nacional de los títulos. En el mar-
co de este mandato, el Ministerio ha encabezado procesos de construcción 
de acuerdos curriculares federales que han involucrado la participación de di-
versas voces vinculadas al sistema educativo. Los documentos resultantes de 
esos procesos establecen cuáles son las prioridades para la enseñanza y el 
aprendizaje en el país, rigen para todo el territorio nacional y fueron aprobados 
por consenso en el marco del Consejo Federal de Educación. […] Pero la ley 
establece también que las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
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formularán un diseño curricular que constituya una propuesta político-pedagó- 
gica que exprese las particularidades regionales y provinciales, a la vez que 
haga eco de las que han sido acordadas como orientaciones comunes.  
Además, cada institución y cada docente imprimen a estos acuerdos —naciona-
les, provinciales— un sesgo particular, atendiendo a los intereses, necesidades  
y preocupaciones de cada grupo de alumnos y cada comunidad. Es decir,  
los marcos comunes garantizan un horizonte de justicia e igualdad, mientras 
que las definiciones provinciales e institucionales habilitan la expresión de 
las particularidades provinciales y locales. (Ministerio de Educación, Cultura, 
Ciencia y Tecnología de Argentina, s.f.)

En México, la educación básica se rige por un currículo nacional establecido por 
la sep y es de observancia obligatoria, aunque se impulsa el fortalecimiento de 
las comunidades educativas mediante la autonomía curricular. Es decir, existe la 
posibilidad de que cada escuela elija activamente los contenidos y el diseño de 
una parte del currículo, de acuerdo con los lineamientos expedidos por la sep.  
En relación con la enseñanza media superior, debido a su marcada heterogeneidad 
institucional y organizacional, que se refleja en una diversidad de propuestas curri-
culares, se diseñó el Marco Curricular Común para articular las variadas opciones  
del servicio y dotar de identidad al bachillerato (sep, 2017). 

Interesados en el financiamiento, Argentina y Brasil atravesaron distintos pro-
cesos de descentralización de la educación básica, y debieron generar mecanismos 
diferentes para reducir las desigualdades territoriales. La Ley de Financiamiento 
Educativo de Argentina determina que el aumento del gasto consolidado en la 
educación deberá ser de 60% para provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y de 40% para el gobierno nacional. Otro punto importante es el aumen-
to de 60% de recursos para la educación provenientes de la coparticipación de 
impuestos. De este porcentaje, cada provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires reciben una cantidad específica de recursos de acuerdo con los siguientes 
criterios: el número de matrículas en todos los niveles de enseñanza; la incidencia 
relativa de la ruralidad en el total de matrícula de la enseñanza común; y el porcen-
taje de la población no escolarizada de 3 a 17 años. Más allá de la mejora que han  
supuesto estos intentos normativos, el desequilibrio fiscal sigue siendo un escollo 
a la hora de enfrentar las desigualdades regionales, que obstaculizan una educa-
ción equitativa en todo el territorio.

En Brasil, para contrarrestar los efectos adversos de la descentralización fiscal 
se crea el Fundeb, un fondo educativo que utiliza parte de los ingresos tributarios 
de la Unión para reducir las disparidades regionales. Sin embargo, a pesar de 
que el Fundeb proporciona una mayor igualdad de recursos entre los estados, no 
resuelve las asimetrías entre ellos, en un país con grandes desigualdades socioe-
conómicas. Como la redistribución se lleva a cabo sólo dentro de cada estado, 
el único mecanismo que redistribuye ese valor entre las entidades estaduales es 
la complementación de recursos de la Unión, que continua siendo insuficiente 
(Rabelo de Souza y Soares, 2017).
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Conviene mencionar aquí dos acciones implementadas por la Unión que al-
canzan a las escuelas y a las redes municipales, al margen de la esfera estadual, 
que benefician a los niveles menores, donde incluso montos pequeños de recursos  
pueden impactar (Portela de Oliveira y Santana, 2010). La primera de estas accio-
nes la constituye el Programa Dinero Directo en la Escuela (pdde), que tiene por  
finalidad “prestar asistencia financiera para las escuelas, en carácter suplementario,  
a fin de contribuir para el mantenimiento y mejora de la infraestructura física y 
pedagógica, con la consecuente elevación del desempeño escolar” (Fundeb, s.f.).

La segunda iniciativa es el Plan de Acción Articulada (par), que es una estrate-
gia de asistencia técnica y financiera que consiste en ofrecer a los entes federados 
un instrumento de diagnóstico y planificación de política educativa. Su objetivo 
es que: 

los entes subnacionales elaboren un plan de trabajo a fin de desarrollar accio-
nes que contribuyan a la ampliación de la oferta, permanencia y mejora de las 
condiciones escolares y, consecuentemente, para el perfeccionamiento del 
Índice de Desarrollo de la Educación Básica (Ideb) de sus redes públicas de 
enseñanza. (Fundeb, s.f.) 

En México, además de asegurar el pago oportuno a los docentes y una adminis-
tración eficiente del personal, el financiamiento se orienta a canalizar cada vez más 
recursos directamente a las escuelas, consideradas como la unidad básica de or-
ganización del sistema educativo. Ello hace indispensable mejorar la información. 
Por ello, la sep enuncia que: 

[…] en el marco de la Reforma Educativa, se establece el Sistema de Informa-
ción y Gestión Educativa (Siged) para tener en una sola plataforma los datos 
necesarios para la planeación, administración y evaluación del sistema edu-
cativo y, a su vez, permitir una comunicación directa entre los directores de la 
escuela y las autoridades educativas. (sep, 2017) 

La misma sep (2017) sostiene que: 

Este sistema captura electrónicamente la información que se genera en es-
cuela, ya sea respecto al control escolar, los movimientos de personal o los 
registros de la infraestructura escolar y sus bienes muebles y produce las tran-
sacciones que se requieren para que las áreas administrativas provean a las 
escuelas de los apoyos humanos y materiales pertinentes.

Los directores de las escuelas ven fortalecida su autoridad en la medida en que el 
Siged les sirve como una herramienta de gestión que sustituye los trámites largos, 
complejos y de resultados inciertos. Por su parte, las supervisiones, áreas inter-
medias y autoridades de los ámbitos estatal y nacional encontrarán en el siged el 
medio para conocer mejor lo que sucede en las escuelas, para así poder apoyarlas 
de forma oportuna.
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Otra de las grandes cuestiones en términos del federalismo educativo es el 
rol que pueden jugar los sistemas de evaluación. En México, el Sistema Nacional 
de Evaluación Educativa (snee) impulsa procesos de evaluación que permiten co-
nocer los elementos que contribuyen a un mejor desempeño de las escuelas; 
identificar las causas que limitan los alcances esperados, y diseñar con las co-
munidades educativas las medidas para subsanar deficiencias, corregir errores y 
mejorar sus prácticas (sep, 2017). Dentro de la Política Nacional de Evaluación de 
la Educación (pnee) se han diseñado 32 Programas Estatales de Evaluación para la 
Mejora Educativa (peeme) y el Programa de Mediano Plazo del Sistema Nacional de 
Evaluación Educativa (pmp-snee) 2016-2020. 

La elaboración de los peeme ha supuesto la formación de redes entre los equi-
pos técnicos de las diferentes entidades federativas; el fortalecimiento de capa-
cidades que resulta de la construcción de las agendas locales de evaluación; y la  
consolidación de indicadores que serán fundamentales para el monitoreo de  
la situación educativa de México (inee, 2016-2017). En ese sentido, es de gran  
relevancia la coordinación intergubernamental que realiza el inee, al situar la mira-
da en cada realidad estatal para plantear un nuevo federalismo colaborativo (inee, 

2016-2017).
En Brasil, el Índice de Desarrollo de la Educación Básica (ideb) es un indicador 

de la calidad de la enseñanza ofrecida en las escuelas de toda la federación, que 
guía a los establecimientos en la formulación o reformulación de sus proyectos 
políticos pedagógicos. Este índice es calculado con base en el resultado de tres 
evaluaciones externas, a cargo del Sistema de Evaluación de la Educación Básica 
(saeb), que se aplican a gran escala y que tienen como principal objetivo diag-
nosticar la educación básica (par, s.f.). Sin embargo, si bien Brasil cuenta con un 
sistema nacional de evaluación consolidado, no posee un currículum nacional ya 
que la Base Nacional Común Curricular (bncc) es una referencia en el diseño de 
los currículos escolares. En la definición de la bncc, tiene un papel clave el Consejo 
Nacional de Educación (Athié, 2016-2017).

En síntesis, el diseño de una política nacional de educación en un país federal 
debe tener en cuenta las dificultades que resultan de los mecanismos vigentes 
para el flujo de los recursos financieros; la existencia de múltiples autoridades 
educativas con poder de veto, entre las cuales es necesario construir acuerdos, y 
la historia de cada una de las unidades —estados, provincias, municipios— la cual 
se expresa en la capacidad institucional y técnica acumulada. 

La experiencia en la región ofrece algunos mecanismos de gestión que re-
quieren institucionalidades específicas, las cuales tienen por objeto asegurar ins-
tancias de diálogo y consenso con reglas de juego previamente pautadas, pro-
mover flujos de compensación financiera y construir fondos de emergencia que 
protegen a los territorios más carentes de recursos, así como garantizar instancias 
de apoyo en la consolidación de los equipos técnicos de los gobiernos locales. 

Al analizar las atribuciones que la federación o el Estado nacional debe reser-
varse para garantizar una política nacional de educación, pudo verse que México 
es el que posee una gestión más centralizada. Ello se percibe en las tres dimen-
siones consideradas: el diseño curricular, el financiamiento, y la evaluación. Aun 
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así, dicho país fue el que más avanzó en un modelo de fortalecimiento de las ca-
pacidades técnicas e institucionales locales a través de los peeme. Esta experiencia 
merece ser analizada en profundidad, pues aporta experiencia que habilita un 
camino desde el cual repensar la relación entre el gobierno federal y los estados 
de México. 

Las reformas educativas en la región 

Tal como se señaló en la primera parte de este estudio, un aspecto fundamental 
de la política educativa es el funcionamiento cotidiano de los servicios educativos 
en el territorio. Las escuelas abren sus puertas cada día, donde los docentes y los 
estudiantes trabajan en sus aulas, los directivos definen un horizonte para sus ins-
tituciones y crean las condiciones para que las prácticas educativas se desarrollen 
sin obstáculo, en tanto otros agentes cooperan y se suman a ese objetivo diario. 

Ahora bien, para que este ejercicio cotidiano de enseñanza y aprendizaje sea 
posible hay todo un espectro de acciones complementarias que también son par-
te de la política educativa y le dan sustento. Muchas de ellas son de sostenimiento, 
por ejemplo, la formación de los docentes, la producción y la distribución de los 
materiales didácticos, la construcción y el mantenimiento de los edificios escolares, 
etcétera. Otras, en cambio, son de redireccionamiento o mejora, como la revisión 
del marco curricular y la provisión de conectividad digital. Es así como los sistemas 
educativos se han ido consolidando desde su fundación —en el caso de los países  
de América Latina, hacia fines del siglo xix o comienzos del siglo xx— hasta la  
actualidad, mediante procesos de desacumulación y acumulación, es decir, a tra-
vés de este flujo continuo de acción que conforma la política educativa. 

El sistema educativo está en un permanente proceso de transformación.  
En muchos casos, estos ajustes son el resultado de definiciones de política edu-
cativa desde los espacios de gobierno de la educación, que van incidiendo en su 
dinámica, a través de programas, resoluciones, protocolos u otras acciones que 
buscan fortalecer o mejorar su dinámica. 

En muchas ocasiones, se trata de la intervención de otros actores de la comu-
nidad educativa que, de diferentes modos, logran incidir en el funcionamiento co-
tidiano del sistema. En ambos casos, es central el lugar que tienen, en la dinámica 
de los sistemas educativos, las transformaciones sociales, económicas y culturales 
en que se inscriben las prácticas educativas. 

En todos los países —en diferentes momentos de su historia—, las autorida-
des políticas han tomado la decisión de realizar cambios estructurales en el fun-
cionamiento de sus sistemas educativos. Estos momentos son los que, en el marco 
de este trabajo, quedan definidos como reformas. En el contexto de un devenir 
permanente de transformación de los sistemas educativos, se consideran reformas 
educativas aquellos cambios intencionados desde el poder político del país que 
buscan modificar aspectos estructurales de su funcionamiento. 

Las reformas se inscriben en lo que en este estudio se identifican como accio-
nes de redireccionamiento de la política educativa, pero tienen la particularidad 
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de que la naturaleza de los cambios que se quieren incorporar requiere la trans-
formación de los pilares básicos sobre los que se inscribe su dinámica. 

Un primer resultado que se desprende de este modo de abordar las reformas 
es que siempre irán asociadas a un cambio en los marcos normativos. En tanto son 
las leyes generales de educación —o el conjunto de leyes específicas que las com-
plementan— las que dan sustento a los aspectos estructurales del funcionamien-
to del sistema, las reformas necesariamente requieren de una revisión. Esto es de 
suma relevancia, pues las reformas se inscriben siempre en un clima de debate y 
movilización social, en el cual los diferentes actores de la comunidad educativa 
acompañan al debate legislativo, escenario donde se definen los verdaderos al-
cances de transformación profunda de los sistemas y del redireccionamiento de 
sus dinámicas. Ahora bien, esto no implica que toda modificación de los marcos 
normativos conlleve necesariamente una reforma. En muchos casos, las modifica-
ciones de los marcos regulatorios son requeridas para habilitar cambios menores 
que no afectan los aspectos estructurales del funcionamiento de los sistemas. 

El objetivo de esta sección es poner en diálogo las reformas educativas de 
México con otras ocurridas en la región en el transcurso de la última década.  
En primer lugar, se hace un ligero repaso de lo que se conoce como generaciones 
de reformas en la región, que iniciaron hace ya más de medio siglo. En segundo 
lugar, se pone atención en las reformas recientes en América Latina —incluyendo 
la de México— para buscar puntos de convergencia o de tensión que permitan 
identificar patrones comunes en las reformas de la última década, así como sus 
especificidades. 

a)	 Las reformas educativas de la última década en la región

En la última década, ocho países han sancionado nuevas leyes generales de educa-
ción u otras complementarias, o han incorporado cambios en la legislación vigente. 

En algunos casos, como en Argentina (2015), Brasil (2013) o Colombia (2013), 
las últimas modificaciones no adquieren un carácter estructural, sino que remiten 
a aspectos sumamente específicos. En el caso argentino, se modificó el artículo 16 
de la Ley Nacional de Educación, a través del cual se incluye dentro del ciclo esco-
lar obligatorio el nivel inicial dirigido a niñas y niños de 4 años de edad. Hasta ese 
entonces, según el texto de 2006, “la sala de 4 años” era universal (esto es, que 
obligaba al Estado a garantizar oferta en todo el territorio) pero no obligatoria. 
Similar situación ocurrió en Brasil, donde la Ley 12796, en su artículo 4, establece 
la obligatoriedad escolar a partir de los 4 años. En Colombia, la Ley 1620 creó 
el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el ejercicio de los 
Derechos Humanos, la educación para la sexualidad y la prevención y mitigación 
de la Violencia Escolar. Por esta razón, se adoptó la Política Pública Nacional de 
Equidad de Género y se creó una Comisión Intersectorial para su implementación.

Hay, en cambio, cuatro países cuyas modificaciones en los marcos normati-
vos se inscriben en un claro proceso de reforma educativa. Estos son Perú, Chile, 
Ecuador y México. 
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En el caso de Perú, los cambios sustantivos se desprenden de la modifica-
ción de 2012 a la Ley General de Educación (Ley 28044 de 2003), y la sanción de la 
Ley de Reforma Magisterial (Ley 29444) sancionada en el mismo año. 

En Chile, la reforma educativa iniciada en 2015 no implicó cambios en la Ley 
General de Educación de 2009, sino que se materializó a través de un conjunto 
de leyes específicas que la complementan. Los aspectos más sustantivos del pro-
ceso de reforma vigente emergen de la sanción de la Ley de Inclusión Educativa, 
pero la reforma incluye, además, la Ley 20835 de Nueva Institucionalidad para el  
Nivel Parvulario (2015) y la Ley 20903 del Sistema de Desarrollo Profesional 
Docente (2016). 

La reforma de la educación de Ecuador viene de la mano de la Ley Orgánica 
de Educación Intercultural del año 2012. 

En este ejercicio de análisis comparado se pondrá a la Reforma Educativa de 
México en diálogo con las correspondientes a las de estos tres países. En primer 
lugar, se hará una síntesis de los aspectos más sustantivos de cada una de dichas 
reformas. Seguidamente, se hará un análisis transversal buscando convergencias y 
particularidades en cada uno de los casos. Por último, se compartirán estos hallaz-
gos con los aspectos fundamentales de la Reforma Educativa mexicana. 

La reforma educativa de Perú

Perú ha logrado avances educativos significativos en los últimos años, al aumentar 
de manera notable los niveles de acceso al sistema educativo, particularmente 
en educación inicial (tasa neta de matrícula de 84% en 2014) y secundaria (78% en 
2014). A su vez, los resultados de la evaluación del Tercer Estudio Regional Com-
parativo y Explicativo (terce) —coordinado por el Laboratorio Latinoamericano de 
Evaluación de la Calidad (llece)— y la Evaluación Censal de Estudiantes (ece) han 
revelado mejoras en el desempeño estudiantil, fundamentalmente en el nivel pri-
maria. También la inversión en educación ha aumentado de forma considerable: 
el gasto en educación como porcentaje del pib escaló de 2.9%, en 2010, a 3.6%, 
en 2015. Sin embargo, estos logros en educación conviven con desafíos de gran 
magnitud: “las desigualdades en el acceso al sistema educativo siguen siendo 
importantes, especialmente a medida que se avanza hacia niveles educativos más 
altos, y están relacionadas principalmente con el nivel socioeconómico, el género, 
la ubicación rural o urbana y la lengua de origen” (ocde, 2016). 

En 2016, impulsado por estos retos pendientes y con la meta de avanzar hacia 
una educación de equidad y calidad, el Ministerio de Educación peruano em-
prendió una serie de acciones con el objetivo de convertir la reforma educativa 
en política de Estado, como constata el Plan Estratégico Sectorial Multianual de  
Educación 2016-2021 (Ministerio de Educación del Perú, 2017). Estas acciones  
de implementación simultánea e integral se plasmaron en cuatro líneas: revaloriza-
ción de la carrera docente; mejora de la calidad de los aprendizajes; gestión eficaz 
del sistema escolar, y cierre de la brecha de infraestructura educativa (Ministerio 
de Educación del Perú, 2016). 
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En los últimos años, el Ministerio de Educación ha dado pasos importantes 
en la profesionalización y revalorización docente. El más notable de ellos es la im-
plementación progresiva de la Ley de Reforma Magisterial 29444 (2012). Esta ley 
constituye el principal mecanismo institucional a través del cual el sistema educa-
tivo público puede atraer y retener talento docente para el cumplimiento de sus 
fines. En este sentido, no sólo se ha impulsado la profesionalización de la carrera 
en base a criterios meritocráticos, sino también se ha elevado la valoración social 
de la misma, a través de concursos públicos y de la evaluación de desempeño 
(Ministerio de Educación del Perú, 2016a). A esto debe sumarse la Beca Vocación 
de Maestro, que busca atraer a los mejores estudiantes de la secundaria a la carre-
ra docente, a través del financiamiento de sus estudios de pedagogía y del Bono 
Escuela, que premia a los docentes de las escuelas donde los estudiantes mejoren 
más su desempeño. Este conjunto de acciones también implica la reforma de la 
formación inicial docente y la implementación de un sistema de formación en ser-
vicio que abarque los distintos períodos de su desarrollo profesional (Ministerio 
de Educación del Perú, 2016).

En cuanto a la mejora de la calidad de los aprendizajes en el nivel inicial, han 
sido continuos los avances que buscan pasar de una cobertura de 84%, en 2015, 
a 100%, en 2021. En primaria, el programa de soporte pedagógico abarca la mi-
tad de la matrícula e incluye reforzamiento escolar, acompañamiento docente, 
sesiones de aprendizaje y talleres de padres. En nivel secundaria se ha expan-
dido la Jornada Escolar Completa (jec), hasta cubrir 28% de la matrícula. Cabe 
mencionar, además, la implementación del nuevo Currículum Nacional, el Plan de 
Fortalecimiento de la Educación Física, la ampliación de la oferta de educación in-
tercultural bilingüe y la ejecución de los Colegios de Alto Rendimiento, entre otras 
iniciativas, que ponen la atención en lograr aprendizajes de calidad (Ministerio de 
Educación del Perú, 2016).

Un tercer conjunto de medidas llevadas adelante por la reforma, con el fin de 
alcanzar una gestión escolar eficaz, comprende el fortalecimiento de la carrera 
del director de escuela (selección meritocrática, programas de especialización y 
mayor autonomía); los compromisos de desempeño con los gobiernos regionales 
(presupuesto adicional contra cumplimiento de metas); la herramienta Semáforo 
Escuela para producir información en tiempo real sobre el sistema escolar (asis-
tencia escolar, problemas de infraestructura, etcétera); el Sistema Especializado 
en Atención de Casos de Violencia Escolar (SíseVe); y la modernización de las 
Unidades de Gestión Educativa Local (ugel). 

Por último, los procesos de sustitución y mejoramiento de infraestructura en 
educación básica, los programas de mantenimiento escolar, el Plan Selva para 
expandir el número de escuelas en esa región de Perú y el cierre de brechas de 
servicios básicos en los establecimientos constituyen acciones orientadas al cie-
rre de brechas en relación a la infraestructura educativa en el país (Ministerio de 
Educación del Perú, s.f.).
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La reforma educativa de Chile

En Chile, en los últimos años imperaba una percepción negativa del modelo edu-
cativo debido a su inequidad, exclusión y falta de calidad, y había además una 
demanda respecto a la necesidad de terminar con el lucro en la educación. La Re-
forma Educacional fue la respuesta a dicho malestar, tomando como fundamento 
la certeza de que las oportunidades de una persona no deben depender de su 
origen social ni del monto que puedan pagar, y de que la educación, antes que un 
bien de consumo, es un derecho básico.

Esta reforma se ha estructurado en torno a dos metas: primero, la mejora de 
la calidad de los aprendizajes y segundo, una mayor inclusión escolar. En relación 
a esta cuestión, la Ley de Inclusión Escolar (2016) fue la primera medida trascen-
dental aprobada en el marco de la Reforma Educacional. Abordó tres temas, que 
el Ministerio de Educación de Chile (2017), así expuso: 

1.	 Transformar gradualmente la educación subvencionada en gratuita, para 
que todas las familias tengan la posibilidad de elegir establecimientos con 
libertad, sin depender de su capacidad económica. 

2.	 Eliminar el lucro en los establecimientos que reciben aportes del Estado, lo 
que significa que todos los recursos deben ser invertidos en la mejora edu-
cativa. 

3.	 Terminar con la selección arbitraria, lo que permitirá a los padres elegir la 
escuela y el proyecto educativo que más les interese para sus hijos. 

La magnitud de los cambios y su trascendencia estuvo determinada por las modi-
ficaciones estructurales que dicha ley supuso para el sistema educacional chileno. 

Esta ley, central en la reforma, estuvo acompañada por otras acciones tales 
como la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la instalación  
de la Intendencia de Educación Parvularia, que permitieron la generación de 
estándares y criterios técnicos para el sector público y privado en el ámbito de la  
primera infancia (Ley 20835, 2015). Adicionalmente, los programas de fortaleci-
miento de la modalidad regular y flexible de educación de adultos, apuestan a 
continuar reduciendo el porcentaje de adultos que no cuentan con educación  
media completa. En la misma dirección, la Política Nacional de Formación 
Técnico-Profesional tiene el objetivo de generar un sistema articulado entre el 
sistema educacional y el mercado laboral, a través de una oferta educativa ali-
neada a los requerimientos del mundo laboral. Cabe destacar la creación, según 
el Ministerio de Educación, de “la Unidad de Equidad de Género en el Ministerio 
de Educación durante 2014, con la intención de impulsar la perspectiva de  
género en las políticas, planes y programas ministeriales” (Centro de Estudios 
Mineduc, 2017).

Para la segunda meta, la reforma revaloriza la profesión docente, apuntalada 
por la Ley 20903 del Sistema de Desarrollo Profesional Docente (2016). Uno de los 
mayores logros de la Reforma Educacional se relaciona con el nuevo trato otor-
gado a los profesores de Chile. El Sistema de Desarrollo Profesional Docente se 
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caracteriza por impulsar iniciativas que abarquen todo el ciclo profesional de los 
docentes que participan en la provisión de educación parvularia, básica y media.

En el marco de la Reforma Educacional, se ha elaborado un conjunto de polí-
ticas educacionales que busca influir sobre la distribución etaria de los docentes, 
como los incentivos al retiro mediante la bonificación que establece la Ley 20822 y 
el incentivo al ingreso de nuevos docentes, mediante el apoyo, acompañamiento e 
inserción profesional consignado en el Sistema Nacional de Inducción y Mentoría 
para Docentes Principiantes. El Centro de Estudios Mineduc (2017) señala que:

Por otra parte, las medidas destinadas a asegurar la calidad de la formación 
de los nuevos docentes, tales como el establecimiento de mayores requisitos 
para ingresar a pedagogía, la elaboración de una evaluación diagnóstica obli-
gatoria para egresados, y la promoción de estándares obligatorios de acre-
ditación para las carreras de pedagogía, aumenta el atractivo de los nuevos 
egresados para los sostenedores de establecimientos educacionales. 

La reforma educativa de Ecuador

A finales de 2006, el Ministerio de Educación ecuatoriano, a través de una consulta 
popular, puso el tema educativo en el escenario de la discusión pública. Como 
fruto de esas preocupaciones, se elaboró el Plan Decenal 2006-2015 con el objeto 
de focalizar la gestión del Estado hacia una de las aspiraciones más sensibles: 
mejorar la calidad de la educación. 

La sanción de la nueva Constitución, en 2008, estableció la garantía del dere-
cho a la educación y restableció la rectoría del Estado sobre el sistema educativo 
—frente a los múltiples actores y agendas previas—; estableció mecanismos para 
la mejora de la calidad del sistema, y garantizó recursos para el sector. También se 
formularon medidas para la revalorización docente y la creación de una institución 
pública y autónoma para evaluar de manera integral al sistema educativo. En mar-
zo de 2011 se aprobó la Ley Orgánica de Educación Intercultural (loei) y, en julio de 
2012, su reglamento general. Esta nueva normativa efectivizó la aplicación de los 
principios establecidos en la Constitución (Araujo y Bramwell, 2015). 

Uno de los primeros aspectos que abordó este nuevo marco legal fue la re-
conceptualización de la educación como un derecho de las personas y las co-
munidades: se garantiza la gratuidad, universalidad y laicidad de la educación 
pública y los recursos económicos destinados al sector educativo (6% del pib).  
Se asegura, asimismo, la escolarización de estudiantes en situaciones de vulnera-
bilidad (Ministerio de Educación del Ecuador, 2012).

En segunda instancia, se fomentaron cambios en la estructura y el funciona-
miento del sistema nacional de educación: se desconcentran los servicios admi-
nistrativos y de control antes centralizados, se reordena la oferta educativa y se 
fortalece la educación intercultural bilingüe para asegurar un servicio educativo 
con pertinencia cultural y lingüística para las nacionalidades y pueblos indígenas 
(Ministerio de Educación del Ecuador 2012). Desde el Ministerio de Educación se 
establecieron lineamientos curriculares para la educación inicial, y con el objetivo 
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de ampliar la cobertura de los servicios se realizó la apertura de concursos para  
nuevos docentes parvularios y la construcción de aulas incorporadas en institu-
ciones de educación general básica. Se destaca la ejecución de la modalidad 
Educación Infantil Familiar Comunitaria (eifc), que atiende a niñas y niños de las 
nacionalidades y pueblos indígenas del país, con pertinencia cultural y lingüística 
(Araujo y Bramwell, 2015).

En tercer lugar, otro de los pilares de la reforma fue la reconstrucción de  
los paradigmas de calidad y equidad educativa. Nuevos mecanismos fueron creados  
para lograr que las propias escuelas y los actores del sistema se convirtieran en  
los principales agentes del cambio. Así, a las autoridades del Ministerio de Educación 
les corresponde la responsabilidad de instituir estándares de calidad educativa,  
que son descripciones de los logros esperados de los actores e instituciones del 
sistema educativo; al Instituto Nacional de Evaluación Educativa (Ineval) le toca 
evaluar, sobre la base de dichos estándares, los aprendizajes de los estudiantes y 
el desempeño de los profesionales de la educación; a los establecimientos educa-
tivos les atañe autoevaluarse y crear planes de mejora para alcanzar los estándares 
de calidad educativa; a los asesores educativos les corresponde orientar la ges-
tión institucional de cada establecimiento educativo hacia el cumplimiento de di-
chos estándares; y a los auditores educativos les toca implementar una evaluación 
externa acerca de la calidad y los niveles de logro alcanzados —en relación con 
los estándares de calidad educativa— por las instituciones educativas (Ministerio 
de Educación del Ecuador, 2012).

Otra de las iniciativas destacables es el programa de Bachillerato General 
Unificado, en el que todos los estudiantes cursan un grupo de asignaturas centra-
les dirigidas a que adquieran ciertos aprendizajes esenciales comunes. De manera 
complementaria, y en función de sus intereses, los estudiantes tienen la posibili-
dad de seleccionar entre dos opciones: el Bachillerato en Ciencias y el Bachillerato 
Técnico. Con esta formación integral se busca preparar, de manera equitativa, a 
todos los estudiantes para la participación en una sociedad democrática, para el 
mundo laboral y del emprendimiento, y para continuar con sus estudios universi-
tarios (Ministerio de Educación del Ecuador, 2012). 

La Constitución y la loei previeron también la creación de una instancia espe-
cializada en evaluación educativa: el Ineval, con la misión de proveer información y 
retroalimentación al Ministerio de Educación para construir políticas públicas que 
contribuyan a mejorar continuamente el sistema nacional de educación. El regla-
mento de la loei estipula las competencias relacionadas a la evaluación, específi-
cas del Ministerio y del Instituto, y establece los mecanismos que permitirán que 
ambas instituciones se interrelacionen de manera productiva. El Ministerio, como 
rector del sistema educativo, tiene la potestad de definir las políticas públicas 
de evaluación educativa y la rendición social de cuentas, así como de establecer 
estándares e indicadores de calidad educativa. El Instituto, por su parte, debe 
construir instrumentos para la evaluación que se refieran a los estándares e indi-
cadores de calidad educativa fijados por el Ministerio para aplicarlos a los actores 
del sistema nacional de educación, a fin de proveer al Ministerio con insumos que 
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a su vez permitirán a éste la toma de decisiones de políticas públicas en pro de la 
mejora del servicio educativo (Ministerio de Educación del Ecuador, 2012).

Por último, el cuarto eje de la reforma ecuatoriana se orientó a revalorizar la 
carrera docente. Para que los docentes puedan ayudar a todos sus estudiantes 
a lograr los aprendizajes esperados, como parte de su jornada laboral, deben 
cumplir con actividades tales como diseñar materiales pedagógicos, conducir in-
vestigaciones relacionadas con su labor, atender a los representantes legales de 
los estudiantes y realizar actividades de refuerzo y apoyo educativo para aquellos 
estudiantes que así lo requieran. Las nuevas normativas han dispuesto, por consi-
guiente, el derecho de todos los docentes a un sistema de formación profesional 
continua que les permita actualizarse y mejorar académica y pedagógicamente. 

El nuevo marco legal también estipula la existencia de un sistema de estímu-
los dirigido a reconocer a los mejores educadores, y dispone que la mejora de los 
ingresos de cada docente sea consecuencia directa de su buen desempeño en el 
proceso educativo. A esto se suma la selección de los mejores docentes mediante 
concursos de méritos y oposición rigurosos y transparentes; la incorporación de 
nuevas figuras a la carrera educativa —auditor, asesor y mentor— y la creación de 
la Universidad Nacional de Educación (Unae), para contribuir a la formación inicial 
de docentes y otros profesionales de la educación (Ministerio de Educación del 
Ecuador, 2012).

b)	 Las reformas en diálogo

Las reformas encaradas por Perú, Chile y Ecuador se inscriben dentro de las  
iniciativas reformistas características del nuevo siglo, ya que, en primer lugar, con-
sideran a la educación como un derecho y un bien necesario para el desarrollo 
social y humano que cada país debe garantizar. En esta línea, cada uno de ellos ha 
persistido en la expansión de derechos educativos, a través de diferentes políticas 
dirigidas a ampliar el acceso a todos los niveles, enfatizando las acciones dirigidas 
al nivel inicial y al nivel secundaria. Estas reformas, en segundo lugar, han actuado 
de forma manifiesta en favor de la mejora de la calidad y la equidad educativa, 
mediante propuestas destinadas al reconocimiento de los derechos educativos de 
poblaciones excluidas y marginadas; transformaciones curriculares; y evaluaciones 
estandarizadas y de desempeño —estas últimas como parte de grandes transfor-
maciones en las carreras docentes—, entre otras medidas destacables. Claramente 
la profundidad de los cambios movilizó, en paralelo, reformas en el gobierno de los 
sistemas de educación y un crecimiento notable del financiamiento educativo. Este 
conjunto de iniciativas propias de cada realidad nacional ha sido acompañado, para 
cada uno de los países, de novedosas herramientas normativas que han generado 
amplias repercusiones estructurales al interior de los sistemas educativos.

Analizando en perspectiva las tres reformas reseñadas, se advierte que Perú 
incluye, con claro énfasis, un eje relevante orientado a instrumentar acciones  
vinculadas al cierre de brechas educativas, tales como la sustitución y mejora de 
la infraestructura educativa, y acciones complementarias de redireccionamiento 
y mejora de la política educativa, concernientes a la calidad de los aprendizajes y 
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la gestión eficaz del sistema escolar. De gran importancia ha sido, no obstante, la 
sanción de la Ley de Reforma Magisterial para la restructuración de la carrera do-
cente en aras de la revalorización y jerarquización profesional del rol en ese país. 

Chile presenta un conjunto normativo de mayor densidad que generó gran-
des cambios en la estructura escolar del país y que busca tener un profundo im-
pacto en la igualdad socioeducativa y la calidad de los aprendizajes. En este caso, 
la Ley de Inclusión Educativa es el gran pilar de la reforma educativa chilena y el 
mayor argumento legal para revertir las percepciones negativas que denostaban 
al sistema educativo chileno, caracterizado como segregador e inequitativo, y 
cambiar sus bases de sustentación. 

Ecuador es, entre los países analizados, el que más avanzó en cambios en 
la estructura del sistema educativo. Pero, además, este país ha redefinido los al-
cances y el carácter del derecho a la educación en su territorio, ha planteado un 
nuevo mapa de responsabilidades de cada uno de los actores del sistema y ha 
reorganizado sus prestaciones en pos de una educación equitativa y de calidad, 
combinando acciones políticas complementarias de mejora y grandes cambios 
estructurales, y recuperando la preocupación estatal por el sector. 

Cabe destacar que, de todas las reformas que aquí se analizan, la de Ecuador 
es la única que viene acompañada por la redacción de una nueva ley de educa-
ción, la Ley Orgánica de Educación Intercultural. 

Más allá de esta particularidad, Chile, Ecuador y Perú avanzaron en reformas 
que son claramente integrables en torno a tres ejes estructurales comunes: en 
primer lugar, la decisión de elegir la calidad de los aprendizajes como motor de 
estos procesos de reforma; en segundo lugar, las políticas de revalorización y re-
diseño de la carrera docente como un factor determinante para lograr mejoras en 
los aprendizajes: y, por último, las acciones orientadas a rediseñar las claves de la 
gestión del sistema, y de los establecimientos educativos.

La Reforma Educativa de México comparte estos tres ejes como elementos 
centrales de su transformación, por lo cual se suma a este conjunto de reformas 
conformando un nuevo perfil de acciones que, sin duda, emerge del debate que 
se desarrolla hoy en la región sobre las políticas educativas. La preocupación por 
la calidad, y la decisión de ponerla como el horizonte y el sentido de la Reforma, 
se manifiestan en la reescritura del artículo 3° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum), donde se señala que el Estado “garantizará 
la calidad en la educación obligatoria de manera que los materiales y métodos 
educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de 
los docentes y los directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los 
educandos”. La definición de la carrera docente como un factor central para el 
logro de la calidad es, sin duda, un elemento común a las otras reformas. Y la ne-
cesidad de avanzar hacia nuevas formas de gestión se plasma en el nuevo modelo 
educativo que representa el componente pedagógico institucional de la Reforma 
Educativa. Algunos aspectos la acercan más a la experiencia ecuatoriana, como 
por ejemplo tener como marco de la política educativa el hecho de que la edu-
cación es un derecho, la necesidad explícita de que el Estado retome la rectoría 
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de la política educativa y, ya en un plano institucional, la creación de institutos de 
evaluación autónomos: el inee en México y el Ineval en Ecuador. 

De cualquier modo, la reforma mexicana tiene también sus particularidades. 
No sólo conlleva un cambio en las principales leyes que establecen las reglas de 
juego de la política educativa, sino que este cambio incluyó —como ya se seña-
ló— la modificación del artículo 3° de la cpeum, hecho que fue posible gracias a un 
consenso político del más alto nivel. Es, además, una reforma que aborda la cues-
tión de la calidad con dos definiciones institucionales muy claras, que se despren-
den de sendas leyes, como son la Ley del inee (linee) —ya mencionada— y la Ley 
del Servicio Profesional Docente (lgspd). Por último, los cuatro países comparten un  
aspecto de la política educativa que es central en el debate educativo de la región: las 
evaluaciones de desempeño de los docentes: Perú, Ecuador y México las instauran  
partir de sus últimas reformas, Chile ya las había incorporado en 2003. 

Dos grandes desafíos para las políticas educativas  
de América Latina: niveles preescolar y secundaria 

Una de las grandes transformaciones que se han dado en los sistemas educativos 
de la región es la ampliación del ciclo obligatorio. Tras largas décadas de una 
estructura educativa centrada en la educación primaria, y con tramos obligatorios 
de entre seis y siete años de duración, este modelo se fue modificando a partir de 
las reformas educativas de los años noventa. 

Por un lado, se consideró que era fundamental que los estudiantes llegaran 
al nivel primaria con alguna experiencia educativa previa. Los estudios que mos-
traban el impacto que tiene, en el rendimiento del nivel primaria, haber cursado al 
menos un año de preescolar fueron contundentes en ese sentido, y paulatinamen-
te los países fueron incorporando este nivel en la educación obligatoria. Hoy hay 
países, como México, que ya proponen tres años de preescolar, al cual ingresan 
niñas y niños cuando tienen 3 años de edad. 

Por el otro, se fue incorporando el nivel secundaria como parte del ciclo obli-
gatorio. En una primera instancia se incorporó la secundaria baja (los tres primeros 
años, que suelen corresponder a las edades de 12 a 14 años) en la mayoría de los 
países. Hoy, 13 países de la región ya incluyeron la educación media superior. 

Esta ampliación del ciclo obligatorio representa múltiples desafíos. En prin-
cipio, para el Estado significa la necesidad de ampliar la oferta en términos de 
infraestructura, equipamiento y personal. Pero, además, lleva a la necesidad  
de desarrollar estrategias que permitan acercar a las escuelas y retener en ellas a 
grupos poblacionales que, históricamente, no accedían al nivel preescolar ni al de 
secundaria. De la mano de estas acciones de captación y retención del alumnado, 
se instala un tercer desafío, relacionado con la necesidad de desarrollar propues-
tas educativas que permitan a esta población lograr los aprendizajes esperados, 
y que los obtengan en contextos que se viven cada vez más heterogéneos desde 
el punto de vista económico y cultural. 

Todos los países de la región están, de un modo u otro, participando en pro-
fundos debates en torno a cuál es el formato institucional o el modelo educativo 
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para enfrentar el desafío de garantizar una educación preescolar o secundaria 
universal y de calidad. Para hacer un aporte al debate educativo en México, se 
presenta a continuación un mapeo de diferentes estrategias que se llevan a cabo, 
actualmente, en la región para abordar estos complejos retos. El desarrollo de 
esta sección toma como base los informes de seguimiento de las políticas edu-
cativas de América Latina que el iipe-unesco Buenos Aires lleva a cabo, a partir de 
la información sistematizada desde el Sistema de Información sobre Tendencias 
Educativas en América Latina (siteal).

 
a)	 La educación en la primera infancia

La educación infantil ocupa un lugar cada vez más destacado en la agenda edu-
cativa. En septiembre de 2015, los 193 Estados miembro de las Naciones Unidas 
aprobaron por unanimidad los 17 objetivos que conforman la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible. El objetivo 4 es: “Garantizar una educación inclusiva y equi-
tativa de calidad y promover oportunidades de aprendizaje permanente para to-
dos”. Una de las diez metas que contempla este objetivo es “Asegurar que todas 
las niñas y todos los niños tengan acceso a servicios de atención y desarrollo en la 
primera infancia y educación preescolar de calidad, a fin de que estén preparados 
para la enseñanza primaria” (onu, 2015). 

El nivel preescolar es el primer tramo educativo de los sistemas nacionales 
de educación. En Brasil, Ecuador, México, Nicaragua, Panamá, Perú y Venezuela 
el nivel inicial forma parte de la educación básica (eb). Está destinado a niñas y 
niños de, según el país, entre 45 días y 6 años de edad. En conjunto, este grupo 
poblacional, conformado por aproximadamente 72.8 millones de niñas y niños, 
representa un 11% de la población total. 

Según la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (cine), ela-
borada por la unesco, los programas educativos destinados a la primera infancia 
(cine 0) se caracterizan por su flexibilidad y enfoque holístico. El propósito de di-
chos programas es contribuir al “desarrollo cognitivo, físico, social y emocional del  
niño y familiarizar a los niños de corta edad con la instrucción organizada fuera  
del entorno familiar” (cine, 2013). 

Dentro de los programas educativos clasificados como cine 0, la unesco dife-
rencia los orientados al desarrollo educativo de la primera infancia (cine 0 10) y la 
educación preprimaria (cine 0 20). Los primeros están destinados a niñas y niños 
de entre 0 y 2 años, los segundos a niñas y niños desde los 3 años de edad hasta 
el inicio de la educación primaria. 

Los programas del nivel cine 0 se ofrecen en entornos institucionalizados (es-
cuelas, centros comunitarios, hogares) preparados para recibir grupos de niñas 
y niños. Se excluyen de este nivel iniciativas de educación informal (a cargo de 
padres, familiares o amigos) y los programas sin intención educativa centrados en 
la atención, nutrición y salud de niñas y niños.

Exceptuando a Cuba, el último año del nivel inicial es obligatorio en todos los 
países que conforman la región latinoamericana. En Honduras, México, Ecuador, 
Perú y Venezuela el tramo de escolarización obligatoria se inicia a los 3 años; en 
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Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Panamá y Uruguay, a  
los 4 años; y en Chile, República Dominicana, Colombia, Nicaragua y Paraguay,  
a los 5 años. 

Se observa una tendencia sostenida a extender el tramo obligatorio de edu-
cación hacia edades cada vez más tempranas. Venezuela fue pionera al establecer 
la obligatoriedad de la sala de 5 años en 1980, mientras que Argentina, Guatemala, 
Colombia y Panamá establecieron la obligatoriedad de la sala de 5 años duran-
te el primer lustro de la década de 1990; El Salvador, República Dominicana, 
Paraguay y Uruguay, durante el período 1996-1998; Perú y México, entre los años 
2003-2004; Nicaragua y Bolivia, antes de finalizar la década del año 2000; y Costa 
Rica, Ecuador, Honduras, Brasil y Chile fueron los últimos países de la región en 
establecer la obligatoriedad del último año del nivel inicial. 
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A mediados de la década de 2010, la tasa de escolarización de niñas y niños de 
5 años oscilaba entre 98.6% (Uruguay) y 31.4% (Guatemala). En siete países es in-
ferior a 98% y superior a 90% (México, Chile, Argentina, Ecuador, Venezuela, Perú 
y Brasil). En ocho países es inferior a 89% y superior a 71% (Colombia, Repúbli-
ca Dominicana, Panamá, Costa Rica, Paraguay, Honduras, El Salvador y Bolivia).  
En Nicaragua, la tasa de escolarización de niñas y niños de 5 años se ubica en 62%. 

Con excepción de Guatemala, la tasa de escolarización de niñas y niños de 
5 años se expandió durante el período 2005-2015. Destaca Paraguay, en donde 
prácticamente se duplicó. En Honduras, Perú, Costa Rica y Bolivia la proporción 
de niñas y niños escolarizados creció entre 43% y 55%. 

La tasa de escolarización de niñas y niños de los sectores socialmente más 
favorecidos y que residen en las áreas rurales es considerablemente más alta que 
la de sus pares de sectores menos favorecidos y que residen en áreas urbanas. 
En términos generales se observa que las brechas entre estratos sociales y áreas 
de residencia tienden a reducirse a medida que el nivel se expande. Aunque la 
brecha asociada al estrato social de origen y área de residencia continúa siendo 
amplia, se redujo considerablemente en prácticamente todos los países.

Los países latinoamericanos destinan al nivel inicial entre 3% (Nicaragua y 
Panamá) y alrededor de 16% (Chile y Perú) del gasto total en educación. En 
Guatemala, México, Uruguay y Brasil, el gasto en el nivel inicial representa alre-
dedor de 10% del total del gasto educativo; en Argentina, poco más de 8%; en 
El Salvador, Honduras y Venezuela, alrededor de 7%; en Paraguay y Costa Rica, 
alrededor de 6%; y en Colombia, Bolivia, Ecuador y República Dominicana, entre 
4% y 5%.
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Política educativa

En las leyes de educación se coincide en señalar que el nivel inicial apuesta al de-
sarrollo integral de niñas y niños, considerando aspectos cognitivos, lúdicos, so-
cioafectivos, lingüísticos, psicomotrices, y de identidad y pertenencia a la comuni-
dad. Para lograrlo se desarrollan experiencias pedagógicas y recreativas que dan 
continuidad a los procesos de las etapas previas (no escolarizadas, comunitarias o 
familiares). En este sentido, destaca el papel de la familia como primera instancia 
de socialización y aprendizaje, y se insta a su participación, así como también de 
la comunidad. Se mencionan, a su vez, las articulaciones con salud y nutrición.  
En algunos países, entre ellos Argentina y Paraguay, destaca su papel en preve-
nir y atender necesidades especiales y dificultades de aprendizaje. Los planes de 
desarrollo y educación apuntan al rol que tiene este nivel como punto de partida  
del sistema educativo y establecen entre los objetivos mejorar el acceso para lo-
grar su universalización. 

En dicho aspecto destacan las brechas existentes según los niveles socioe-
conómicos y la pertenencia a ámbitos urbanos o rurales. La inclusión y la igualdad 
de oportunidades adquieren fuerza en los argumentos de estos planes, y entre las 
metas principales se señala mejorar la calidad. 

El gobierno del nivel inicial es un plano en debate, fundamentalmente en los 
años no obligatorios, en tanto se evidencia un amplio abanico de instituciones y 
modalidades de gestión y funcionamiento. En la mayoría de los países priman es-
pacios de cuidado y educación de la primera infancia no formales, que represen-
tan un conjunto diverso y heterogéneo de instituciones —tanto gubernamentales 
como no gubernamentales—, en los que además de educación y desarrollo inte-
grales dirigidos a niñas y niños (generalmente de 45 días a 3 o 4 años) se brinda 
apoyo a las familias. 

En este tramo el gobierno de los servicios es ejercido por organismo es-
tatales encargados del diseño y la implementación de las estrategias para la 
atención integral de la primera infancia: Instituto del Niño y el Adolescente en 
Uruguay; Instituto Nacional de Atención Integral a la Primera Infancia en República 
Dominicana; Instituto de la Niñez y la Familia en Ecuador; Sistema Nacional pa-
ra el Desarrollo Integral de la Familia en México; Secretaría de Bienestar Social 
de la Presidencia, en Guatemala; Secretaria Nacional de la Niñez, Adolescencia y 
Familia, o el Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio de Salud en Argentina. 

El gobierno del tramo obligatorio es ejercido mayoritariamente por ministerios 
o secretarías de educación. En este sentido, los documentos de planificación de  
Honduras pretenden desarrollar un Plan de Oferta Educativa en las modalida-
des de Jardines, Centros de Educación Prebásica (cepb), Centros Comunitarios de 
Educación Prebásica (ccepreb) y Educación en Casa, para que niñas y niños de 5 
años de edad ingresen al año obligatorio de la educación prebásica. En Costa 
Rica se aclara que los servicios que brinda la Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil (Redcudi), son complementarios y no sustitutos de los servicios de educa-
ción estatal, y por lo tanto su financiamiento no podrá ser considerado dentro 
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del porcentaje del Producto Interno Bruto (pib) destinado constitucionalmente a 
la educación. 

En algunos países, como en Brasil, se adiciona la cuestión de las competen-
cias federales. El suministro de educación infantil es responsabilidad de los mu-
nicipios, por lo tanto, pueden crear, administrar o supervisar su propio sistema 
u optar por seguir el sistema estadual. Así, la atención en la educación infantil 
debe observar leyes y normas municipales, estatales y federales, como el Estatuto 
del Niño y del Adolescente (eca), las Directrices Curriculares Nacionales para la 
Educación Infantil (mec-cne 2009), entre otras. 

El caso de Chile es particular, ya que en 2015 —y en el marco de la Reforma 
Educacional— se aprobó la Ley 20835 que crea la Subsecretaría de Educación 
Parvularia: “Organismo rector que diseña y define la política integral de fortaleci-
miento del primer nivel educativo con estructuras y marcos regulatorios efectivos 
y una institucionalidad que facilita el derecho a una educación de calidad en las 
salas cuna, jardines infantiles y escuelas” (Ley 20835, 2015). Desde ese organismo 
se elaboró la Hoja de Ruta: Definiciones de Política para una Educación Parvularia 
de Calidad, con la que se pretende fortalecer la institucionalidad, con estructuras 
y marcos regulatorios. 

Chile destaca también por las diversas modalidades ofrecidas. La Junta 
Nacional de Jardines Infantiles (Junji) desarrolla el Programa Educativo Alternativo 
de Atención del Párvulo, cuyas modalidades funcionan en espacios habilitados 
por la comunidad que suscribe el convenio con la junji, en zonas de baja densi-
dad poblacional. Cuenta con jardín familiar, laboral, en comunidades indígenas y 
Centros Educativos Culturales de la Infancia (ceci). Además, desarrolla el Programa 
Educativo Transitorio para hijas e hijos menores de 6 años de familias que trabajan 
en el período estival que ofrece jardín de verano y jardín estacional con jornada 
simple o doble. 

Otras modalidades incluyentes que se desarrollan en diversos países son las 
aplicadas en hospitales y en complejos penitenciarios. En Bolivia, por ejemplo, se 
lanzaron los Centros de Apoyo Integral (caip), tanto en hospitales (para niñas, niños 
y adolescentes entre 3 y 14 años) como en cárceles. 

En Argentina destaca el fortalecimiento de la trayectoria escolar que em-
prenden niñas y niños en el nivel inicial a través de la articulación con el nivel 
primaria, nivelsecundaria, educación para adultos y las modalidades de educa-
ción especial, educación hospitalaria, educación rural, educación en contextos 
de encierro, educación intercultural bilingüe y artística. En el mismo sentido, 
en Uruguay, el Sistema de Evaluación Infantil Temprana (eit) busca intervenir de 
forma oportuna tratando de evitar que las dificultades en distintas dimensiones 
(habilidades cognitivas, lenguaje y comunicación, desarrollo físico y psicomotriz) 
terminen manifestándose demasiado tarde en la trayectoria escolar. 

Si bien la educación inicial conserva su especificidad y autonomía en algunos 
países, como es el caso de Perú, Panamá y Ecuador, sobresale la articulación con 
la educación primaria con la intención de asegurar una coherencia pedagógica y 
curricular, así como una adecuada transición entre niveles. 
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Los recursos que destinan los Estados a garantizar el acceso, la permanencia 
y los aprendizajes de la población dentro del sistema educativo se concentran en 
al menos cuatro focos de intervención. El primero de la política educativa son los  
docentes: la mayor parte de los recursos invertidos en educación se destina a la 
formación inicial y en servicio de los docentes y a salarios. El segundo foco de 
intervención es la infraestructura educativa: se destina un importante volumen  
de recursos a mantener, ampliar, rehabilitar, equipar y dotar de tecnología a la red de  
servicios educativos. Un tercer foco de intervención de la política educativa lo confi-
guran los recursos y las acciones que se destinan a definir los contenidos curriculares  
y a establecer modelos para su gestión en los centros educativos. Por último, se 
señala como un cuarto foco de intervención a todas aquellas acciones orientadas a 
dotar a la oferta del nivel preescolar con un carácter inclusivo y equitativo. 

a)	 Los docentes

La formación inicial de los docentes, su formación en servicio, la carrera docente 
y los sistemas para la evaluación de su desempeño son cuatro dimensiones clave 
de este capítulo de la política educativa. Los docentes constituyen uno de sus pi-
lares fundamentales y en ellos se concentra la mayor proporción del presupuesto 
educativo. En el caso del nivel inicial, la pretensión de universalizarlo y la conse-
cuente expansión de la matrícula hacen que aumente la demanda de docentes 
calificados. Además, es el nivel en el que la proporción docente/alumnos es más 
alta, debido a las mayores necesidades de las niñas y los niños de menor edad, 
tales como higiene, acompañamiento en la alimentación, entre otros. En muchos 
países, ante la escasez de egresados, se cubren cargos docentes con estudiantes  
que aún no han terminado su formación. En El Salvador se señala que existe so-
breoferta de docentes de educación básica y parvularia, pero son escasos los 
docentes con especialidades en áreas científicas, artísticas o bilingües (Plan El 
Salvador Educado 2016). Las modalidades bilingüe e intercultural también son 
privilegiadas en los documentos de planificación de Guatemala, priorizando la 
formación de docentes para este nivel.

Por estas razones, la mayor parte de los esfuerzos de los Estados en este foco 
se enmarca en la formación inicial de los docentes, con una gran variabilidad en la 
duración (entre dos y cuatro años), las modalidades (presencial, a distancia, etcé-
tera) y las instituciones que la brindan (terciarias, universitarias, escuelas normales 
y de gestión pública o privada). 

En Argentina, con la Ley de Educación de 2006 (artículo 75), se extendió la 
carrera a cuatro años de estudio; se estableció el desarrollo de prácticas docen-
tes presenciales; y se creó el Instituto Nacional de Formación Docente, cuyo fin 
es planificar y ejecutar, junto con las 24 jurisdicciones provinciales, políticas de 
formación docente inicial y continua de calidad que impacten en la mejora de los 
aprendizajes. En República Dominicana, con el objetivo de elevar la calidad edu-
cativa, se revisaron los programas de licenciatura en Educación Inicial, la cual se 
dicta en las universidades nacionales. 
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En Brasil, el Programa Proinfantil consiste en una alianza entre el Ministerio 
de Educación y los estados y municipios para la formación de docentes que ya 
están trabajando en educación infantil y sólo tienen el nivel fundamental comple-
to. Tiene una duración de dos años y el docente debe permanecer en ejercicio 
durante el curso.

A pesar de esa diversidad, los Ministerios de Educación asumen como tarea 
y priorizan que los docentes se formen bajo criterios comunes, y para esto se ob-
servan esfuerzos para la formación continua o en servicio. En Colombia, la actua-
lización y el perfeccionamiento de los docentes, sin que implique otra titulación 
para los maestros del sector público, es organizada y financiada por las entidades 
gubernamentales regionales, de manera que responda a necesidades priorizadas 
e identificadas en cada una de las entidades territoriales certificadas. En Paraguay 
se busca fortalecer la formación docente continua inicial y en servicio en la aten-
ción a la población indígena. Uruguay propone educación inicial de alta calidad 
teniendo en cuenta las características de la educación, la pertinencia y la riqueza 
de las experiencias educativas que tienen las niñas y los niños en esta etapa de 
escolarización. 

Se señalan a continuación (tabla 11) iniciativas de formación en las que se 
contempla a quienes se desempeñarán en educación inicial, y se indican aquellos 
casos en que hay un énfasis que apunta a consolidar la formación docente desde 
una perspectiva de equidad.
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Tabla 11	 Formación de docentes (inicial y en servicio).

Iniciativa Énfasis en inclusión y equidad

Educación Sexual Integral (Argentina) No se registra

Programa para la Transformación de la 
Calidad Educativa Todos a Aprender 

(Colombia)

Formación de tutores para fortalecer la 
interacción docente / Comunidad educativa

Unidades Educativas del Milenio y Programa 
de Infraestructura Educativa (Ecuador)

Áreas geográficas con alta concentración  
de niñas y niños socialmente vulnerables

Programa Nacional de Infraestructura  
para la Universalización de la Educación  

con Calidad y Equidad 
(Ecuador)

Áreas geográficas con alta concentración de 
niñas y niños socialmente vulnerables, con 

déficits de servicios educativos y con población 
indígena y afrodescendiente 

Sistema Integral de Tecnologías  
para la Escuela y la Comunidad 

(Ecuador)
No se registra

Programa Cerrando la Brecha  
del Conocimiento 

(El Salvador)
No se registra

Programa Maestros Comunitarios 
(Uruguay)

Formación de docentes tutores para el 
acompañamiento personalizado de estudiantes

Plan Ceibal 
(Uruguay) No se registra

Fuente: Sistema de Información sobre Tendencias Educativas en América Latina (siteal, s.f.) con base en 
documentos de normativas y políticas de cada país. 

b)	 Infraestructura y equipamiento

El segundo foco de intervención lo constituye la red de establecimientos educa-
tivos. Gran parte de la inversión que los Estados destinan a la educación inicial se 
orienta al sostenimiento, mejoramiento y extensión de una red de servicios edu-
cativos robusta, regulada y adecuada para la atención de la demanda educativa. 
Algunas de las dimensiones clave en este foco de intervención son la construcción 
de establecimientos educativos, su infraestructura, equipamiento y conectividad. 

Los programas de inversión en infraestructura y equipamiento de estable-
cimientos educativos forman parte de la política educativa regular de práctica-
mente todos los países de la región. La pretensión de universalizar el nivel inicial 
requiere de la construcción de establecimientos y los esfuerzos de los estados se 
evidencian en ese aspecto (tabla 12). Los documentos de planificación de Costa 
Rica refieren a las cuestiones presupuestarias que conlleva esta dimensión, seña-
lando que se distribuirá equitativamente el presupuesto de educación y se au-
mentará el porcentaje de inversión en educación en primera infancia.

Sumada a la carencia de centros escolares o aulas acordes a la matrícula, 
varios países de la región, entre los que destacan Brasil y El Salvador, diagnosti-
can condiciones precarias de los ambientes destinados a niñas y niños menores 
de 6 años y escasez de servicios públicos en el entorno (agua, energía eléctrica, 
cloacas). Brasil desarrolla el Programa Nacional de Reestructuración y Adquisición 
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de Equipos de la Red Escolar Pública de Educación Infantil, por el cual transfie-
re recursos a los municipios para construcción, reestructuración y adquisición de 
equipamiento y mobiliario de guarderías y preescolares públicos, además de en-
viar el proyecto arquitectónico de la guardería al municipio. El Plan El Salvador 
Educado describe que la infraestructura existente resulta deficiente en muchos 
casos y carece de un diseño arquitectónico accesible y diferenciado de acuerdo 
con la condición de género, física, discapacidad y de edad. La política de infraes-
tructura educativa establece tres principios guías: la infraestructura como medio  
para la calidad educativa; la infraestructura como instrumento coadyuvante del 
modelo pedagógico, y la infraestructura como mecanismo de cumplimiento  
del enfoque de derechos (inclusión, equidad y protección).

Los establecimientos de nivel inicial requieren de cierto equipamiento ade-
cuado a las edades de los alumnos, tales como mesas y sillas, colchonetas, cunas 
o similar para reposo, pisos plásticos, lugar especial para la higiene y la alimenta-
ción, entre otros, así como de ciertas consideraciones respecto al mobiliario y la 
estructura general para evitar accidentes. Asimismo, la observación del lugar per-
mite identificar muros no peligrosos con los edificios lindantes, seguridad y lejanía 
de las calles, así como ausencia de lugares peligrosos para los pequeños como 
zanjas o pozos. Un ejemplo detallado de estas condiciones lo constituye la Circular 
Normativa para Establecimientos de Educación Parvularia de la Superintendencia 
de Educación de Chile. En República Dominicana destaca la búsqueda de garan-
tizar la accesibilidad para la población infantil con discapacidad, para lo cual el 
Ministerio de Educación y el Instituto Nacional de Atención Integral a la Primera 
Infancia diseña centros que incluyen rampas de accesibilidad y baños especializa-
dos para niñas y niños con discapacidad.

El equipamiento en este nivel se centra en recursos didácticos y materiales 
de apoyo para los docentes. La mayoría de los Ministerios de Educación dota de 
estos insumos a los establecimientos públicos. En algunos aspectos existen pla-
nes específicos como el Plan Nacional de Lectura en Argentina, a través del cual el 
Ministerio de Educación nacional edita y distribuye material literario y pedagógico 
para docentes y alumnos de todos los niveles y de todo el país. Centrándose en la 
promoción del juego —objetivo de la ley de educación—, también se desarrollan 
ludotecas escolares (juegos, juguetes y materiales específicos para nivel inicial).

El acceso a la tecnología es menos relevante que en otros niveles, aunque 
se encuentran programas tales como Tablet para Educación Inicial en Chile y el 
Programa Nacional de Tecnologías Móviles (pntm) Tecno@prender, en Costa Rica. 
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Tabla 12	 Infraestructura, equipamiento y dotación de tecnología

Iniciativa Énfasis en inclusión y equidad

Programa de Apoyo a la Política de Mejoramiento 
de la Equidad Educativa 

(Argentina)
No se registra

Proyectos de Telecentro Educativos Comunitarios 
(Bolivia) No se registra

Centros de Apoyo Integral Pedagógico (caip) 
(Bolivia) 

Niñas y niños que residen en centros 
penitenciarios

Programa para la Transformación de la Calidad 
Educativa Todos a Aprender 

(Colombia)
No se registra

Programa Nacional de Informática Educativa 
(pronie-mep-fod) (Costa Rica) No se registra

Unidades Educativas del Milenio y Programa  
de Infraestructura Educativa 

(Ecuador)

Áreas geográficas con alta concentración  
de niñas y niños socialmente vulnerables

Sistema Integral de Tecnologías para la Escuela  
y la Comunidad (Ecuador) No se registra

Programa Nacional de Infraestructura  
para la Universalización de la Educación  

con Calidad y Equidad 
(Ecuador)

Áreas geográficas con alta concentración 
de niñas y niños socialmente vulnerables, 
con déficits de servicios educativos y con 
población indígena y afrodescendiente 

Programa Cerrando la Brecha del Conocimiento 
(El Salvador) No se registra

Programa Presidencial. Una Niña, un Niño,  
una Computadora 

(El Salvador)
No se registra

Programa para la Inclusión y la Equidad Educativa 
(México)

Adecuación de los establecimientos 
educativos para estudiantes que viven con 

discapacidad

Mi Escuela Primero 
(Panamá) No se registra

Programa Nacional de Infraestructura Educativa 
(pronied) 

(Perú)
No se registra

Plan Ceibal 
(Uruguay) No se registra

Fuente: Sistema de Información sobre Tendencias Educativas en América Latina (siteal, s.f.) con base en 
documentos de normativas y políticas de cada país. 
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c)	 Marco curricular

Las consideraciones sobre aprendizajes en este nivel se centran en la importancia 
del aprendizaje y la estimulación temprana para el desarrollo integral y para evitar 
el fracaso en el nivel primaria. Estos aprendizajes se logran a través de actividades 
curriculares o núcleos de aprendizaje específicos con fundamentos pedagógicos 
y a través de las actividades de sueño, higiene y alimentación instalando rutinas y 
pautas básicas (tabla 13). 

Se pueden señalar iniciativas que merecen ser tomadas en cuenta. Por ejem-
plo, cabe destacar el Plan Nacional de Desarrollo Integral de la Primera Infancia 
(pndipi) 2011-2020 Todos y Todas por la Primera Infancia en Paraguay, que se centra 
en los aprendizajes significativos relacionados con el juego; el manejo del mundo 
fantástico de la primera infancia y su relación con la realidad; y la comprensión de 
su identidad personal, familiar, comunitaria, en la relación con el entorno social  
y natural. 

Experiencias de temáticas particulares se visualizan en Colombia a partir de 
la Cátedra de Estudios Afrocolombianos, creada por la Ley 70 de 1993, que esta-
blece su carácter obligatorio en el área de Ciencias Sociales en todos los estable-
cimientos educativos estatales y privados que ofrezcan los niveles de preescolar, 
básica y media. En el mismo sentido se desarrolla la Cátedra de la Paz.

En Bolivia se presenta el programa de estudio, cuya organización curricular 
establece campos de saberes y conocimientos —cosmos y pensamiento; co-
munidad y sociedad; vida, tierra y territorio; ciencia, tecnología y producción—  
y permite la articulación de contenidos con la realidad, con las problemáticas eco-
nómicas, socioculturales y de la vida cotidiana, permitiendo una visión integral 
y holística del conocimiento de manera operativa rompiendo de esta manera la 
manera fragmentada de abordar los contenidos.
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Tabla 13	 Currículo, modelo de gestión y modalidades educativas

Iniciativa Énfasis en inclusión y equidad

Centros de Apoyo Integral Pedagógico (caip)
(Bolivia)

Modalidad educativa y currículum 
adaptado a niñas y niños que residen 

en centros penitenciarios

Programa para la Transformación de la Calidad 
Educativa Todos a Aprender

(Colombia)

Modelo de gestión orientado a la 
inclusión basado en tutorías

Programa Nacional de Etnoeducación (Colombia) Modalidad educativa orientada  
a grupos étnicos

Educación de la Sexualidad con Enfoque de Género  
y Derechos Sexuales

(Cuba)
No se registra

Sistema Integral de Tecnologías para la Escuela  
y la Comunidad

(Ecuador)

Contenidos digitales en lenguas 
indígenas

Sistema Integrado de Escuela Inclusiva de Tiempo 
Pleno 

(El Salvador)

Modelo de gestión orientado  
a la inclusión basado, entre otras 

estrategias, en la extensión  
de la jornada escolar

Educación Integral de la Sexualidad (eis) 
(El Salvador) No se registra

Programa Hondureño de Educación Comunitaria 
(Proheco) 

(Honduras)

Oferta educativa de base comunitaria 
en áreas geográficas de difícil acceso 

y alta concentración de población 
socialmente vulnerable

Programa de Educación Inicial y Básica  
para la Población Rural e Indígena 

(México)

Oferta educativa de base comunitaria 
en áreas geográficas con alta 

concentración de población indígena

Escuelas de Tiempo Completo (etc) (Uruguay) Modalidad educativa destinada a 
población socialmente vulnerable

Educación Sexual Integral 
(Argentina) No se registra

Fuente: Sistema de Información sobre Tendencias Educativas en América Latina (siteal, s.f.) con base en 
documentos de normativas y políticas de cada país.

d)	 Equidad e inclusión

Las acciones orientadas a generar condiciones para sostener la escolarización an-
te situaciones o contextos desfavorables, o para lograr la asistencia a pesar de la 
nula o incipiente obligatoriedad configuran un cuarto foco de intervención. Las 
carencias materiales persistentes y la escasa importancia asignada por las familias 
al nivel inicial se encuentran entre las dimensiones más destacadas. 

Una gran parte de los obstáculos para lograr la universalización del nivel ini-
cial es la poca importancia que asignan las familias, principalmente en sectores 
de menor nivel socioeconómico, a esta educación. Si bien parte del escaso inte-
rés se puede asociar a la no obligatoriedad, se encuentran también resistencias 
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vinculadas a las opiniones o al desconocimiento sobre la importancia de los 
aprendizajes a temprana edad. 

Por tanto, en la región latinoamericana pueden señalarse intervenciones 
orientadas a incrementar este interés en las familias, y otra serie está relacionada 
con las condiciones para dar atención integral a niñas y niños. 

En las primeras podemos destacar las estrategias de Paraguay para lograr el 
mejoramiento de la educación preescolar y del primer ciclo de la educación básica  
indígena, en su contexto sociocultural, a favor del desarrollo infantil indígena, con  
enfoque de derechos e inclusivo, que enfatizan la sensibilización a familias y  
comunidades sobre la importancia de la atención de niñas y niños de 3 y 4 años 
de edad. 

En Chile se desarrolla un amplio paquete de acciones para la promoción del 
desarrollo infantil en la ciudadanía en general, tales como el portal web www.cre-
cecontigo.cl, que entrega información y contenidos educativos acerca del desa-
rrollo infantil temprano; Fono Infancia, que brinda orientación telefónica gratuita, 
confidencial y de cobertura nacional, cuyo objetivo es disponer de un espacio 
abierto dirigido a toda la población para consultas y atención especializada en 
materia de infancia, familia y maltrato infantil, así como programas de radio y de 
televisión orientados al mismo fin.

Entre las estrategias del segundo grupo se encuentran algunas que actúan 
directamente en la generación de condiciones que inciden en la asistencia escolar, 
tales como programas de transporte escolar, programas de transferencias condi-
cionadas cuya contraprestación es la asistencia a clase o el Subsidio Único Familiar 
en Chile y los programas de alimentación escolar. En Colombia, por ejemplo, el 
Programa de Alimentación Escolar no sólo suministra alimentos, sino que procura 
formar hábitos alimentarios y estilos de vida saludables. En algunos países, princi-
palmente de Centroamérica estas acciones se enmarcan en programas de lucha 
contra la desnutrición infantil. En Brasil, el Programa Nacional de Alimentación 
Escolar ha tenido una modificación que determinó la adecuación a los patrones 
de alimentos de los pueblos indígenas y de comunidades quilombolas. 

Por otro lado, se destacan otros esfuerzos que llevan a cabo los Estados y que 
tienen como fin la generación de condiciones para sostener la escolarización y la 
atención integral de niñas y niños, como las leyes y los planes de prohibición del 
trabajo infantil; los programas de inmunizaciones —cuyas vacunas en los esque-
mas nacionales de vacunación son fundamentales en los primeros seis años y se 
controla su cumplimiento en los establecimientos educativos—, y las normativas y 
los programas para atacar y prevenir las distintas formas de violencia. 

Un ejemplo sobre este último se encuentra en Perú, donde se promueven 
prácticas adecuadas de crianza y métodos de disciplina sin violencia a través 
de consejerías a familias que buscan ayudar a la madre (y a otros miembros de 
la familia) a proporcionar un cuidado responsable y competente. En República 
Dominicana la Campaña Nacional de Crianza Positiva tiene por objetivo ampliar 
el apoyo y la orientación a los progenitores y a la familia con el fin de que pue-
dan desarrollar una paternidad y maternidad responsable para reducir la violen-
cia intrafamiliar. Asimismo, busca apoyar a directores, docentes, orientadores y 
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personal auxiliar de la escuela en la mejora de sus competencias y habilidades 
para el manejo de métodos no violentos de enseñanza, disciplina e intervención 
relacionada con la violencia entre pares.

b)	 La educación secundaria

Así como el nivel inicial, en las metas del objetivo 4 de la Agenda 2030 para el De-
sarrollo Sostenible se contempla la educación secundaria. De este modo, se insta a 
los Estados a “Asegurar que todas las niñas y todos los niños terminen la enseñanza 
primaria y secundaria, que ha de ser gratuita, equitativa y de calidad y producir re-
sultados de aprendizaje pertinentes y efectivos” (onu, 2015), así como a: 

[…] asegurar que todos los alumnos adquieran los conocimientos teóricos y 
prácticos necesarios para promover el desarrollo sostenible, entre otras cosas 
mediante la educación para el desarrollo sostenible y los estilos de vida sos-
tenibles, los derechos humanos, la igualdad de género, la promoción de una 
cultura de paz y no violencia, la ciudadanía mundial y la valoración de la diver-
sidad cultural y la contribución de la cultura al desarrollo sostenible. (onu, 2015)

El nivel secundaria es el tercer tramo educativo de los sistemas nacionales de 
educación. La edad de referencia de esta enseñanza abarca, según el país, a los 
adolescentes y jóvenes de entre 11 y 17 años. En conjunto, este grupo poblacio-
nal, conformado por aproximadamente 75.7 millones de adolescentes y jóvenes, 
representa 12% de la población total.

La Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (cine), elaborada 
por la unesco, divide el nivel secundaria en dos tramos: secundaria inferior 
(cine 2) y secundaria superior (cine 3).

El requisito para acceder a la secundaria inferior es haber completado y aproba-
do el nivel primaria. Los programas educativos de la secundaria inferior suelen 
estar destinados a reforzar los aprendizajes del nivel primaria. Por lo general, 
tiene una duración de tres años y sienta las bases para el desarrollo humano y el 
aprendizaje a lo largo de la vida. Suele apoyarse en asignaturas impartidas por 
docentes que recibieron formación pedagógica en contenidos específicos. Un 
mismo grupo de alumnos puede contar con varios profesores especializados.  
En algunos países los programas educativos de la secundaria inferior contemplan 
contenidos vocacionales.

Exceptuando Nicaragua, la secundaria inferior forma parte del tramo obliga-
torio de escolarización de todos los países de la región. En Brasil, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela 
la secundaria inferior forma parte de la educación básica. 

El requisito para acceder a los programas educativos clasificados por la unes-
co como secundaria superior (cine 3) es haber completado la secundaria inferior. 
El propósito de la secundaria superior es preparar a los estudiantes para el nivel 
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superior o desarrollar habilidades orientadas al mundo del trabajo. Por lo general 
tiene una duración de tres años. Un rasgo destacado de estos programas es que, 
respecto al tramo anterior, se acentúa la diversificación y especialización de los 
contenidos curriculares. Es frecuente que los docentes se hayan formado y espe-
cializado en asignaturas y campos de conocimiento específicos (tabla 14). 

En Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, Honduras, México, 
Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela, la secundaria supe-
rior forma parte del tramo de escolarización obligatorio. En Brasil, Ecuador, Perú y 
Venezuela la secundaria superior forma parte de la educación básica. 

Venezuela estableció la obligatoriedad de la secundaria superior en 1999; 
Chile y Perú, en 2003; Argentina, en 2006; Ecuador, en 2008; Bolivia, Brasil y 
Uruguay, en 2009; República Dominicana y Paraguay, en 2010; Honduras y Costa 
Rica, en 2011, y México, en 2012. 

Tabla 14	 Estructura del nivel secundaria (cine 2 y 3) según el país, 2018 

País
11

Edad (en años) Año en que se 
establece la 

obligatoriedad 
de la secundaria 

superior
12 13 14 15 16 17

Argentina (a)
DO   Secundaria (ciclo 

básico)
Secundaria (ciclo 

orientado) 2006
OB   Obligatorio

Bolivia 
DO   Educación secundaria comunitaria 

productiva 2009
OBL   Obligatorio

Brasil
DO Enseñanza fundamental Enseñanza media

2009
OBL Obligatorio

Chile
DO   Educación media: 4 a. formación general 

común y 2 a. formación diferenciada 2003
OBL   Obligatorio

Colombia

DO Educación básica 
secundaria 

Educación 
media

  n/c

OBL Obligatorio No 
obligatorio

Costa Rica

DO  
Educación general básica -  
Media y media diversificada  

2011

OBL  
Obligatorio (Art. 8 de La ley y 78 
de la Constitución, reforma 2011)  

Cuba
DO   Educación general 

secundaria básica Ciclo medio superior
n/c

OBL   Obligatorio No obligatorio
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País
11

Edad (en años) Año en que se 
establece la 

obligatoriedad 
de la secundaria 

superior
12 13 14 15 16 17

Ecuador
DO   Educación general 

básica (tercer ciclo)
Bachillerato general 

unificado 2008
OBL   Obligatorio

El Salvador
DO  

 

Educación básica 
(tercer ciclo)

Educación 
media

n/c
OBL   Obligatorio No 

obligatorio

Guatemala
DO  

 

Educación media 
básica

Educación 
media 

diversificada n/c

OBL   Obligatorio No 
obligatorio

Honduras
DO   Educación básica Educación 

media  
2011

OBL   Obligatorio  

México
DO   Educación básica 

secundaria Media superior
2012

OBL   Obligatorio

Nicaragua
DO   Educación secundaria regular  

n/c
OBL   No obligatorio  

Panamá
DO   Educación 

premedia Educación media
n/c

OBL   Obligatorio No obligatorio

Paraguay
DO   Educación escolar 

básica (tercer ciclo) Educación media
2010

OBL   Obligatorio

Perú
DO   Secundaria  

2003
OBL   Obligatorio  

República 
Dominicana

DO   Nivel 
básico Nivel medio 

2010
OBL   Obligatorio

Uruguay
DO   Educación media 

básica
Educación media 

superior 2009
OBL   Obligatorio

Venezuela 
DO   Media  

1999
OBL   Obligatorio  

DO: Denominación original.
OB: Tramo de escolarización obligatorio.
(a) Las jurisdicciones pueden decidir entre dos opciones: primaria y secundaria de 6 años cada una o primaria  
de 7 años y secundaria de 5 años.
Fuente: Sistema de Información sobre Tendencias Educativas en América Latina (siteal, s.f.) con base  
en la normativa de cada país.
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A mediados de la década de 2010, la tasa de escolarización de los adolescen-
tes de entre 12 y 14 años superaba 91% en 15 de los 18 países latinoamericanos 
considerados. Los extremos se sitúan en Chile (99.5%) y Honduras (76.9%). La tasa 
de escolarización de adolescentes de entre 15 y 17 años oscilaba entre 78% y 88% 
en 11 de las 18 naciones de la región. Los extremos se sitúan en Chile (95.5%) y 
Nicaragua junto a Honduras (53%). 

Durante el período 2005-2015, la proporción de personas de entre 25 y 35 
años que completaron el nivel secundaria creció en todos los países examinados. 
Entre ellos destaca Bolivia, en donde dicho porcentaje se duplicó. En el extremo 
opuesto se sitúan Uruguay y Guatemala, con un incremento de alrededor de 14%. 

A mediados de la década de 2010, la proporción de personas de entre 25 
y 35 años que concluyeron el nivel secundaria oscilaba entre 84.4%, en Chile, y 
19.9%, en Guatemala; en Perú, Argentina, Colombia, Brasil, Venezuela y Bolivia, 
entre 71% y 60%; en Panamá, Paraguay, República Dominicana y Ecuador, entre 
54% y 58%; en México y Costa Rica, entre 45% y 48%; en El Salvador y Uruguay, 
entre 38% y 41%; y en Honduras y Nicaragua, menos de 25% de la población  
de entre 25 y 35 años completó el nivel secundaria. 

En 2015, el Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos (pisa) de la 
ocde evaluó los conocimientos y las habilidades en Ciencias de los estudiantes de 
15 años en 10 países latinoamericanos. En Chile y Uruguay alrededor de la mitad 
tuvo bajo desempeño. Esta proporción fue de aproximadamente 60% en México 
y Costa Rica; osciló entre 66% y 70% en Perú, Argentina, Colombia y Brasil; en 
Panamá se acercó a 79%, y en República Dominicana, a 90% (tabla 15). 
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Tabla 15	 Tasa de escolarización de adolescentes de entre 12 y 17 años, porcentaje 
de personas de entre 25 y 35 años que completaron el nivel secundaria y 
porcentaje de estudiantes de 15 años con bajo desempeño en Ciencias. 
América Latina, cca. 2015

País

Tasa de escolarización 
(cca. 2015)

Porcentaje de personas 
de entre 25 y 35 años 
que completó el nivel 

secundario

Porcentaje de 
estudiantes 

con bajo 
desempeño en 
Ciencias (2015)12 a 14 

años
15 a 17 
años cca. 2015 Variación 

2005 - 2015

Argentina 98.0 88.5 69.7 22.4 66.5 (a)

Bolivia (EP) 94.5 86.8 59.2 99.9 s/d

Brasil 98.0 85.2 62.6 42.6 70.3

Chile 99.5 95.5 84.3 53.7 49.4

Colombia 94.5 78.0 68.2 44.9 66.3

Costa Rica 97.0 85.7 47.6 30.3 62.5

Ecuador 96.0 83.9 53.8 16.9 s/d

El Salvador 91.3 73.5 40.7 68.1 s/d

Guatemala 81.0 53.1 19.9 14.1 s/d

Honduras 76.9 53.5 24.3 34.2 s/d

México 93.8 75.2 45.1 29.8 56.6

Nicaragua 84.4 57.9 23.4 62.0 s/d

Panamá 96.1 82.8 58.1 15.4 78.8 (b)

Paraguay 94.5 79.5 56.7 58.9 s/d

Perú 95.4 76.6 71.5 26.4 66.2

República Dominicana 98.2 83.9 53.9 33.0 90.5

Uruguay 96.2 82.1 37.9 13.9 52.0

Venezuela (RB) 95.5 78.4 60.1 73.3 s/d

Nota: La información de Argentina corresponde sólo a áreas urbanas.
Fuente: Sistema de Información sobre Tendencias Educativas en América Latina (siteal, s.f.), con base en 
Encuestas de hogares de cada país del Centro de Información para la Mejora de los Aprendizajes (cima-bid, s.f.) y 
pisa-ocde (a) dato de 2012 (b) dato de 2009.

Política educativa

Las políticas orientadas al sostenimiento del nivel secundaria son, en gran medi-
da, equivalentes a las del conjunto de la educación básica, y en gran medida a  
las mencionadas en el nivel inicial. Puede destacarse que las agendas relativas  
a la definición de los marcos curriculares, la formación de los docentes y la  
infraestructura, el equipamiento y la conectividad de las escuelas son cada vez 
más transversales al conjunto de los niveles educativos que constituyen el ciclo 
escolar obligatorio. Aun con la especificidad que cada nivel tiene, el conjunto de la  
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política se aborda, en general, desde los mismos marcos institucionales, las mis-
mas asignaciones presupuestarias y de forma articulada. 

No pasa lo mismo con las acciones orientadas a generar condiciones para 
sostener la escolarización ante situaciones o contextos desfavorables, o para res-
tituir el derecho a la educación de adolescentes, jóvenes y adultos con trayecto-
rias escolares inconclusas. En el caso de la educación secundaria, las carencias 
materiales persistentes en las familias de sus estudiantes, el trabajo orientado al 
mercado o al cuidado y las violencias se encuentran entre las dimensiones más 
destacadas a abordar. 

Una gran parte de los obstáculos que tensionan las trayectorias escolares 
de los adolescentes se encuentra fuera del sistema educativo. En la región, se 
registra un profuso abanico de intervenciones orientadas a sostener y a generar 
condiciones que posibiliten la escolarización ante situaciones o contextos que las 
tensionan. Gran parte de estos programas se concentran en la dimensión material 
de los procesos de escolarización. En muchos casos, las dificultades que encuen-
tran los adultos de las familias en donde residen niñas, niños y adolescentes para 
generar un flujo suficiente y constante de ingresos se relacionan con su incorpora-
ción temprana a actividades orientadas a complementar los ingresos familiares o 
atender la demanda de cuidado directo de los miembros dependientes, general-
mente, de niñas y niños pequeños. 

El trabajo orientado al mercado y al cuidado en la infancia y la adolescencia 
configura contextos desfavorables a la escolarización, en tanto restringe el tiem-
po y las motivaciones que niñas, niños y adolescentes tienen hacia la escuela.  
En consecuencia, muchas de las intervenciones que atienden la dimensión material  
de los procesos de escolarización extienden sus objetivos hacia desincentivar la 
incorporación temprana, fundamentalmente entre los adolescentes, en activida-
des remuneradas o de cuidado directo. 

Muchas de estas intervenciones se gestionan por fuera de los ministerios 
de educación. Es el caso de los programas de transferencias condicionadas, por 
ejemplo, que constituyen una pieza fundamental de los sistemas de protección 
social. Esta estrategia de política, ampliamente extendida en la región, se asienta 
en la transferencia de recursos monetarios a las familias socialmente más vulnera-
bles, en donde residen niñas, niños y adolescentes. Para acceder al beneficio, los 
adultos responsables del cuidado de dicho sector deben presentar regularmente 
certificados de asistencia a clases, y controles de salud y vacunación. Se señalan a 
continuación las principales iniciativas de transferencias de recursos a estudiantes 
y sus familias (tabla 16). 



La política educativa de México desde una perspectiva regional

112

Tabla 16 	 Transferencia directa de ingresos y bienes orientada a la inclusión  
y equidad

Iniciativa País
Asignación Universal por Hijo (auh) Argentina

Programa Nacional de Alimentación Complementaria 
Escolar Bolivia

Programa Bolsa Familia / Programa Nacional  
de Alimentación Escolar / Programa Nacional del Libro 

Didáctico 
Brasil

Bono Logro Escolar / Beca de Apoyo a la Retención 
Escolar Chile

Programa de Alimentación Escolar / Más Familias  
en Acción / Avancemos Colombia

Programa de becas / Programa de Alimentación y 
Nutrición Escolar / Programa Transporte estudiantil Costa Rica

Bono de Desarrollo Humano / Programa de Alimentación 
Escolar Ecuador

Programa de Vaso de Leche Escolar / Dotación de 
Uniformes, Zapatos y Útiles Escolares / Programa 

Alimentación y Salud / Sistema Integrado de Escuela 
Inclusiva Tiempo Pleno 

El Salvador

Mi Bono Seguro / Programa Tarjeta para Alimentos / 
Comprometidos con Primero Guatemala

Bono Vida Mejor / Programa Escuelas Saludables Honduras

Programa Albergues Escolares Indígenas / Programa 
Libros de Texto / Programa Inclusión Educativa México

Programa Beca Universal Panamá

Programa de Provisión de Útiles Escolares /  
Programa Tekoporá / Escuela Viva Paraguay

Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres-
Juntos / Jornada Escolar Completa Perú

Programa de Alimentación Escolar (pae) República Dominicana

Fuente: Sistema de Información sobre Tendencias Educativas en América Latina (siteal, s.f.) con base en 
documentos de normativas y políticas de cada país (2018).

En la órbita de los Ministerios de Educación también se registran programas que 
hacen foco en la dimensión material de los procesos de escolarización, transfirien-
do recursos monetarios a los estudiantes en la forma de becas y subsidios, útiles 
escolares, transporte o alimentación. Un ejemplo de este tipo de intervenciones 
es el Programa de Alimentación y Salud Escolar de El Salvador, que ofrece un 
refrigerio diario durante las primeras horas de la jornada escolar con el propósito 
de mejorar el estado nutricional de los estudiantes, a fin de propiciar mejores con-
diciones de aprendizaje y elevar los índices de asistencia a clases y permanencia 
en el sistema escolar. 

La maternidad y la paternidad en la adolescencia es otra de las situaciones 
que interfieren con los procesos de escolarización dado que, entre otras dificul-
tades, incrementa la carga de cuidado directo y las exigencias económicas que 
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enfrentan los adolescentes y sus familias. Se registran dos tipos de intervenciones: 
las orientadas a desincentivar la maternidad y paternidad en la adolescencia, y las 
que desarrollan acciones para que la nueva condición no desencadene la inte-
rrupción de la trayectoria escolar. 

En República Dominicana, el Ministerio de Educación impulsa el Programa 
Bebé, Piénsalo Bien. Su objetivo es prevenir la maternidad y la paternidad en 
la adolescencia, así como crear capacidades en los adolescentes y sus familias.  
Para lograrlo, se entregan simuladores de bebé con la finalidad de que los ado-
lescentes experimenten los roles y responsabilidades que conlleva la paternidad 
o maternidad. En el marco del programa se realizan encuentros con padres y ma-
dres de los estudiantes, en donde se conversa sobre las consecuencias de dicha 
situación y se ofrece información sobre la pedagogía de la sexualidad. 

En Argentina, el Ministerio de Educación de la Ciudad de Buenos Aires ofrece 
el Programa para la retención escolar de alumnas madres, embarazadas y padres en  
las escuelas medias de gestión estatal. El foco de dicho programa está puesto  
en generar las condiciones para que la maternidad y la paternidad no impliquen la 
ruptura del lazo con el sistema educativo. Se brinda asistencia técnico-pedagógi-
ca a las escuelas y se realizan talleres de reflexión. Las escuelas bajo el programa 
cuentan con un referente institucional capacitado para acompañar a los padres 
y madres adolescentes, sensibilizar al conjunto de agentes educativos y articular 
acciones con otras áreas del Estado para, por ejemplo, facilitares el acceso a ser-
vicios de apoyo al cuidado y educación para la primera infancia. 

América Latina cuenta con larga tradición en el desarrollo de intervenciones 
orientadas a la restitución del derecho a la educación. La educación de perso-
nas jóvenes y adultas constituye una modalidad dentro del sistema educativo 
en prácticamente todos los países de la región. A la par, se registran numerosas  
experiencias orientadas a la reincorporación de estudiantes con trayectorias  
escolares inconclusas hasta al menos la finalización del nivel medio para pobla-
ciones particularmente vulnerables. Entre ellas, personas privadas de la libertad, 
migrantes, personas expuestas a desplazamientos forzados, indígenas y afrodes-
cendientes. Una de las características más destacadas de estos programas es 
que, analizados en conjunto, combinan una amplia diversidad de tecnologías de  
política. Entre las más frecuentes se encuentran la transferencia de recursos  
monetarios, modelos de educación flexibles —reducción de la jornada escolar, 
del régimen de asistencias, entre otros aspectos— y modalidades de curso semi-
presenciales o a distancia. 

Las violencias fuera de la escuela —en la comunidad y en el entorno fami-
liar— y en su interior —violencia institucional hacia los estudiantes, entre pares, y 
entre profesores y estudiantes— ocupan un lugar cada vez más destacado en los 
documentos de planificación, específicamente entre las situaciones y contextos  
que tensionan las trayectorias escolares de adolescentes y jóvenes. Una expe-
riencia destacada para la prevención de las violencias en el entorno escolar se  
encuentra en Brasil. El foco del Programa de Prevención a la Violencia Escolar está  
puesto en la convivencia escolar y en el sentido de pertenencia de los estudian-
tes con las escuelas. 
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c)	 Consideraciones finales

México está abordando las agendas de la educación preescolar y del nivel se-
cundaria de un modo diferente. En relación con la educación preescolar, América 
Latina avanzó sustantivamente en articularla en una agenda de protección integral 
de la primera infancia. Casos como los de Cuba, Colombia o Chile crearon prece-
dentes que son hoy referencia en la agenda política de la región. 

México es de los pocos países que tiene una escasa participación en dicho 
debate y se expresa en la debilidad de las políticas integrales para la primera in-
fancia. Existe cierta diferencia entre el modo en que México aborda esta agenda 
respecto al resto de los países, y es aquí donde la experiencia internacional puede 
representar un aporte importante al debate local. 

Distinto es el panorama en la educación secundaria. Con respecto a este ni-
vel, toda la región se encuentra en un momento de redefinición de sus políticas 
educativas dirigidas a adolescentes y jóvenes, y aún no hay referentes claros. En 
este caso, México comparte con el resto de los países un escenario signado por 
muchas interrogantes y escasas respuestas.

Los operativos de evaluación de desempeño de los docentes

Cuando surge la inquietud por la calidad de los aprendizajes de los estudiantes 
como tema prioritario de la política educativa, gran parte de los esfuerzos de 
los países se ha destinado a mejorar el desempeño de los planteles docentes y 
a revalorizar su rol profesional. Uno de los procesos centrales para llevar adelan-
te estos objetivos es la evaluación del desempeño docente. Sin embargo, esta 
es una práctica que admite múltiples lecturas. Considerando que la evaluación 
docente ha sido objeto de profusos debates teórico-metodológicos, el análisis 
abarca mucho más que su protagonismo en las últimas reformas educativas en  
Latinoamérica e incluye el papel que ha jugado como pieza central en el desarro-
llo profesional docente (orealc-unesco, 2015) y las características particulares que 
su instrumentación ha adoptado en los diferentes países. 

El objetivo de esta sección es reseñar y analizar los múltiples aspectos de 
la evaluación del desempeño docente, comenzando por su rol destacado en el 
marco de las últimas reformas educativas en América Latina. En primer lugar, se 
revisa su relación con las nuevas carreras docentes, para luego considerar estas 
experiencias a la luz de los debates e ideas que ha suscitado dicho dispositivo. 
Seguidamente se describen las diferentes experiencias evaluativas en la región, 
como el caso de Chile, México, Colombia, Perú y Ecuador, cerrando con algunas 
reflexiones preliminares al respecto.

a)	 El sistema de evaluación docente de Chile

Según Manzi, la evaluación docente chilena se inició tras un largo proceso de 
negociación entre la agrupación sindical de los docentes (Colegio de Profesores), 
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el Ministerio de Educación y la Asociación de Municipios, que representa a los 
empleadores de los maestros (Guevara et al., 2016).

De acuerdo con el Ministerio de Educación de Chile (s.f.) “La Evaluación 
Docente está a cargo del Ministerio de Educación, a través del Centro de 
Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas (cpeip)”.

A partir de la publicación de la ley 20.903, ocurrida el 1° de abril de 2016, el 
Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagó- 
gicas es el organismo central en la implementación del Sistema Nacional de 
Desarrollo Profesional Docente. Su labor considera la coordinación con la 
Agencia de la Calidad de la Educación, la Superintendencia de Educación 
y el Consejo Nacional de Educación para asegurar que todos los aspectos 
consagrados en la ley cumplan con el objetivo de consolidar el rol de la profe-
sión docente como clave para crear desarrollo humano y calidad de vida para 
todas y todos. (Ministerio de Educación de Chile, s.f.)

La evaluación docente chilena comprende un conjunto de estándares, deno-
minados Marco para la Buena Enseñanza (2003), en el que se definen lo que se  
espera de un buen docente, así como un sistema de certificación y reconocimiento  
de docentes de excelencia. El objetivo central es lograr el desarrollo profesional 
con base en los resultados de la evaluación (Guevara et al., 2016). 

Los docentes deben evaluarse cada cuatro años, salvo que su desempeño 
se encuentre por debajo del nivel de competencia; en ese caso, la evaluación 
es más frecuente. Es obligatoria para todos los profesores que se desempeñan 
en escuelas y liceos administrados por municipios (75 mil profesores). Esto ex-
cluye a aquellos que trabajan en establecimientos particulares subvencionados y 
particulares pagados. La evaluación también conlleva consecuencias directas: los 
docentes cuyo desempeño se encuentre en los niveles inferiores tienen la obliga-
ción de mejorar su desempeño. La ley indica que, según Manzi si no se produce 
esta mejora en los plazos establecidos, el docente puede ser retirado del plantel 
(Guevara et al., 2016).

Manzi reseña los instrumentos de la evaluación docente: la autoevaluación, 
en donde se refleja la perspectiva del propio docente; la perspectiva del director 
y del jefe pedagógico de cada establecimiento; y la última pauta la constituye 
otro docente, un par proveniente de otra escuela. A estas miradas se agrega la  
elaboración de un portafolio que combina la planificación y la evaluación de  
la enseñanza. Además, se filma una hora de clase de cada docente, lo que cons-
tituye evidencia acerca de cómo maneja el clima del curso, organiza la clase y 
promueve el aprendizaje.

Se destaca que, a partir de videos de la evaluación docente que recibieron 
buenas calificaciones, se ha desarrollado una videoteca de buenas prácticas que 
busca contribuir al mejoramiento de la formación inicial y en servicio. ¿Cuáles son 
los desafíos futuros? Según el autor, la necesidad de articular la dimensión de 
rendición de cuentas con la función formativa. Esto es así porque una parte im-
portante de docentes no participa en los planes formativos que se les ofrecen y 
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en muchos casos estos planes no se basan en las mejores prácticas conocidas 
para la formación profesional en servicio. La explicación reside en el limitado com-
promiso de los directores de escuela, quienes ven la evaluación como un trámite 
burocrático más. 

Por otra parte, debe ser continuo el mejoramiento de la retroalimentación 
que reciben los docentes ya que muchos de ellos consideran que la informa-
ción que se les proporciona no les ofrece orientaciones suficientes para tomar 
decisiones de desarrollo profesional. Finalmente, para asegurar que el impacto 
formativo de la evaluación se extienda más allá de los docentes que participan 
en el proceso, se requiere un involucramiento de las instituciones formadoras de 
profesores (Guevara et al., 2016).

b)	 La evaluación docente en Colombia 

El Decreto Ley 1278 (2002), o Estatuto de Profesionalización Docente, dispone que 
la carrera docente se basa en el carácter profesional de los educadores y depende 
de la idoneidad en el desempeño de su labor y de las competencias demostradas. 
Asimismo, señala: 

que a través de la carrera se garantiza la igualdad en las posibilidades de 
acceder, permanecer y ascender en el Escalafón, siendo este el sistema  
de clasificación constituido en grados y niveles que pueden alcanzar los do-
centes según sus méritos durante su vida laboral. Así, la evaluación es la forma  
dispuesta en la ley para constatar que los docentes y directivos docentes 
cumplen con su función de manera idónea, con calidad y eficiencia, y sólo a  
través de ésta se validará la necesidad de permanencia y la posibilidad  
de ascender o acceder a una reubicación salarial. Para el efecto, se dispone de  
tres tipologías básicas de evaluación: aquella orientada a superar el período 
de prueba; la evaluación ordinaria periódica de desempeño anual; y la evalua-
ción de competencia. (Fecode, 2016) 

En 2015, el Ministerio de Educación y la Federación Colombiana de Trabajadores 
de la Educación (Fecode) llegaron a un acuerdo: definieron cómo cambiar la eva-
luación docente. Ya no se trataría, como ocurrió entre 2010 y 2014, a través de una 
prueba escrita elaborada por la Universidad Nacional de Colombia. Se estructuró, 
así, la Evaluación con Carácter Diagnóstico Formativa (ecdf), una prueba voluntaria 
que tiene como finalidad el ascenso y la reubicación salarial (según cronogramas 
estipulados y publicados por el Ministerio de Educación), influida en parte por la 
experiencia chilena (Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación s.f.). 

La resolución 15711 (2015) establece los criterios de la ecdf, los instrumentos 
de evaluación, y las reglas de valoración y ponderación para todos los inscritos. Tal 
como describe la página web Maestro 2025, la ecdf:

[…] Consiste en un proceso de reflexión e indagación, orientado a identifi-
car en su conjunto las condiciones, los aciertos y las necesidades en que se 
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realiza el trabajo de los docentes, directivos docentes, directivos sindicales, 
docentes tutores y orientadores, con el propósito de incentivar la mejora de 
su práctica educativa pedagógica, directiva y/o sindical, promover su perfec-
cionamiento continuo y favorecer los avances en los procesos pedagógicos y 
educativos en el establecimiento educativo. 

En consonancia con lo anterior, esta evaluación tendrá un enfoque cualitativo, 
que centrado en la valoración la labor del educador en el aula o en los diferen-
tes escenarios en los se ponga en evidencia su capacidad de interactuar con 
los actores de la comunidad educativa, en el marco del Proyecto Educativo 
Institucional. En dicha valoración, se considerarán las características y condi-
ciones del contexto en el cual se desempeña el educador. (Mineducación, s.f.)

En esta evaluación se tienen en cuenta cuatro criterios: contexto de la práctica 
educativa y pedagógica del docente; reflexión y planeación de la práctica educa-
tiva y pedagógica; praxis pedagógica; y ambiente en el aula (artículo 6, resolución 
15711). A su vez, existen diferentes criterios a evaluar para cada uno de los perfiles 
educadores: docentes, directivos, coordinadores, etcétera (Mineducación, s.f.).

Para ser evaluados los educadores deben cumplir con los siguientes requisi-
tos, teniendo en cuenta el artículo 2.4.1.4.1.3, decreto 1657 (2016): estar ejerciendo 
el cargo con derechos de carrera y estar inscrito en Escalafón Docente; haber 
cumplido tres años de servicio contados a partir de la fecha de la primera pose-
sión en período de prueba, y haber obtenido una calificación mínima del 60% en 
las últimas dos evaluaciones anuales de desempeño que haya presentado.

Los instrumentos que se utilizan en la ecdf, de acuerdo con la página web 
Maestro 2025, son: videos, encuestas, autoevaluación y las dos últimas evaluaciones 
de desempeño. En los videos, los docentes deberán registrar una actividad de au-
la y los directivos docentes, orientadores, docentes tutores y directivos sindicales 
una práctica propia de su quehacer. El educador será responsable de llevar a cabo 
la grabación por su cuenta en el establecimiento en el que presta sus servicios, 
con el cumplimiento de los requisitos establecidos por el Instituto Colombiano 
para la Evaluación de la Educación (icfes) en el Manual de Autograbación general 
o en el Manual de Autograbación Especial que se expida para los educadores que 
residan en las zonas especiales definidas por el Ministerio de Educación Nacional. 

Las encuestas consisten en diferentes tipos de preguntas cuyo objetivo es 
valorar la percepción, la labor o el grado de cumplimiento del evaluado. La aplica-
ción o no de este instrumento y la población encuestada está determinada por el 
cargo en el que se desempeñe. 

Con relación a la autoevaluación, ésta es un instrumento con diferentes tipos 
de preguntas cuyo objetivo es valorar la percepción del docente frente a su des-
empeño en las funciones y actividades propias que desarrolla. 

A esto se agregan las dos últimas evaluaciones anuales de desempeño que 
haya presentado el educador: es el promedio aritmético de éstas, registradas úni-
camente en el Sistema de Gestión de Recursos Humanos y Nómina, implementa-
do en el marco del proyecto de modernización de las Secretarías de Educación.
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¿Cómo se valoran los distintos instrumentos? En los videos, la calificación de 
la práctica educativa del docente se determina a través de pares evaluadores, 
quienes son educadores de instituciones educativas oficiales o de las universi-
dades referidas en la resolución 18471 (2016). Los pares evaluadores serán selec-
cionados a partir de una convocatoria abierta y formados en el manejo de los 
formatos y matrices utilizados en dicha evaluación. Ningún educador que vaya a 
participar en la ecdf podrá presentarse para ejercer como par evaluador, esto con 
el objeto de garantizar la transparencia del proceso.

La valoración de encuestas y la autoevaluación se lleva a cabo en función de 
los procedimientos adoptados por el icfes. El puntaje para cada uno de los instru-
mentos evaluados es determinado por el icfes (Mineducación, s.f.). 

Los resultados de las pruebas para la evaluación de ascenso y reubicación se 
expresarán en una escala de uno a cien puntos, con una parte entera y dos deci-
males. “Serán candidatos a ser reubicados en el nivel salarial superior, o ascender 
en el escalafón docente (si reúnen los requisitos para ello), quienes obtengan más 
de 80% en la evaluación” (icfes, s.f.). 

El decreto 1757 del Ministerio de Educación (2015), en su artículo 2.4.1.4.5.12 
especifica que los docentes que no hubieren superado la ecdf, deberán adelantar 
alguno de los cursos de formación que ofrezcan universidades acreditadas institu-
cionalmente o que cuenten con facultades de educación de reconocida trayectoria 
e idoneidad, de conformidad con los parámetros establecidos por el Ministerio  
de Educación Nacional y siempre que cuenten con la respectiva aprobación de 
éste. Dichos cursos tendrán como propósito fundamental solucionar las faltas  
detectadas en la ecdf. Con la aprobación del respectivo curso por parte del do-
cente (numeral 2 del artículo 36 del decreto Ley 1278) la entidad territorial certifi-
cada en educación procederá al ascenso o la reubicación de nivel salarial.

c)	 El sistema de evaluación peruano

En Perú la Ley 29944 de Reforma Magisterial (lrm), aprobada a fines de 2012, cons-
tituye el marco normativo de los profesores al servicio de las escuelas públicas 
de educación básica y técnico-productivo. La lrm establece una carrera docente 
basada en el mérito y promueve el desarrollo profesional de los docentes.

Con el objetivo de favorecer el tránsito ordenado de los docentes hacia el 
nuevo orden meritocrático establecido por la lrm, así como para permitir una ade-
cuada selección, progresión, desarrollo profesional y mejora salarial de los do-
centes, el Ministerio de Educación del Perú ha implementado, de 2014 a 2016, 
diversos procesos evaluativos que han involucrado a más de 550 mil docentes.

Para ello, el Ministerio de Educación pone a disposición los criterios e ins-
trumentos de evaluación que serán aplicados para valorar cada uno de los 
desempeños, de modo que se propicie un ambiente de reflexión profesional 
sobre la práctica docente. Asimismo, los docentes recibirán retroalimentación 
específica sobre su desempeño, de modo que puedan reconocer sus fortale-
zas y oportunidades de desarrollo. (Ministerio de Educación del Perú, s.f.) 
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En el marco del Sistema de Evaluación Docente, se valora un conjunto de desem-
peños fundamentales para el buen ejercicio del rol docente en el aula y la escuela 
derivados del Marco del Buen Desempeño Docente (mbdd). Este sistema permite 
seleccionar docentes más calificados para ingresar a la carrera pública magisterial; 
retener a los mejores por un buen desempeño en el ejercicio de sus funciones, así 
como el ascenso y acceso a cargos sobre la base del mérito. Además, brinda infor-
mación relevante para la formulación y retroalimentación de programas y políticas 
evaluativas, particularmente de formación docente.

En la evaluación de desempeño docente son evaluados todos los docen-
tes nombrados en la Carrera Pública Magisterial, de acuerdo con un plan de im-
plementación progresiva que empezó en 2017 con los docentes de las escalas 
magisteriales 3 a 6 del nivel inicial de educación básica y regular (Ministerio de 
Educación del Perú, s.f.).

Según datos del Ministerio de Educación del Perú, 8 683 docentes ingresaron 
a la carrera magisterial. De ellos, los 2 702 educadores con mejor puntaje recibie-
ron una bonificación, además de su remuneración; 15 468 docentes accedieron a 
los cargos de director y subdirector de instituciones educativas; 63 506 docentes 
ascendieron a escalas superiores, incrementando su remuneración y la posibilidad 
de seguir desarrollándose profesionalmente; 88 000 estudiantes de zonas rurales 
son formados por 4 374 docentes calificados; y 38 000 estudiantes de educación 
intercultural bilingüe son formados por 1 911 docentes que acreditaron la lengua 
originaria (Ministerio de Educación del Perú, 2016a).

La evaluación de desempeño docente está a cargo de Comités de Evaluación. 
En las escuelas polidocentes con director designado, el comité está presidido por 
el director, y está integrado por el subdirector y un docente par. De no haber 
subdirector designado, éste se reemplaza por otro docente par. En las demás 
instituciones (unidocentes, multigrado, polidocentes sin director designado), el 
Comité de Evaluación está integrado por el Jefe de Área de Gestión Pedagógica 
o un especialista de la Unión de Gestión Educativa Local (ugel) y por uno o dos 
docentes pares. Un docente par es un docente del mismo nivel y de una escala 
igual o superior que labora en una escuela diferente a la del docente evaluado.

El principal instrumento de evaluación se denomina Rúbricas de observación 
de aula (Ministerio de Educación del Perú, s.f.). Es el mismo para todos los niveles 
y ciclos de la educación básica regular, con una adaptación para el ciclo I (cuna).  
Los instrumentos de evaluación complementarios son desarrollados para cada 
modalidad y nivel educativo.

Todos los instrumentos son aplicados por el Comité de Evaluación, salvo cuan-
do el Comité no cuente con un integrante certificado en la aplicación del instru-
mento Rúbricas de observación de aula, en cuyo caso el Ministerio de Educación 
asegura su aplicación a cargo de un observador externo certificado.

Otra característica de la evaluación de desempeño docente es que se im-
plementa en ciclos trienales. Se aplica una evaluación ordinaria a todos los 
docentes y únicamente quienes desaprueban pasan a la primera evaluación 
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extraordinaria, luego de haber participado de un programa de desarrollo 
profesional a cargo del Ministerio de Educación. Quienes no logren superar 
la primera evaluación extraordinaria, participan nuevamente del programa 
de desarrollo profesional y pasan a ser evaluados en la segunda evaluación 
extraordinaria. Esta evaluación es obligatoria y se desarrollará como máximo 
cada cinco años. (Ministerio de Educación del Perú, s.f.)

Si aprueba la evaluación, el docente queda habilitado para participar en los con-
cursos de ascenso en la Carrera Pública Magisterial hasta que vuelva a haber una 
evaluación ordinaria para su grupo. Dicha habilitación no lo exime de cumplir con 
los demás requisitos del concurso de ascenso como el tiempo de permanencia en 
la escala de origen.

Si no aprueba la evaluación, el docente recibe una capacitación de seis meses 
para fortalecer los aspectos cruciales de su labor y luego pasa a la primera eva-
luación extraordinaria. Si no aprueba la primera evaluación extraordinaria, vuelve 
a recibir una capacitación de seis meses y pasa a la segunda evaluación extraor-
dinaria. Si no acredita la segunda evaluación extraordinaria, es decir, no aprueba 
las tres evaluaciones (la ordinaria y dos extraordinarias) a pesar de las dos capa-
citaciones de seis meses recibidas, el educador es retirado de la Carrera Pública 
Magisterial, de acuerdo con el artículo 23 de la Ley de Reforma Magisterial.

La lrm especifica que los docentes que se oponen a la evaluación en todas las 
oportunidades serán destituidos del cargo (Ministerio de Educación del Perú, s.f.).

d)	 La evaluación de desempeño docente en Ecuador

En Ecuador, el Sistema Nacional de Educación (sne) comprende todas las insti-
tuciones, programas, políticas, recursos y agentes involucrados en los procesos 
educativos, así como las acciones emprendidas en los niveles de educación inicial, 
básica y bachillerato (Ineval, 2016). Son evaluados los aprendizajes del alumnado, 
el currículum, la administración educativa y el desempeño docente con fines de 
mejora continua. El gran objetivo del sne es obtener información para planificar de 
forma focalizada, atendiendo a cada una de las necesidades del sistema educati-
vo nacional.

La evaluación, en Ecuador, tiene una historia reciente y de mucha resistencia 
por parte del profesorado. Se constituye como una revolución educativa, don-
de por ley surge el Instituto Nacional de Evaluación (Ineval), “ente externo del 
Ministerio de Educación” (Ineval, 2017).

La creación de un sistema articulado, capaz de mantener los procesos de 
sistematización, continuidad, comparabilidad y análisis de la relación entre estas 
evaluaciones y los resultados de los otros componentes del sistema educativo se 
debe precisamente al Ineval, creado en 2013. El marco legal para su implementa-
ción proviene del artículo 349 de la Constitución nacional del país. Por su parte, el 
artículo 11 de la Ley Orgánica de Educación Intercultural (loei) establece el dere-
cho y la obligación de los docentes a ser evaluados y detalla sus momentos: ingre-
so, permanencia y escalafón. Se evalúa a quienes tengan nombramiento definitivo 
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o provisorio, estén dentro del magisterio fiscal (corresponde a escuelas que de-
penden del Ministerio) o fiscomisional5 y hayan ganado el concurso “Quiero Ser 
Maestro 1, 2, 3”. Éste es un proceso de selección de nuevos docentes para ingre-
sar al magisterio público liderado por el Ministerio de Educación, en colaboración 
con el Ineval (Ineval, 2017).

Ningún docente será removido de sus funciones con motivo de sus resulta-
dos en el proceso evaluativo, salvo que repruebe la evaluación de desempeño 
obligatorio por dos veces consecutivas. En tal caso, de acuerdo con el artículo 133 
de la loei:

Serán destituidos inmediatamente del cargo, con la opción de reingresar al 
magisterio a través de los concursos de méritos y oposición; o con opción 
de jubilarse en el caso de cumplir los requisitos necesarios, o de recibir una 
liquidación de conformidad con la normativa vigente. 

Uno de los principales referentes para establecer lo que se espera y en lo que se 
debe constituir un buen docente son los estándares de calidad educativa emitidos  
por la autoridad nacional en la materia. Se agrupan en cuatro dimensiones:  
dominio disciplinar y curricular; gestión del aprendizaje (planificación del proceso de  
aprendizaje, ejecución del proceso de aprendizaje y evaluación de los logros  
de aprendizaje); desarrollo profesional (habilidades que tiene un docente para 
impactar en la comunidad educativa a través de un esquema de colaboración 
que se expande dentro y fuera del aula), y compromiso ético. Cada una de estas 
dimensiones del estándar general contiene parámetros específicos que describen 
los elementos necesarios para formar parte del plantel docente nacional. Estas 
dimensiones, junto con los tipos de evaluación, los instrumentos y los criterios de 
calificación, constituyen el Modelo Evaluativo Docente (med).

Los resultados de la evaluación se expresan en el índice Ineval, Inev, que va de 
0 a 1 000. A esta escala le corresponden cuatro niveles de desempeño equivalen-
tes a las cuatro dimensiones que explora el med. La relación entre estos puntajes y 
los niveles de desempeño se preservan en los cuatro componentes (Ineval, 2017).

Los tipos de evaluación que permiten obtener información acerca de las cuatro 
dimensiones del med son la autoevaluación, la coevaluación, la heteroevaluación,  
la valoración de prácticas en el aula, la evaluación externa, y los factores asocia-
dos, es decir, obtener información sobre elementos del entorno que influyen en  
el desempeño docente y la sitúan dentro de un contexto que impacta en los  
logros de aprendizaje.

Los destinatarios de la autoevaluación, la coevaluación, la valoración de  
las prácticas en el aula, la evaluación externa, y los factores asociados son los 
docentes; en el caso de la heteroevaluación, son los estudiantes, las familias y  
las autoridades.

5	 […] aquellas cuyos promotores son congregaciones, órdenes o cualquiera otra denominación confesional o laica. Son 
de carácter religioso o laica, de derecho privado y sin fines de lucro, garantizando una educación gratuita y de calidad. 
Estas instituciones educativas contarán con financiamiento total o parcial del Estado […] (artículo 55 de la loei).
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Cuadro 1	 Aspectos destacados de los sistemas de evaluación de desempeño docente 
vigentes en América latina

  Chile Colombia Ecuador México Perú
Destinatarios Docentes 

de escuelas 
administradas por 
municipios, con al 
menos un año de 
ejercicio profesional

Docentes con las 
siguientes condiciones: 
estar ejerciendo y estar 
inscritos en el Escalafón 
Docente; haber cumplido 
tres años de servicio; 
haber obtenido una califi-
cación mínima de 60% en 
las dos últimas evaluacio-
nes de desempeño

Docentes con nombramiento 
definitivo o provisorio que estén 
dentro del magisterio fiscal o 
fiscomisional y que ganaron el 
concurso “Quiero ser Maestro 
1, 2 y 3”

Docentes en la Federación, los estados, la Ciudad  
de México y los municipios, en la educación básica 
y media superior que imparta el Estado

Docentes nombrados en la Carrera Pública 
Magisterial

Carácter Obligatoria Voluntaria (ascenso y 
reubicación salarial)

Obligatoria Obligatoria Obligatoria

Carrera docente Sistema Nacional 
de Desarrollo 
Profesional Docente

 -  - Servicio Profesional Docente Política de Revalorización Docente

Implicaciones Si la mejorea no 
se produce en los 
plazos establecidos, 
puede producirse 
la baja

Los docentes que no 
hubieren superado la 
ecdf deberán adelantar 
algunos de os cursos de 
formación para solucionar 
las falencias detectadas

Quienes hubieren reprobado 
la evaluación de desempeño 
obligatorio dos veces con-
secutivas serán destituidos 
inmediatamente del cargo, con 
la opción de reingresar al ma-
gisterio mediante los concursos 
de méritos y oposición; o con 
opción de jubilarse o de recibir 
una liquidación en conformidad 
con la normativa vigente 

Cuando en la evaluación se identifique la insufi-
ciencia en el nivel de desempeño, el personal se 
incorporará a los programas de regularización que la 
autoridad educativa o el organismo descentralizado 
determine. En caso de que el personal no alcance 
el resultado suficente en la tercera evaluación se 
darán por finalizados los efectos del nombramiento 
correspondiente

El docente que desaprueba las tres evaluaciones  
(la ordinaria y dos extraordinarias) es retirado  
de la Carrera Pública Magisterial

Estándares Marco para la Buena 
Enseñanza

Rúbrica docente del aula Estándares de calidad 
educativa

Perfiles, parámetros e indicadores (ppi); Marco de la 
Buena Enseñanza

Marco del buen desempeño docente

Periodicidad Cada cuatro 
años, salvo que 
su desempeño 
sea inferior al 
establecido 

Según cronogramas del 
Ministerio de Educación

La frecuenca es determinada 
por la Autoridad Educativa 
Nacional

Cada cuatro años Ciclos trienales

Marco legal Ley 19961 (2004)  
y su reglamento

Decreto ley 1278 
(2002) o Estatuto de 
Profesionalización 
Docente

loei y sus reglamentos lgspd Ley de Reforma magisterial (2012)

Instituciones 
responsables

Miniterio de 
Educación-cpeip

Ministerio de Educación 
-icfes

Ministerio de Educación-Ineval Secretaría de Educación Pública Ministerio de Educación

Fuente: iipe-unesco.
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  Chile Colombia Ecuador México Perú
Destinatarios Docentes 

de escuelas 
administradas por 
municipios, con al 
menos un año de 
ejercicio profesional

Docentes con las 
siguientes condiciones: 
estar ejerciendo y estar 
inscritos en el Escalafón 
Docente; haber cumplido 
tres años de servicio; 
haber obtenido una califi-
cación mínima de 60% en 
las dos últimas evaluacio-
nes de desempeño

Docentes con nombramiento 
definitivo o provisorio que estén 
dentro del magisterio fiscal o 
fiscomisional y que ganaron el 
concurso “Quiero ser Maestro 
1, 2 y 3”

Docentes en la Federación, los estados, la Ciudad  
de México y los municipios, en la educación básica 
y media superior que imparta el Estado

Docentes nombrados en la Carrera Pública 
Magisterial

Carácter Obligatoria Voluntaria (ascenso y 
reubicación salarial)

Obligatoria Obligatoria Obligatoria

Carrera docente Sistema Nacional 
de Desarrollo 
Profesional Docente

 -  - Servicio Profesional Docente Política de Revalorización Docente

Implicaciones Si la mejorea no 
se produce en los 
plazos establecidos, 
puede producirse 
la baja

Los docentes que no 
hubieren superado la 
ecdf deberán adelantar 
algunos de os cursos de 
formación para solucionar 
las falencias detectadas

Quienes hubieren reprobado 
la evaluación de desempeño 
obligatorio dos veces con-
secutivas serán destituidos 
inmediatamente del cargo, con 
la opción de reingresar al ma-
gisterio mediante los concursos 
de méritos y oposición; o con 
opción de jubilarse o de recibir 
una liquidación en conformidad 
con la normativa vigente 

Cuando en la evaluación se identifique la insufi-
ciencia en el nivel de desempeño, el personal se 
incorporará a los programas de regularización que la 
autoridad educativa o el organismo descentralizado 
determine. En caso de que el personal no alcance 
el resultado suficente en la tercera evaluación se 
darán por finalizados los efectos del nombramiento 
correspondiente

El docente que desaprueba las tres evaluaciones  
(la ordinaria y dos extraordinarias) es retirado  
de la Carrera Pública Magisterial

Estándares Marco para la Buena 
Enseñanza

Rúbrica docente del aula Estándares de calidad 
educativa

Perfiles, parámetros e indicadores (ppi); Marco de la 
Buena Enseñanza

Marco del buen desempeño docente

Periodicidad Cada cuatro 
años, salvo que 
su desempeño 
sea inferior al 
establecido 

Según cronogramas del 
Ministerio de Educación

La frecuenca es determinada 
por la Autoridad Educativa 
Nacional

Cada cuatro años Ciclos trienales

Marco legal Ley 19961 (2004)  
y su reglamento

Decreto ley 1278 
(2002) o Estatuto de 
Profesionalización 
Docente

loei y sus reglamentos lgspd Ley de Reforma magisterial (2012)

Instituciones 
responsables

Miniterio de 
Educación-cpeip

Ministerio de Educación 
-icfes

Ministerio de Educación-Ineval Secretaría de Educación Pública Ministerio de Educación

Fuente: iipe-unesco.
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Con respecto a los instrumentos, para la autoevaluación se utilizan cuestiona-
rios de análisis de casos situacionales. La coevaluación se vale de la elaboración 
de un portafolio, para el cual existe una rúbrica de clasificación. Cada portafolio 
es examinado dos veces por diferentes docentes pares y el puntaje se obtiene con 
el promedio de las dos clasificaciones (Ineval, 2017). En el caso de la heteroevalua-
ción se emplean cuestionarios. Para la valoración de prácticas en el aula se hacen 
estudios de casos con estímulos multimedia. La evaluación externa instrumenta 
pruebas de base estructuradas y rúbricas de valoración (la rúbrica tiene una doble 
función: calificar el instrumento de coevaluación de los docentes pares y brindar 
información sobre las habilidades docentes desde una perspectiva externa), así 
como criterios de valoración y estándares relacionados con la ejecución de una 
tarea (Ineval, 2017). También los factores asociados se miden con encuestas que 
indagan sobre aspectos personales, sociales, culturales y económicos que inciden 
sobre el ejercicio docente.6

Según datos del Ministerio de Educación (s.f.), 93.2% de los docentes eva-
luados obtuvo entre 600 y 950 puntos en el proceso de evaluación “Ser Maestro” 
(2016), que llevó a cabo el Ineval. Según el artículo 112 de la loei, aquellos que re-
sulten mejor puntuados en el proceso de evaluación realizado por el Ineval recibi-
rán bonificaciones económicas. Además, el artículo 116 de la misma ley establece 
que recibirán una remuneración variable por eficiencia:

a)	 Aquellos que hayan obtenido altas calificaciones en las pruebas aplica-
das por el Instituto Nacional de Evaluación Educativa. 

a)	 Aquellos cuyas instituciones tengan altas calificaciones en las pruebas 
aplicadas por el Instituto Nacional de Evaluación Educativa. 

a)	 Aquellos cuyas instituciones evidencien una mejoría sustancial en las 
pruebas aplicadas por el Instituto Nacional de Evaluación Educativa fren-
te a la anterior evaluación.

e)	 Una lectura en diálogo con el caso mexicano

Con la información que se ha presentado de los países que, actualmente, se en-
cuentran instrumentando procesos de evaluación del desempeño docente en la 
región y correlacionando los distintos aspectos en juego, plasmados en el cuadro 
1, se pueden brindar varias reflexiones.

6	 Respecto a los tipos de evaluación, los destinatarios de la misma y sus instrumentos correspondientes, se puede 
consultar consultar: Ineval (2017).
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Vale aclarar, como se ha especificado a lo largo de esta sección, que las evaluacio-
nes de desempeño docente forman parte, para los países analizados en general, 
de sistemas de evaluación más amplios que no sólo regulan la carrera docente pú-
blica y sus distintos perfiles (ingreso, promociones y ascensos, por ejemplo, para 
directivos, asesores, etcétera), sino también otros aspectos del sistema educativo 
en su conjunto, tales como los aprendizajes de los estudiantes.

Como puede advertirse y confirmando lo establecido en este informe —con 
base en orealc-unesco (2015)—, la evaluación de desempeño en los países que 
cuentan con ella, supone la definición a priori de aquello que es un buen docente. 
Todos ellos cuentan, de forma más o menos elaborada, con estándares relaciona-
dos con lo que implica ser un buen maestro, en función de los cuales se valorará 
la práctica profesional. Otro aspecto a destacar es el énfasis que se coloca en el 
aspecto formativo de estos procedimientos, dando oportunidades para la mejo-
ra profesional y asegurando, además, que permanezcan en la carrera magisterial 
los mejores profesionales. Aquellos que no superen favorablemente las diversas 
instancias contempladas, por lo general son dados de baja. Con respecto a estos 
últimos, los porcentajes son reducidos y van en retroceso a medida que se reiteran 
los procesos evaluativos (a través de datos) con el correr del tiempo.

Un aspecto a tener muy en cuenta, si observamos con atención el cuadro 1, 
es que muchos sistemas de evaluación se ubican en procesos más amplios e inte-
grales de reforma y revalorización de la carrera docente, tal como se especificó en 
este estudio. Esta serie de intervenciones políticas y legales no sólo se relaciona 
con la mejora de la calidad de los aprendizajes de los estudiantes sino también con 
posicionar a la evaluación como forma de gobierno posible del sistema educativo. 
Y es en este sentido que la evaluación de desempeño docente debe pensarse 
no sólo en relación con las reformas educativas más recientes emprendidas en 
Latinoamérica, sino también con respecto a cambios más profundos de las carre-
ras docentes. Son aspectos que, desde un análisis político y teórico no pueden 
desvincularse y pensarse aisladamente.

Las evaluaciones del desempeño de los docentes han sido fuente de un gran 
debate político en cada uno de los países en que se han implementado. Uno de 
los puntos más sensibles ha sido lo que se denuncia como el carácter disciplina-
dor del cuerpo docente, que ha tenido en la mayoría de los casos, en particular 
cuando el bajo rendimiento puede traducirse en el fin de la carrera laboral de 
un docente. El escaso uso que se hace de la información que se revela en las 
pruebas de evaluación de los docentes para enriquecer las políticas de formación 
inicial y continua, o el desafío aún pendiente por asociar la dimensión de rendi-
ción de cuentas que implica la evaluación de desempeño con su función forma-
tiva abonan a la sensación de que estas evaluaciones fueron pensadas como un 
instrumento de control sobre el cuerpo docente. Paralelamente, se cuestiona la 
pertinencia que tiene el uso de los resultados de dichas pruebas para determinar 
la permanencia o no de un docente frente al aula, cuando se discute la calidad de 
los instrumentos de evaluación. 

Estas diferentes tensiones ponen en crisis la legitimidad de los operativos de 
evaluación frente a la comunidad educativa. Ante este escenario, cabe pensar la 
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posibilidad de revisar las políticas de evaluación docente, concibiéndolas en una 
visión más amplia que contemple la formación inicial, la acreditación y las instan-
cias de ingreso hacia el ejercicio de la carrera docente. 

El principal argumento desde el cual se centra la atención en la docencia ra-
dica en que se considera al docente como un factor central y determinante de la 
calidad educativa. Sin duda, es necesario contar con docentes bien capacitados 
en las aulas, es éste un desafío irrenunciable. Sin embargo, difícilmente un docen-
te —aún con buena formación— logrará buenos resultados en términos de apren-
dizajes de sus estudiantes y de una experiencia educativa de calidad si no cuenta 
con un marco institucional adecuado en el cual desempeñar su tarea. 

Las experiencias escolares exitosas sustentan sus logros en su dinámica insti-
tucional: planificación, liderazgo, mística, trabajo en equipo con los docentes, re-
solución colectiva de conflicto, seguimiento personalizado de la trayectoria de sus 
alumnos, etcétera. Un docente cuya formación es excelente apenas podrá lograr 
buenos aprendizajes para sus alumnos si carece de este marco institucional. Por el 
contrario, es posible dejar planteada como hipótesis a considerar en este debate 
que la gran mayoría de los docentes de la región, contando con la formación que 
han recibido y que los ha habilitado para el ejercicio de su función, puede lograr 
buenos resultados si sus prácticas se inscriben en un equipo que cuenta con el 
liderazgo y la contención institucional adecuada. La discusión sobre la evaluación 
de los docentes debería inscribirse en una visión que considere a dichos actores 
en el contexto institucional en el cual llevan adelante sus prácticas, al tiempo que 
se hace necesario poner en el centro de la discusión a las instituciones escolares, 
sus dinámicas y sus prácticas. 
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Consideraciones finales

El análisis de la situación educativa de México y de sus políticas, a la luz del con-
texto de América Latina, permite identificar algunas particularidades que merecen 
ser destacadas. En primer lugar, tal como se señala en la primera parte del estudio, 
la información disponible ofrece la posibilidad de hablar de la solidez del sistema 
educativo mexicano. Ello se expresa en su magnitud, su vasta presencia en todo el 
territorio del país y su capacidad para ofrecer servicios educativos de un modo casi 
universal a las nuevas generaciones. Es el resultado de un proceso continuo de  
acumulación en el sistema educativo, expresión de una historia de decisiones y 
de una fuerte apuesta a la inversión en educación que se sostuvo desde su inicio 
hasta la actualidad. 

Aun así, esa solidez del sistema educativo no es obstáculo a su carácter diná-
mico, a su capacidad de cambio. De la mano del conjunto de políticas orientadas 
a dotar diariamente de sostenibilidad a su funcionamiento hay un amplio espectro 
de acciones de redireccionamiento que tiene por objeto su permanente adecua-
ción a las nuevas demandas de la sociedad, la mejora de la calidad de sus servicios 
y la consolidación de su carácter equitativo e inclusivo.

También, en la primera parte de este estudio se identifican dos aspectos del 
funcionamiento del sistema educativo que requieren especial atención. Por un 
lado, destaca que, si bien hay una amplia presencia de centros educativos en to-
do el territorio, persisten serios problemas de calidad de la oferta, tanto en su 
infraestructura como en sus dinámicas pedagógicas e institucionales. Por el otro, 
se señala que, ante cada nuevo paso que el sistema educativo da en su proceso 
continuo de crecimiento y consolidación, se configura un nuevo escenario en el 
cual los desafíos son más complejos, y donde las estrategias habituales de cambio 
van perdiendo capacidad e incidencia sobre la realidad educativa del país. Pese a 
las transformaciones que va experimentando regularmente el sistema educativo, 
persisten problemas históricos de calidad y equidad, y se va configurando un es-
cenario en el que la efectividad de las políticas es cada vez menor. 

En la segunda parte del estudio, que pone a la política educativa de México 
a dialogar con la de otros países de la región, se suman elementos que permi-
ten una mejor comprensión de este escenario que se va consolidando. Pese a 
ser uno de los ocho países más ricos de la región, México se encuentra además 
entre los ocho con mayor porcentaje de población en condiciones de pobreza.  
La persistencia de una parte importante de los habitantes de México en condiciones  
de pobreza estructural representa evidentemente uno de los mayores obstáculos 
para el cumplimiento del mandato constitucional de garantizar, de modo univer-
sal, el derecho a una educación de calidad. Y, frente a este escenario, las acciones 
compensatorias incluidas en el espectro de las políticas educativas de México no 
logran revertir las profundas desigualdades existentes. 

En este marco, surge la necesidad de promover un debate que se enfoque en 
dos aspectos relevantes de la política educativa: por un lado, poniendo la mirada 
en aquellos aspectos estructurales del funcionamiento del sistema educativo que 
contribuyen a la reproducción de dichas desigualdades profundas y que quitan 
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efectividad a las acciones compensatorias actualmente vigentes; por el otro, invi-
tando a considerar que el objetivo de garantizar el derecho a la educación excede 
a las políticas educativas, y que deben ser abordadas como políticas de Estado, 
involucrando a las más diversas áreas de gobierno —trabajo, bienestar social, sa-
lud, transporte o infraestructura territorial— para su consecución. 

Esta necesidad de una revisión de la estructura de la política educativa de 
México remite a otro de los temas que también fueron analizados en este estu-
dio, y que tiene que ver con avanzar en la búsqueda de mecanismos de diálogo y 
consenso que fortalezcan el federalismo educativo del país. Como se señaló, las 
políticas educativas mexicanas son las más centralizadas entre los tres países fede-
rales de la región, lo cual puede llegar a restringir el ejercicio de la soberanía por 
parte de los estados y los municipios. Sin embargo, es responsabilidad del Estado 
federal asegurar que, en un contexto de mayor descentralización, haya iguales lo-
gros en términos del ejercicio del derecho a la educación por parte de las nuevas 
generaciones. Ello lleva a la necesidad de mecanismos de apoyo y fortalecimiento 
de la gestión educativa en el espacio local y en este marco, la experiencia del inee 
en el fortalecimiento de los equipos de gobierno de los Estados para que puedan 
llevar adelante la evaluación de sus programas de mejora educativa puede ser un 
punto de referencia en el debate. 

La revisión de los aspectos estructurales de la política educativa con el fin de 
elevar su efectividad frente al complejo escenario social que caracteriza a México 
y la posibilidad de promover una reflexión sobre estrategias que fortalezcan el fe-
deralismo educativo refuerzan los argumentos antes esgrimidos desde los cuales 
se invita a México a abrir un debate sobre el marco regulatorio en el que se esta-
blezcan las reglas de juego de la política educativa, y en particular su ley general 
de educación. 

Como se destacó, sería una gran oportunidad para invitar al conjunto de la so-
ciedad a debatir sobre la educación que México propone para sus habitantes, así 
como sobre las estrategias de políticas necesarias para garantizar su efectividad. 
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